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PRÓLOGO 
La presente tesis ha sido elaborada con la intención de aportar algo útil a 
la sociedad mexicana. Al elegir el tema a investigar busqué un tema innovador sobre 
el que no se hubiera escrito nada o casi nada, además era importante para mí, 
encontrar un tema que fuera de actualidad y de utilidad ya que todo investigador debe 
de buscar medios para transformar a nuestra sociedad de una manera positiva. 
Tomando en consideración todo lo anterior y aunando a esto los consejos que da el 
maestro Raúl Rojas Soriano en su libro de "Guía para realizar investigaciones 
sociales", encontré el tópico que llenara todas estas aspiraciones y además que fuera 
de interés, fue por esto que elegí el tema de la "Inconstitucionalidad de algunas reglas 
de carácter general." 
La única forma de aprender a investigar es investigando y creo que he 
aprendido mucho al respecto al estar elaborando la presente tesis, ya que intenté en 
todo momento el seguir los pasos del método científico con el fin de que la 
investigación fuera lo más objetiva posible. 
Sin embargo, considero que en las ciencias sociales es casi imposible ser 
objetivos al 100%, pero siguiendo los pasos del método científico e investigando con 
honestidad, se pueden alcanzar grados de objetividad muy aceptables. 
Y es que en las ciencias sociales, es verdaderamente difícil separar la 
investigación del investigador por lo que tengo que reconocer que esta tesis está 
plasmada de todos los sentimientos que me acompañaron en las etapas de estudio, por 
lo que posiblemente se puedan reflejar dichos sentimientos en el presente trabajo. ' 
Siendo este estudio un producto humano, es de reconocerse también que 
no es perfecto y que es susceptible de irse perfeccionando y abrigo la esperanza de 
que las críticas de las que pueda ser objeto, sean también de utilidad para modificar la 
legislación en beneficio de nuestra comunidad. 
Sinceramente espero que al lector le apasione el tema tal y como me 
apasionó a mi y me agradaría que la presente tesis sirviera como punto de partida para 
elaborar otros estudios de investigación, ya que las reglas de carácter general 
representan un tópico poco explorado a pesar de que cada día van cobrando más y 
más importancia en el derecho administrativo. 
Después de la lectura de esta investigación, el lector tendrá una idea de 
qué son las reglas de carácter general, cuáles son constitucionales y cuáles no, de qué 
manera la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a hecho uso de ellas y cómo se 
puede defender el contribuyente de dichos actos de autoridad. 
El lector encontrará partes subrayadas y resaltadas en "negritas" lo que 
le permitirá enfocar su atención en algunas ideas que son de especial importancia, 
logrando así hacer más accesible y sencilla su lectura, además el trabajo se encuentra 
dividido en nueve paites, con el fin de ir distinguiendo cada una de la etapas de 
método científico. 
Igualmente podrá encontrar el lector, una serie de sugerencias que se 
proponen erradicar ios vicios que se han venido cometiendo hasta la fecha, con el fin 
de otorgar al contribuyente una mayor seguridad jurídica mediante el respeto de 
nuestra Constitución. 
Espero que las ideas expresadas en este trabajo, no se queden 
guardadas, sino que trasciendan y sirvan como factores de cambio que nos permitan, 
tanto a nosotros como a futuras generaciones, vivir en una sociedad más equitativa y 
para lograrlo posiblemente no baste con el esfuerzo de una persona, pero si unimos 
nuesttos esfuerzos, podremos alcanzar nuestras metas de justicia y de seguridad 
jurídica de una forma mas expedita. 
Lic. René Huacuia González, 
El Sustentante. 
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Mediante el presente trabajo de investigación se pretende 
responder a las cuestiones : ¿Qué son las reglas de carácter general que 
publica la Secretaría de Hacienda? y ¿En qué forma la Secretaría de Hacienda 
ha hecho uso de ellas?, ¿Cuál es su finalidad?, ¿Cuál es su fundamento y 
motivación? ¿de qué manera benefician o perjudican al contribuyente? y 
establecer si existen o no reglas de carácter general que se apartan de nuestra 
Carta Magna. 
SEGUNDA PARTE 
LÍMITES DEL PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Se partirá de las reglas de carácter general que en México ha 
publicado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para el ejercicio de 
1995. 
TERCERA PARTE 
JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO. 
En la actualidad vivimos en u n sistema jurídico en el que el 
Poder del Estado se divide en tres el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial y si 
bien es cierto que en la práctica la división de éstos no es absoluta, también lo 
es que es importante mantener dicha división ya que es una forma de 
autocontrol del Estado; mediante la división de poderes se crea u n sistema de 
frenos y contrapesos, lo que ha permitido un ejercicio más sano del poder 
público evitando la existencia de u n super poder que pudiera actuar 
arbitrariamente y sin control alguno. 
Como se mencionó anteriormente dicha división de poderes en la 
práctica no es absoluta, ya que existen algunas excepciones que histórica, 
doctrinaria y jurídicamente se han establecido y justificado perfectamente, de 
tal forma que funciones que le corresponden a un poder son 
excepcionalmente realizadas por otro poder. 
En la medida en que dicha invasión de funciones de un poder a 
otro sea de carácter excepcional, dependerá el que se desarrolle el ejercicio del 
poder bajo el sistema de frenos y contrapesos a que me he referido 
anteriormente, de tal forma que si dichas excepciones empiezan a dejar de 
serlo para ser cada vez más comunes, entonces se llegará a un desorden que 
definitivamente no será benéfico para la nación, especialmente si es un sólo 
Poder el que empiece a absorber la funciones de los otros dos poderes ya que 
poco a poco se estará creando u n super poder con fuerza tal que difícilmente 
se podría controlar en forma pacífica. 
Es por esto que debemos mantenernos atentos a lo que está 
sucediendo en nuestro entorno y observar detenidamente de qué manera los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial están haciendo uso de sus facultades, 
y si están cumpliendo realmente con ellas o si están delegando el 
cumplimiento de sus funciones a otro poder. 
En la actualidad, es evidente como muchas e importantes 
funciones de los Poderes Legislativo y Judicial han sido absorbidas por el 
Poder Ejecutivo, de tal forma que ciertas funciones que excepcionalmente le 
corresponden se están haciendo cada vez más comunes y menos 
excepcionales, como ejemplo, podemos citar la proliferación de Tribunales 
Administrativos que dependen del Poder Ejecutivo y que materialmente 
realizan funciones jurisdiccionales, como lo son el Tribunal Fiscal de la 
Federación y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, las funciones de 
dichos Tribunales deberían de ser ejercidas por el Poder Judiciál, pero por 
uno u otro motivo o pretexto son ejercidos por el Poder Ejecutivo. 
Por otra parte el Ejecutivo en uso de su facultad reglamentaria 
realiza una serie de actos que son materialmente Legislativos y que en 
principio deberían de ser realizados por el Poder Legislativo, con lo cual el 
campo de acción del Poder Ejecutivo se está extendiendo cada vez más, por lo 
que es de suma importancia el ir observando y examinando las funciones que 
está adoptando dicho poder para así tomar conciencia de lo que está pasando 
y de lo que puede suceder si no se toman medidas a tiempo. 
Para estar atentos a la forma en que se desenvuelve el ejercicio 
de las funciones de los Poderes, se requiere observar y analizar los elementos 
mediante los cuales se exterioriza o materializa el ejercicio de determinada 
función, por lo que el presente estudio pretende investigar a las Reglas 
Generales que anualmente publica la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, como manifestaciones del ejercicio de funciones del Poder, sea 
ejecutivo o legislativo, y así estar en posibilidad de determinar cómo las 
reglas de carácter general contribuyen al fortalecimiento de un poder (el 
Ejecutivo) en detrimento de otro (el Legislativo). 
Igualmente es importante determinar si las reglas generales 
están siendo utilizadas correctamente por la S.H.C.P. o si por el contrario se 
están usando en perjuicio de los contribuyentes para que en caso de ser así se 
puedan buscar elementos jurídicos que le permitan al contribuyente 
protegerse y defenderse contra los abusos que la autoridad pueda cometer 
mediante la publicación y ejecución de las reglas generales. 
Lo anterior justifica plenamente una investigación formal con la 
metodología de las Ciencias Sociales. 
CUARTA PARTE 
OBJETIVOS DEL ESTUDIO DE LAS REGLAS GENERALES. 
Mediante el presente estudio se pretenden alcanzar los siguientes objetivos: 
1. Conocer qué son las Reglas Generales. 
2. Determinar si las Reglas Generales forman parte o no del Derecho 
Tributario. . , 
3. Determinar si al expedir la Reglas Generales se invaden o no esferas 
competenciales o funciones que originariamente le corresponden a 
determinado Poder. 
4. En caso de que las Reglas Generales conculquen derechos de los 
contribuyentes, analizar si en nuestro orden jurídico existen medios de 
defensa para el contribuyente. 
5. Analizar y criticar algunas Reglas Generales. 
6. Sentar las bases para futuros estudios de investigación 
7. Partiendo de las conclusiones que se obtengan, hacer propuestas que 
permitan eliminar los errores o deficiencias que se han venido cometiendo en 
cuanto a reglas generales se refiere, para así tener u n sistema jurídico 
tributario más apegado al principio de legalidad y de seguridad jurídica. 
QUINTA PARTE 
MARCO CONCEPTUAL. 
Las normas de derecho fiscal, son disposiciones de una dinámica 
muy particular, ya que los cambios tan acelerados que se están viviendo 
actualmente exigen al derecho una adecuación o ajuste constante a las nuevas 
situaciones que se van presentando. 
Por lo anterior, no es extraño suponer que las personas que se 
encuentran en contacto con el Derecho y especialmente con el derecho fiscal, 
deben de mantenerse en continuo estudio y contacto con las reformas a las 
disposiciones fiscales, ya que de lo contrario, irán perdiendo la habilidad de 
poder resolver satisfactoriamente y conforme a derecho, las cuestiones que se 
les vayan planteando en el ejercicio de su desarrollo profesional. 
Muchas de las normas de carácter fiscal sufren modificaciones 
anualmente, por lo cual no es extraño que cada diciembre se esperen 
reformas al Código Fiscal de la Federación, a la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta, a la Ley del Impuesto al Valor Agregado etc. En ocasiones las 
modificaciones no requieren esperar un año ya, que en el transcurso de un 
ejercicio también pueden darse reformas a estas leyes. 
Sin embargo la reforma a una ley no es un procedimiento 
demasiado sencillo y expedito, por lo que los cambios en dichas leyes no son 
tan frecuentes en comparación de las modificaciones a las resoluciones 
generales que anualmente publica la Secretaría de Hacienda y que puede 
modificar mucho más fácilmente. 
En años pasados era demasiado el número de reformas que 
sufrían las mismas Reglas Generales, sin ir más lejos, en 1992 hubo 25 
reformas a las Reglas de Carácter General. Lo anterior no quiere decir que en 
la actualidad no se reformen dichas reglas, sin embargo es de reconocerse que 
ha disminuido el número de sus reformas. 
Por otra parte es importante señalar que poco se ha escrito con 
relación a este tema de las Reglas Generales que publica anualmente la 
S.H.C.P., por lo que la gran mayoría de la literatura fiscal, al tratar ciertos 
temas se refieren a determinadas Reglas que se relacionan con el tópico que 
les interesa, pero sin entrar al estudio de las Reglas Generales en su conjunto, 
planteándose cuestiones sobre su origen, su constitucionalidad, sus 
implicaciones jurídicas, etc. 
SEXTA PARTE 
HIPÓTESIS 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante las Reglas 
de Carácter General, publicadas en 1995, ha estado invadiendo funciones que 
le corresponden al Poder Legislativo, en perjuicio de los contribuyentes. 
SÉPTIMA PARTE 
ELEMENTOS QUE SE UTILIZARÁN PARA LA 
INVESTIGACIÓN Y COMPROBACIÓN DE LA HIPÓTESIS. 
Para comprobar la hipótesis se hará uso de : 
1. Recopilación de datos que se relacionen con el tema, especialmente en 
libros. 
2. Análisis de algunas reglas de carácter general publicadas en 1994 y en 1995. 
OCTAVA PARTE 
DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN 
1. OBLIGACIONES FISCALES Y EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 
En el artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos se establece como una obligación de los mexicanos el de 
contribuir para los gastos públicos, así de la Federación como del Estado, municipio 
y Distrito Federal en que residan de la manera proporcional y equitativa que 
dispongan las leves. 
De esta manera se consagra el principio de legalidad que rige en materia 
tributaria, principio que se robustece con lo dispuesto en el párrafo segundo del 
artículo 14 constitucional, al establecer que nadie puede ser privado de sus 
propiedades, posesiones y derechos si no es conforme con las leves expedidas con 
anterioridad al hecho. 
Igualmente importante es el artículo 16 de la misma Carta Magna que 
establece que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, que 
funde v motive la causa legal del procedimiento. Ya que al establecer la garantía de 
fundamentadón y motivación, al mismo tiempo refuerza la garantía de legalidad. 
El principio de legalidad en materia tributaria, igual que en el derecho 
penal se puede enunciar mediante el aforismo "nullum tributum sine lege". 
De acuerdo con Sergio Francisco de la Garza el principio de legalidad 
significa que la ley que establece el tributo debe definir cuáles son los elementos y 
supuestos de la obligación tributaria, esto es, los hechos imponibles, los sujetos 
pasivos de la obligación que va a nacer, así como el objeto y la cantidad de la 
prestación; por lo que todos esos elementos no deben de quedar al arbitrio o 
discreción de la autoridad administrativa. La Ley debe establecer también las 
exenciones.1 
Sergio Francisco de la Garza. "Derecho Financiero Mexicano". P.265 
Es importante hacer notar que la constitución señala que los mexicanos 
están obligados a pagar contribuciones de la manera que dispongan las leyes, por lo 
tanto las obligaciones fiscales deben de estar en la ley. Hay quienes señalan que las 
disposiciones que deben de estar en ley son aquellas que establecen cargas a los 
particulares. 
Dicha afirmación se hace tomando como base el artículo 5 del Código 
Fiscal de la Federación que determina que: "Las disposiciones fiscales que 
establezcan cargas a los particulares y las que señalan excepciones a las mismas, así 
como las que fijan infracciones y sanciones, son de aplicación estricta. Se consideran 
que establecen cargas a los particulares las normas que se refieren al sujeto, objeto, 
base, tasa o tarifa."2 
Los autores que consideran que las obligaciones que deben de estar en 
ley son las que establecen cargas a los particulares de acuerdo con el Código Fiscal de 
la Federación , están equivocados ya que el legislador establece una diferencia entre 
las disposiciones fiscales con el fin de aclarar que las que establezcan cargas a los 
particulares serán de aplicación estricta, en cambio las demás disposiciones fiscales se 
interpretarán aplicando cualquier método de interpretación jurídica. Pero esto no nos 
autoriza a pensar que únicamente los preceptos que establecen cargas deben estar en 
Ley, ya que eso implicaría que las normas de procedimiento por ejemplo no tendrían 
que estar forzosamente en ley por no establecer cargas sustantivas a los particulares. 
El artículo 31 fracción IV de la Constitución es claro al establecer que 
se contribuirá al gasto público de la manera que lo dispongan las leves, así que puede 
haber un gran número de disposiciones que sin establecer cargas a los particulares de 
acuerdo con el artículo 5 del C.F.F. establezcan la manera de contribuir al gasto 
público v por lo mismo deberían de estar en la lev. 
Para reforzar lo anterior, se puede citar el último párrafo del artículo 5 
del C.F.F. que señala que para la interpretación de las disposiciones fiscales que no 
establecen cargas a los particulares se podrá utilizar cualquier método de 
interpretación jurídica y que a falta de norma fiscal expresa se aplicarán 
supletoriamente las disposiciones del derecho común cuando su aplicación no sea 
contraria a la naturaleza propia del derecho fiscal. Con la cual se confirma el criterio 
de que aun estas disposiciones que no establecen cargas deberían de estar en ley, si no 
en leyes de derecho fiscal, sí en leyes de derecho Común, pero deben de constar en 
ley, ya que de lo contrario se estaría violando el art. 31 fracc. IV de la Constitución. 
Código Fiscal de la Federación. 
Es importante incluir en este tema, lo que el Dr. Ignacio Burgoa explica 
cuando se refiere al principio de legalidad en relación con la garantía de 
fundamentación y motivación. 
"La fundamentación legal, consiste en que los actos que originen la 
molestia de que habla el artículo 16 constitucional, deben basarse en una disposición 
normativa general, es decir, que ésta prevea la situación concreta para la cual sea 
procedente realizar el acto de autoridad, que exista una ley que lo autorice. La 
fundamentación legal de todo acto autoritario, no es sino una consecuencia directa del 
principio de legalidad que consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la 
ley les permite, principio que ha sido acogido por la jurisprudencia de la Suprema 
Corte. Es más, conforme también a lo establecido por nuestro máximo tribunal, las 
autoridades deben gozar de facultades expresas para actuar, o sea, que la permisión 
legal para desempeñar determinado acto de su incumbencia no debe derivarse o 
presumirse mediante la inferencia de una atribución clara y precisa."3 
La Suprema Corte, en distintas ejecutorias de la Segunda Sala ha 
sostenido con relación a este tema lo sig.: 
" Cuando el artículo 16 de nuestra Ley Suprema previene que nadie 
puede ser molestado en su persona, sino en virtud de mandamiento escrito de 
autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está 
exigiendo a las autoridades no simplemente que se apeguen, según criterio escondido 
en la conciencia de ellas, a una ley, sin que se conozca de que ley se trata y los 
preceptos de ella, que sirvan de apoyo al mandamiento relativo de las propias 
autoridades, pues esto ni remotamente constituiría garantía para el particular. Por lo 
contrario, lo que dicho artículo les está exigiendo es que citen la ley y los preceptos de 
ella en que se apoyen, ya que se trata de que justifiquen legalmente sus proveídos 
haciendo ver que no son arbitrarios. Forma de justificación tanto más necesaria, 
cuanto que dentro de nuestro régimen constitucional las autoridades no tienen más 
facultades que las que expresamente les atribuye la ley."4 
3 Ignacio Burgoa. "Las Garantías Individuales". P. 596 
4 Amparo en revisión 1,259/59 , Octavio Ramos E. y coags. 10 de agosto de 1959. 
Unanimidad de cuatro votos Ponente: José Rivera P.C. Tomo XXVI, Segunda Sala, págs. 13 y 
14. Sexta Época. 
"El artículo 16 constitucional impone la obligación a las autoridades de 
fundar y motivar expresamente su resolución, por lo que no es bastante para cumplir 
con esa obligación el que las autoridades citen globalmente un cuerpo de ley, ya que 
esta forma de proceder obligaría a los interesados a adivinar cuál fue el precepto 
expreso de esa ley en que pretendieron fundarse las autoridades, lo que traería como 
consecuencia la deficiencia en la defensa del interesado."3 
En cuanto a la motivación Burgoa señala que: "La motivación de la 
causa legal del procedimiento implica que, existiendo una norma jurídica , el caso o 
situación concretos respecto de los que se pretende cometer el acto autoritario de 
molestia, sean aquellos a que alude la disposición legal fundatoria, este es el concepto 
de motivación empleado en el artículo 16 constitucional indica que las circunstancias 
y modalidades del caso particular encuadren dentro del marco general correspondiente 
establecido por la ley." 
"La motivación legal implica, pues, la necesaria adecuación que debe 
hacer la autoridad entre la norma general fundatoria del acto de molestia y el caso 
específico en el que éste va a operar o surtir sus efectos. Sin dicha adecuación, se 
violaría por ende, la citada sub-garantía que, con la de fundamentación legal, integra 
la de legalidad." 
"Ambas condiciones de validez constitucional del acto de molestia (Es 
decir la fundamentación y la motivación.) deben necesariamente concurrir en el caso 
concreto para que aquél no implique una violación a la garantía de legalidad 
consagrada por el artículo 16 de la Ley Suprema, es decir, que no basta que haya una 
ley que autorice la orden o ejecución del o de los actos autoritarios de perturbación , 
sino que es preciso inaplazablemente que el caso concreto hacia el cual éstos vayan a 
surtir sus efectos esté comprendido dentro de las disposiciones relativas a la norma, 
invocadas por la autoridad. Por consiguiente, razonando a contrario sensu, se 
configurará la contravención al artículo 16 constitucional a través de dicha garantía , 
cuando el acto de molestia no se apoye en ninguna ley (falta de fundamentación) o en 
el caso de que, existiendo ésta, la situación concreta respecto a la que se realice dicho 
acto de autoridad, no esté comprendida dentro de la disposición general invocada 
(falta de motivación)."6 
Amparo en revisión 183/58, Ludwig Bachmann. 8 de Septiembre de 1958. Unanimidad 
le 4 votos. Ponente José Fivera P.C. Tomo XV, Segunda Sala, pág. 16. Sexta Epoca. 
Ignacio Burgoa. "Las Garantios Individuales. "P. 598 y 601. 
Con relación a esto son aplicables los siguientes criterios 
jurisprudenciales, sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 
" Las autoridades administrativas no tienen más facultades que las que 
expresamente les conceden las leves, y cuando dictan alguna determinación que no 
está debidamente fundada y motivada en alguna ley, debe estimarse que es violatoria 
de las garantías consignadas en el artículo 16 constitucional."7 
"Las autoridades administrativas, por una parte, sólo pueden hacer lo 
que la ley les permite, y por otra la sola existencia de una ley que no há sido 
debidamente aplicada y citada en el acto administrativo que se reclame, no le da a éste 
el carácter de constitucional, por lo que si no se le señala expresamente como 
fundamento del acto , éste es inconstitucional, aunque la autoridad respectiva alegue: 
que por tratarse del cumplimiento de leyes de orden público, la simple omisión de una 
cita legal de una disposición administrativa, que tiene su apoyo en preceptos legales 
permanentes, no puede ser causa para que se perjudique el interés público."8 
Con lo expuesto hasta el momento, es posible llegar a la conclusión de 
que las obligaciones fiscales deben de estar en lev va que de lo contrario se estarían 
violando diversos artículos de la Constitución, concretamente los artículos 14. 16 y 31 
fracc. IV que consagran el principio de legalidad v que en pocas palabras significa 
que las autoridades sólo pueden hacer lo que la lev expresamente les faculta, es decir, 
que la ley es para el actuar de la autoridad condición y límite. Condición porque sin 
una ley que la respalde la autoridad no puede obrar legalmente y límite porque en la 
misma ley se establece en qué casos únicamente la autoridad puede obrar de tal o cual 
manera, y si la autoridad actúa fuera de los supuestos previstos por el legislador, 
estará actuando ilegalmente, violando la garantía de legalidad. 
Dicha garantía de legalidad tiene una excepción establecida 
constitucionalmente en el artículo 131. según el cual: " El Ejecutivo podrá ser 
facultado por el Congreso de la Unión para aumentar disminuir y suprimir las cuotas 
de las tarifas de exportación e importación, expedidas por el propio Congreso, y para 
crear otras, así como para restringir y prohibir las importaciones, las exportaciones y 
Semanario Judicial de la Federación, tomo XXIX, pág. 669. 
Semanario Judicial de la Federación, tomo LXXI, pág. 5,812. 
el tránsito de productos, artículos y efectos , cuando lo estime urgente , a fin de 
regular el comercio exterior, la economía del país , la estabilidad de la producción 
nacional o de realizar cualquier otro propósito en beneficio del país. El propio 
Ejecutivo al enviar al Congreso el Presupuesto de cada año, someterá a su aprobación 
el uso que hubiere hecho de la facultad concedida." 
Esta facultad del Ejecutivo representa una excepción al principio de 
legalidad y al sistema de la división de poderes, siendo introducida en la Constitución 
en diciembre de 1950 mediante reforma que se justificó por poderosas razones de 
política económica que hicieron indispensable la misma para defender la economía 
nacional de las fluctuaciones de precios en el comercio exterior. 
Ésta es la única excepción constitucional al principio de la legalidad, en 
materia fiscal, por lo tanto no debe existir ninguna otra excepción a dicho principio. 
¿Por qué se hace tanto hincapié en que las obligaciones fiscales deben 
estar en ley? Porque vivimos en un Estado de Derecho en el que todos sus integrantes, 
hasta el Estado mismo, nos encontramos subordinados al orden jurídico lo cual nos 
brinda seguridad jurídica e impide el abuso de la autoridad frente a los gobernados, 
además porque el Estado requiere para su supervivencia de recursos de sus 
gobernados para poder así satisfacer el gasto público y alcanzar el bien común, pero la 
forma de extraer dichos recursos de los particulares aunque sea para el gasto público, 
no es agradable para el contribuyente de ninguna parte del mundo ya que implica el 
despojarlo de parte de su riqueza, por lo que para alcanzar una convivencia pacífica es 
necesario que el contribuyente sepa de antemano la manera en que deberá de 
contribuir al gasto público, y que esa manera de contribuir fue la elegida por los 
legisladores nombrados por la mayoría de los contribuyentes mediante el sufragio, de 
esta forma se otorga al contribuyente una seguridad jurídica que le hace menos 
incómodo el pago de sus contribuciones. 
Con lo anterior no se pretende decir que respetando el principio de 
legalidad se hará cómodo y agradable para el contribuyente el pago de sus impuestos 
ya que esto requiere de una cultura fiscal que en México no se tiene y, que no se 
tendrá hasta que el contribuyente confíe en que sus gobernantes saben administrar 
debidamente los recursos que obtienen para el gasto público, lo cual definitivamente 
se debe de reflejar en indicadores del gasto público como carreteras, escuelas, 
hospitales, etc. Pero para generar esa cultura fiscal a la que me refiero, es 
imprescindible entre otras cosas otorgarle al contribuyente seguridad jurídica en el 
pago de sus contribuciones y eso sólo se puede hacer mediante el respeto a la 
Garantía de Legalidad. 
1.1. ;Oué es una lev? 
En el tema anterior se comentó sobre el principio de legalidad 
consagrado en la Constitución y se explicó que consistía en la obligación que tienen 
las autoridades de actuar bajo la ley, lo que implica que toda actividad de la autoridad 
para que pueda ser válida legalmente, requiere estar prevista por la ley y debe 
aplicarse únicamente para los casos previstos por la misma ley. 
Por lo tanto es de suma importancia para poder acabar de entender el 
principio de legalidad que se tenga un concepto claro de lo que se debe entender por 
ley. 
"En el Diccionario de Derecho del Lic. Rafael de Pina se define a la 
palabra Ley como una norma jurídica obligatoria y general dictada por legítimo poder 
para regular la conducta de los hombres o para establecer los órganos necesarios para 
el cumplimiento de sus fines. La ley es obra de un órgano legislativo y como tal tiene 
por fuente la voluntad mayoritaria de dicho órgano, pues raramente es aprobada por 
unanimidad. 
La Ley es la expresión o el resultado de la voluntad mayoritaria de las 
Cámaras Legislativas, o de un órgano de poder centralizado en una persona o en un 
organismo integrado por un corto número de personas, respecto a la ordenación de la 
conducta humana a la constitución de órganos o instituciones necesarios para el. 
desenvolvimiento de la vida individual o social. 
Los caracteres que los tratadistas atribuyen a la ley son: la generalidad, 
la obligatoriedad y la irretroactividad. 
1) La generalidad de la ley es una característica esencial de la norma 
jurídica. Generalidad equivale a aplicabilidad a cuantas personas se encuentren en un 
supuesto determinado. 
La ley no mira al individuo sino a la comunidad. No se da para 
individuos determinados ; el objeto de la ley como norma de conducta humana, es 
regirla pero no considerándola como una actividad aislada sino en conexión con 
otras, para señalar, de modo general, la esfera de lo lícito y de lo ilícito. 
2) La ley debe cumplirse necesariamente. El incumplimiento de la ley 
como dañoso a la normalidad del orden jurídico, encuentra correctivo adecuado en la 
realización del derecho por la vía del proceso. El carácter obligatorio de la ley se 
deriva del interés social que existe en su acatamiento. 
3) Las leyes disponen para el porvenir. El pasado no es objeto de la 
actividad del legislador, sino del historiador. Este principio es admitido como general; 
pero tiene sus excepciones, en algunos casos en que al aplicarse retroactivamente no 
se cause ningún perjuicio para persona alguna."9 
La ley es el producto de una función estatal, la llamada función 
Legislativa, la cual puede ser estudiada desde un punto de vista formal y desde un 
punto de vista material. 
1.1.1. Función Formalmente Legislativa 
La función Legislativa contemplada desde un punto de vista formal, se 
puede definir como la actividad que el Estado realiza por medio del Poder Legislativo. 
Rafael de Pina. "Diccionario de Derecho", págs. 334 y 335 
En México el Poder Legislativo Federal se encuentra depositado en el 
Congreso de la Unión, compuesto por la Cámara de Diputados y de Senadores, sin 
embargo es preciso aclararse que también se considera formalmente función 
legislativa el conjunto de actos que puede realizar en forma exclusiva cada Cámara. 
(Art. 74 y 76 de la Constitución Federal.). 
"Del carácter formal del acto legislativo se deriva el principio la 
autoridad formal de la ley que significa que todas las resoluciones del Poder 
Legislativo no pueden ser derogadas, modificadas o aclaradas más que por otra 
resolución del mismo Poder y siguiendo los mismos procedimientos seguidos para la 
formación de la resolución primitiva. 
Este principio se encuentra consignado el la fracc. f) del art. 72 
Constitucional así redactada: En la interpretación reforma o derogación de las leyes o 
decretos, se observarán los mismos trámites establecidos para su formación."10 
"El punto de vista formal es insuficiente para caracterizar a la función 
legislativa, entre otras razones, por las dos siguientes: 
a) No todos los actos del Poder Legislativo pueden válidamente llamarse 
"legislativos", pues hay facultades diversas, que caen bajo de la función 
administrativa, digamos como ejemplo el caso a que alude el artículo 73, fracción I de 
la Constitución: "El Congreso tiene facultad: para admitir nuevos Estados a la Unión 
Federal." Otras facultades caen bajo el campo de la función jurisdiccional, por vía de 
ejemplo la materia de responsabilidad de los funcionarios públicos a que se refieren 
los artículos 108 y siguientes de la Constitución, el nombramiento del personal de las 
Cámaras, usar condecoraciones y otros permisos. 
b) Los otros poderes realizan actos legislativos desde el punto de vista 
orgánico, por ejemplo, cuando el Presidente de la República expide los reglamentos 
administrativos, de conformidad con la fracc. I del artículo 89 de la Constitución. 
Estos actos son formalmente administrativos, pero materialmente son actos 
legislativos con los mismos caracteres de la ley."11 
Gabino Fraga. "Derecho Administrativo", págs. 37 y 38 
Andrés Serra Rojas. "Derecho Administrativo", pág. 46. 
1.1.2. Función Materialmente Legislativa 
La función legislativa se puede apreciar desde un punto de vista material 
o sea prescindiendo de su autor y de la forma como se realiza y considerando 
solamente la naturaleza intrínseca del acto en el cual se manifiesta y que lo es la ley. 
" La ley esta constituida por una manifestación de voluntad encaminada 
a producir un efecto de derecho. ...La ley desde un punto de vista material se 
caracteriza por ser un acto que crea, modifica o extingue una situación jurídica 
general."12 
Desde el punto de vista material se ve a la función legislativa atendiendo 
a las características intrínsecas de la ley sin tomar en cuenta al órgano que la crea por 
lo que a continuación se señalan las características de toda ley: 
n a) Es una norma de conducta, abstracta e impersonal, expedida para un 
número indeterminado de casos, que se aplica a todos los que se colocan en los 
supuestos de la ley, además regula la vida social. 
b) Es una norma general y permanente. Es un acto regla creador de 
situaciones jurídicas generales. 
c) Es una norma obligatoria. El acto legislativo es obligatorio para todos 
los que se encuentran en la situación fijada por la ley y no se refiere a un caso 
concreto o particular o privilegio porque sería una ley privativa violatoria del artículo 
13 constitucional. 
d) El acto legislativo es imperativo, ya que el Estado impone la 
obligación de someterse a la Ley y esta provisto de una sanción que son medios 
adecuados para su debido cumplimiento. El carácter imperativo de una norma deriva 
de los términos de la ley o de sus propósitos o fundamentos, como en el caso de las 
garantías individuales o de las leyes de organización. Por lo que se refiere a las leyes 
supletorias están sujetas a una condición para su aplicación. 
Gabino Fraga. "Derecho Administrativo", pág. 42. 
e) La sanción o coercibilidad ."13 
Por último es importante aclarar que existen leyes como la de Ingresos 
en las que concuiTen la generalidad y la periodicidad, con un vigor limitado a una 
anualidad y que revisten el carácter abstracto e impersonal propio del acto legislativo, 
además y para ser más precisos se podría señalar que la ley de ingresos es 
permanente por un año. 
1.1.3. Proceso de Creación de una Lev 
Para poder tener una visión clara de lo que es una Ley es importante 
señalar la forma en que constitucionalmente se regula el proceso legislativo. 
"A fin de explicar en qué consisten los diferentes momentos de tal 
proceso, tomaremos como ejemplo las diversas etapas de la formación de las leyes 
federales, de acuerdo con la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos. Las 
reglas que lo norman hállanse contendidas en los artículos 71 y 72 de la citada ley 
fundamental y 3 y 4 del Código Civil para el Distrito Federal. Los primeros se refieren 
a la iniciativa, discusión, aprobación, sanción y publicación y los últimos fijan las 
reglas para la iniciación de la vigencia. 
Son dos los poderes que en nuestro país intervienen en la elaboración de 
las leyes federales: legislativo y ejecutivo. La intervención de aquél se relaciona con 
las tres primera etapas; la de éste, con las restantes. 
A) IniciativaEs el acto por el cual determinados órganos del Estado 
someten a la consideración del Congreso un proyecto de Ley. "El derecho de iniciar 
leyes o decretos compete (Según el artículo 71 de la Constitución Federal): 
I. Al Presidente de la República; 
II. A los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, y 
III. A las Legislaturas de los Estados. 
Andrés Serra Rojas. "Derecho Administrativo", pág. 47. 
Las iniciativas presentadas por el Presidente de la República, por las 
legislaturas de los Estados, o por las diputaciones de los mismos, pasarán desde luego 
a comisión. Las que presentaren los diputados o senadores se sujetarán a los tramites 
que designe el Reglamento de Debates."14 
"La iniciativa es el primer paso en el proceso legislativo de formación 
de una ley o decreto, constituye su base o piedra angular y sin ella no hay función 
legislativa. Serafín Ortiz Ramírez manifiesta que conforme a nuestro Código Político 
fundamental, la facultad de iniciar leyes o decretos corresponde únicamente al 
Presidente de la República , a los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión , así 
como a las legislaturas de los Estados, por lo cual esto indica que la evolución de la 
legislación mexicana depende únicamente de dichos funcionarios a quienes se supone 
más conocedores del medio y de las necesidades pueblo y por lo mismo, los más 
indicados para convertir esos anhelos, ya que ni la misma Suprema Corte de Justicia 
o algunos otros miembros del Poder Judicial, encargados de la aplicación de la ley en 
los casos contenciosos, pueden formular iniciativas, por estimarse que debe haber una 
completa separación entre las funciones de juez, que es el intérprete de la ley y las 
que corresponden al legislador; al respecto Felipe Tena Ramírez expresa: ¿cómo 
podría juzgar imparcialmente la Suprema Corte de la constitucionalidad de una ley, 
cuyo proyecto ella misma hubiera formulado? 
Tena Ramírez señala que dentro de nuestro sistema federal , justifícase 
que de las tres clases de funcionarios con derechos a presentar la iniciativa de mérito, 
dos corresponden al poder legislativo, o sea los miembros del Congreso General y las 
diputaciones locales de cada Estado de la República, pues su función es precisamente 
ésa, la de legislar, pero en cuanto al primer mandatario de la federación, nuestra 
Constitución lo asocia a dicha función al otorgarle la facultad de comenzar el proceso 
legislativo mediante la iniciativa , atenuándose así la división de poderes y 
reconociéndose que el Ejecutivo Federal esta en aptitud, por su conocimiento de las 
necesidades públicas, de proponer a las cámaras proyectos acertados."15 
B) Discusión Es el acto por el cual las Cámaras deliberan acerca de 
las iniciativas , a fin de determinar si deben o no ser aprobadas. "Todo proyecto de ley 
' Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, comentada, p. 283. 
Francisco Arturo Sehr oeder Cordero. "Constitución Política de ¡os Estados Unidos 
iexicanos. comentada" pág. 285. 
o decreto, cuya resolución no sea exclusiva de alguna de las Cámaras, se discutirá 
sucesivamente en ambas, observándose el Reglamento de Debates sobre la forma , 
intervalos y modo de proceder en las discusiones y votaciones. "(Primer párrafo del 
artículo 72 de la Constitución) 
" La formación de las leyes o decretos puede comenzar indistintamente 
en cualquiera de las dos Cámaras, con excepción de los proyectos que versaren sobre 
empréstitos, contribuciones o impuestos, o sobre reclutamiento de tropas , todos los 
cuales deberán discutirse primero en la Cámara de Diputados " (Fracc. H del artículo 
72 constitucional). 
A la Cámara en donde inicialmente se discute un proyecto de ley suele 
llamársele Cámara de origen; a la otra se le da el calificativo de revisora. 
C) Aprobación .- Es el acto por el cual las Cámaras aceptan un 
proyecto de ley. La aprobación puede ser total o parcial. 
D) Sanción .- Se da este nombre a la aceptación de una iniciativa por el 
Poder Ejecutivo. La Sanción debe ser posterior a la aprobación del proyecto por las 
Cámaras. 
El Presidente de la República puede negar su sanción a un proyecto ya 
admitido por el Congreso (Derecho de veto). Esta facultad no es absoluta. 
E) Publicación .- Es el acto por el cual la ley ya aprobada y sancionada 
se da a conocer a quienes deben cumplirla. La publicación se hace en el llamado 
Diario Oficial de la Federación. 
F) Iniciación de ¡a Vigencia .- En México existen dos sistemas de 
iniciación de la vigencia: el sucesivo y el sincrónico. 
Sistema Sucesivo.- La ley entra en vigor al tercer día después de su 
publicación y en los lugares distintos a los que se publique el Diario Oficial se dará 
además un día por cada cuarenta kilómetros de distancia o fracción que exceda de la 
mitad. 
Sistema Sincrónico.- Se presenta cuando la ley señala expresamente la 
fecha a partir de la cual entrará en vigor."16 
Eduardo García Maynez. "Introducción al Estudio del Derecho", págs. 53 a 60. 
Una vez expuesto lo anterior podemos decir que a la pregunta de ¿Qué 
es la Ley? no se le puede responder de una sola forma ya que depende desde que 
punto de vista se vea. 
En principio una Lev es toda aquella manifestación de voluntad general, 
abstracta, impersonal e imperativa, que tiene por objeto crear, modificar o extinguir 
situaciones jurídicas generalmente futuras. Dicha manifestación de voluntad debe de 
provenir del Poder Legislativo v debe de manifestarse de acuerdo al procedimiento 
legislativo previsto por la Constitución. 
La definición anterior corresponde a una verdadera ley, ya que lo es 
desde el punto de vista formal y material. Las definiciones de ley que parten de un 
punto de vista sea formal o material son definiciones parciales, que se han establecido 
más que nada por la doctrina, para poder explicar el fenómeno de las excepciones en 
el principio de la división de poderes. 
La definición de Lev desde un punto de vista formal podrá ser, todo acto 
emanado del Poder Legislativo. 
En cambio la Definición de Ley desde un punto de vista material sería la 
de toda manifestación de voluntad tendiente a crear modificar o extinguir situaciones 
jurídicas, generales, abstractas, impersonales e imperativas, 
El tener bien claros estos conceptos, es imprescindible para continuar 
con la presente investigación, ya que servirán de herramientas valiosas para el estudio 
de las resoluciones de carácter general, tal y como le veremos más adelante. 
1.2. ;Oué es un Reglamento? 
El Reglamento es una norma o conjunto de normas jurídicas de carácter 
general, abstracto e impersonal que expide el titular del Poder Ejecutivo v que tienen 
por objeto facilitar la exacta observancia de las leves expedidas por el Poder 
Legislativo. 
"La atribución de la facultad reglamentaria al Poder Ejecutivo se 
justifica desde el punto de vista práctico por la necesidad de aligerar la tarea del Poder 
Legislativo relevándolo de la necesidad de desarrollar y completar en detalle las leyes 
para facilitar su mejor ejecución , teniendo en cuenta que el Ejecutivo está en mejores 
condiciones de hacer ese desarrollo puesío que se encuentra en contacto más íntimo 
con el medio en el cual va a ser aplicada la Ley. Además, existiendo mayores 
facilidades para la modificación de los reglamentos , el uso de la facultad 
reglamentaria permite que la legislación se pueda ir adaptando oportunamente a las 
circunstancias cambiantes en que tiene que ser aplicada, adaptación que no sería 
posible si dependiera del Poder Legislativo ya que éste tiene procedimientos más 
complicados y periodos reducidos de funcionamiento."17 
"La Doctrina ha estimado al Reglamento como simple norma 
complementaria de una Ley. En otras palabras se acepta que no tiene la jerarquía de la 
Ley y sólo requiere de la intervención del titular del Poder Ejecutivo para su vigencia 
y eficacia legal Al Reglamento debe vérsele como consecuencia del principio de 
división de poderes, si se toma en cuenta que al Poder Legislativo corresponde dictar 
leyes y al Poder Ejecutivo ejecutarlas, Es precisamente en atención a su ejecución que 
corresponde a éste último el decidir sobre las diversas formas de observancia que 
puedan contemplarse en la ley, pues la autoridad formal de ésta se circunscribe a la 
simple enunciación de la norma a seguir, más no a la forma de seguirla y a los medios 
de que se vale el Estado para proveer a su cumplimiento."18 
En cuanto al planteamiento de ¿Qué artículo sirve de fundamento al 
Reglamento? Nos encontramos con varias opiniones ya que hay quienes dicen que 
dicha facultad del Presidente de la República se desprende sin lugar a dudas del 
artículo 89 fracc. I de la Constitución al establecer que: 
"89. Las facultades y obligaciones del Presidente son las siguientes: 
I. Promulgar y Ejecutar las leyes del Congreso de la Unión, 
proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia; "19 
Gabino Fraga. "Derecho Administrativo", págs. 104 y 105. 
1 Santiago Barajas Montes de Oca. "Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
comentada, pág. 379. 
9 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Gabino Fraga señala que: "En dicha fracción se encuentran tres 
facultades : a) La de promulgar las leyes que expida el congreso de la Unión; b) 
Ejecutarlas, y c) La de proveer en la esfera administrativa a su exacta observancia. 
Estando perfectamente definidos los conceptos de promulgación y ejecución, queda 
como una nueva facultad para el Ejecutivo la de proveer en la esfera administrativa a 
la exacta observancia de las leyes. Está facultad significa la competencia para la 
realización de los actos administrativos que faciliten la ejecución pero que no son la 
ejecución misma , y no puede serlo porque esta última queda ya comprendida en el 
segundo concepto de la fracción."20 
Al respecto Serra Rojas comenta discrepando con el criterio de Gabino 
Fraga que "La facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo no es sino una fase de 
ejecución de las leyes. La esfera administrativa que se señala no sirve más que para 
delimitar la competencia del Presidente con relación a las leyes. "21 
En opinión de Serra Rojas no se requiere un texto expreso en la 
Constitución para ejercer la facultad reglamentaria. El texto concepto de ejecución de 
las leyes sería ineficaz, sin la facultad de expedir reglamentos. (La Constitución de los 
Estados Unidos de Norteamérica, no contiene la facultad reglamentaria pero ella es 
reconocida por la jurisprudencia.) En nuestro sistema Constitucional, según Serra, el 
Presidente ejerce la facultad reglamentaria no por delegación del Poder Legislativo, 
sino en el ejercicio de sus propias facultades, que implican la realización de órdenes y 
mandatos administrativos. 
En lo personal no estoy de acuerdo con lo expresado por Serra Rojas, ya 
que la facultad reglamentaria debe desprenderse de la Constitución, no por la 
circunstancia de que en la Constitución Norteamericana no se exprese dicha facultad 
quiere decir que en México no deba de puntualizarse dicha facultad del Ejecutivo en 
la Carta Magna, sobre todo tratándose de una facultad que invade la esfera del Poder 
Legislativo, 
Por lo anterior comparto la opinión de el maestro Tena Ramírez quien 
señala que: "Tal como esta redactada esta fracción I del Artículo 89 de ejecutar las 
leyes proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia , significa que 
se trata de una única facultad (Ejecutar leyes) pues el resto de la expresión no 
consigna sino el modo como debe hacerse uso de dicha facultad proveyendo en la 
esfera administrativa» a su exacta observancia. La importancia de la facultad 
Gabino Fraga, op.cit. pág. 110. 
Andrés Serra Rojas. "Derecho Administrativo".pág. 190. 
reglamentaria, la necesidad de contar con ella en un régimen constitucional, han 
inclinado a la jurisprudencia a justificarla , hasta el punto de que ya nadie la discute. 
De esta suerte ha crecido fuera de la Constitución, aunque sin contrariarla, una 
institución de derecho consuetudinario, que viene a llenar el vacío que 
inexplicablemente dejaron los constituyentes del 57 y del 17. "Hoy en día es el 
precedente y no el texto el que justifica la facultad reglamentaria."22 
Definitivamente se reconoce dicha facultad de expedir reglamentos en el 
Presidente de la República, especialmente cuando vemos además del art. 89 fracc. I el 
artículo 92 constitucional que señala que "Todos los Reglamentos, Decretos, 
Acuerdos y Órdenes del Presidente deberán estar firmados por el Secretario de 
Estado, o Jefe de Departamento Administrativo a que el asunto corresponda, y sin este 
requisito no serán obedecidos." 
La facultad reglamentaria del Presidente de la República no se 
desprende claramente de la Constitución sino que es necesaria una labor de 
interpretación, en la que se relacione el art. 89 fracc. I con el articulo 92 
constitucionales y además se relacionen con las Constituciones anteriores las cuales si 
se referían expresamente a la facultad reglamentaria a excepción de la del 57 que es 
igual a la actual en la redacción de la citada fracc. I. 
El Reglamento, es una disposición formalmente administrativa pero 
materialmente legislativa ya que es general, abstracto y sancionado por el poder 
público, es pues un acto objetivamente legislativo que si se atribuye excepcionalmente 
al Ejecutivo es porque la exacta observancia de la Ley requiere la determinación de 
numerosos detalles, que sólo pueden conocerse mejor por el Ejecutivo, además la ley 
propiamente dicha no puede ajustarse rápidamente a las vicisitudes cambiantes de la 
práctica con la misma facilidad del reglamento. 
"Por ser materialmente legislativa, la facultad reglamentaria constituye 
una excepción al principio de separación de Poderes. Subordinado y todo a la 
voluntad del legislador contenida en la ley, el reglamento no obstante es prolongación 
de la misma ley y participa de la naturaleza de ésta. La excepción de que hablamos se 
estableció por la Constitución en favor exclusivamente del Presidente de la República, 
nunca de los secretarios de Estado, ni de ningún otro órgano dependiente del 
Ejecutivo. Ni siquiera la misma lev puede delegar en nadie la facultad reglamentaria 
que corresponde al Presidente, pues en tal caso la ley usurparía el lugar de la 
Constitución al ampliar la excepción a casos no señalados en aquélla. Así lo ha 
Felipe Tena Ramirez, "Derecho Constitucional Mexicano", pág. 467 
resuelto la Suprema Corte de Justicia en ejecutoria pronunciada en el mes de 
Noviembre de 1942 en el Amparo 6303/42/1. 
Tampoco podría el Congreso asumir por sí mismo la facultad 
reglamentaria , despojando al Ejecutivo de lo que constitucionalmente le pertenece. Y 
es que el reglamento tiene la doble característica de ser un acto materialmente 
legislativo y formalmente ejecutivo; suprímase su naturaleza legislativa, o quítesele 
como atribución del Ejecutivo, y el acto no será reglamento, sino acto meramente 
administrativo en un caso y ley en el otro. 
El contenido más o menos amplio de la ley en relación con el 
reglamento, no puede ser determinado en teoría. Hay leyes nada prolijas que sólo 
trazan direcciones generales, encomendando así al reglamento la parte principal de la 
ordenación."23 
Con relación a lo anterior es importante señalar que "hay dos principios 
que sirven de norma para determinar los casos en que no debe de intervenir la facultad 
reglamentaria, lográndose por medio de ellos hacer una diferencia entre el contenido 
de sus disposiciones y el de las leyes emanadas del Poder Legislativo. 
Un primer principio es el de la preferencia de la lev, que consiste en que 
las disposiciones contenidas en una lev de carácter formal, no pueden ser modificadas 
por un reglamento. Este es un principio basado en el Inciso f) del artículo 72 de la 
Constitución, según el cual en la interpretación reforma o derogación de las leyes o 
decretos, se observarán los mismos trámites establecidos para su formación. 
El segundo principio es el denominado de la reserva de lev, que consiste 
en que, conforme a la Constitución, hay materias que sólo pueden ser reguladas por 
una lev. La reglamentación de las garantías individuales sólo puede hacerse, salvo 
casos excepcionales, por medio de una ley en el sentido formal. Además en otros 
preceptos de la Constitución , hay materias que sólo pueden ser reguladas por una ley, 
para imponer contribuciones y penas, para organizar la guardia nacional, etc. En todos 
estos casos la Constitución emplea términos claros, y al prevenir que por medio de 
una ley se regule la materia, debe entenderse una ley en el sentido formal2 4 , es decir 




Felipe Tena Ramírez. Op. cit. págs. 468 y 469 
y material. 
Gabino Fraga, Op. cit. pág. 107. 
Con todo lo expuesto en este tema, se puede entender qué es el 
Reglamento, cuál es su fundamento, sus limitaciones, etc. lo cual nos será de gran 
utilidad al momento de entrar de lleno al estudio de las reglas de carácter general, 
igualmente importante será tener claro el concepto de decreto, acuerdo y circular, 
conceptos éstos del derecho administrativo que debemos de conocer para efectos de la 
presente investigación. 
1.3. Decretos. Acuerdos v Circulares. 
El artículo 92 de la Constitución se refiere a que los Reglamentos, 
Decretos, acuerdos y ordenes del Presidente, deberán de ser firmados por el Secretario 
de Estado o Jefe del Departamento Administrativo a que el asunto corresponda. 
Con lo expuesto anteriormente, debemos tener una idea de lo que es el 
reglamento, pero ¿Qué son los demás conceptos a los que se refiere el artículo en 
comento? 
DECRETO 
Pues bien Decreto es una resolución de interés común destinada a la 
regulación de casos concretos, en determinado tiempo o lugar, así como a la actividad 
desarrollada por corporaciones, establecimientos o personas, que no constituye una 
ley, (pero que crea situaciones jurídicas) sino otro tipo de decisiones distintas a la Ley 
pero que igualmente pueden provenir de un Poder Legislativo que de un Poder 
Ejecutivo. 
Serra dice que el Decreto es una decisión administrativa que crea una 
situación jurídica, concreta o individual. 
ACUERDOS 
"Los acuerdos ú ordenes del Presidente, integran unos y otras un 
diferente sector de decisiones mediante las cuales el titular de un órgano ordena a uno 
inferior la realización de determinada actividad o función, o le dicta instrucciones 
destinadas, por regla general, a dar eficacia al servicio público. Los objetivos de los 
acuerdos o decisiones presidenciales son: 
1) Hacer una correcta interpretación de las leyes u otras disposiciones 
legales como pueden ser los reglamentos o decretos; 
2) Cumplir con rigor constitucional, las leyes dictada por el Congreso, 
por entrañar órdenes del más alto rango político; 
3) Resolver asuntos internos de la administración pública destinados a 
reforzar el principio de buen gobierno, y 
4) Adoptar las resoluciones legales que en un caso específico, procedan, 
de conformidad con la competencia de la que disponga el órgano de la administración 
, sin excederse de los lineamiento de poder que le hayan sido señalados."26 
CIRCULARES 
"Las Circulares son explicaciones dirigidas a los funcionarios. 
principios técnicos o prácticos que aseguran el buen funcionamiento de la 
organización administrativa."27 
El anterior Código Fiscal de la Federación señalaba en su artículo 82 
que los funcionarios fiscales podrán expedir circulares para dar a conocer a las 
diversas dependencias el criterio de la autoridad superior que deberán seguirse en 
cuanto a la aplicación de las normas tributarias y que de dichas circulares no nacen 
obligaciones y derechos para los particulares. 
Santiago Barajas Montes de Oca. Constitución Política de los listados Unidos Mexicanos 
comentada, pág. 381. 
Gabino Fraga. Op. cit. pág. 114 
"Se llama circular a una comunicación dirigida por una autoridad 
superior a una inferior sobre el mismo tema y con el mismo propósito. Este es el 
procedimiento empleado por las autoridades superiores para transmitir a las inferiores 
. sus instrucciones v decisiones. Las Circulares tienen el carácter de abstractas, 
obligatorias para los subordinados, sin tener las características del reglamento. Para 
los particulares tienen valor, si ellas se ajustan a la ley o a su correcta interpretación y 
siempre que de alguna manera no les afecte, ocasionándoles un perjuicio . En este 
caso la circular puede ser impugnada ante el superior jerárquico o recurriendo a las 
autoridades judiciales federales, cuando impliquen un principio de aplicación. 
Se acostumbra que las circulares expresen el criterio jurídico o 
interpretación que un órgano administrativo formula en textos oscuros o dudosos 
sobre la legislación que aplica. 
Las instrucciones son órdenes precisas que los superiores dan a las 
autoridades inferiores para que actúen en sus términos. La instrucción frecuentemente 
se refiere a un asunto o grupos de asuntos parcialmente considerados, en tanto que la 
circular es de carácter más general."28 
En cuanto a este tema de las circulares, nuestro actual Código Fiscal de 
la Federación se refiere a ellas de una forma distinta a como lo hacía en el artículo 82 
del anterior Código al señalar ahora en su artículo 35 que "Los funcionarios fiscales 
facultados debidamente, podrán dar a conocer a las diversas dependencias el criterio 
que deberán seguir en cuanto a la aplicación de las disposiciones fiscales, sin que por 
ello nazcan obligaciones para los particulares v únicamente derivarán derechos de los 
mismos cuando se publiquen en el Diario Oficial de la Federación. "29 
En la compilación de jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación de 1975 se encuentra la tesis jurisprudencial número 352, en la pág. 534, 
bajo el Rubro "V.- CIRCULARES. NO SON LEYES.- Las circulares no pueden ser 
tenidas como ley, y los actos de autoridad que se funden en aquéllas, importan una 
violación de los artículos 14 y 16 constitucionales." 
Andrés Serra Rojas. "Derecho Administrativo" págs. 201 y 202. 
Código Fiscal de la Federación. 
2. REGLAS DE CARÁCTER GENERAL 
En este tema trataremos de identificar las distintas clases de Reglas de 
Carácter General que publicó la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para 1995, 
asimismo la terminología con la que se les conoce y analizaremos su fundamento, 
para que con esta información y con los datos que se estudiaron en los temas 
anteriores, sea posible elaborar una definición de las Reglas de Carácter General. 
2.1. Clases de Reglas de Carácter General 
Existen tres clases de Reglas de Carácter General, que se clasifican 
atendiendo a el tema del que se ocupan: 
1) Las aplicables a los impuestos y derechos federales, excepto a los 
relacionados con el comercio exterior. (Publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 31 de Marzo de 1995), 
2) Las relacionadas con el comercio exterior. (Publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación el 31 de Marzo de 1995), y 
3) Las resoluciones que otorgan facilidades administrativas a los 
sectores de contribuyentes que en la misma se señalan. (Publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 28 de abril de 1995). 
Hasta 1993 se publicaron juntas las dos primeras, no fue hasta 1994 
cuando se publicaron en forma separada las aplicables al comercio exterior de las no 
aplicables al comercio exterior. En cuanto a las que otorgan facilidades 
administrativas éstas siempre se han publicado aparte. 
2.2. Terminología 
A las Reglas de Carácter General se les ha denominado de distintas 
formas toda vez que su nombre es algo extenso, así que por ejemplo a la Reglas de 
Carácter General que Otorgan Facilidades Administrativas al Sector de 
Contribuyentes que en la misma se Señalan, comúnmente se les llama "Facilidades 
Administrativas". 
Por otra parte a las Reglas de Carácter General Aplicables a los 
Impuestos y Derechos Federales, excepto a los Relacionados con el Comercio 
Exterior, se les llama "Reglas Generales" o más comúnmente, "Resolución 
Miscelánea" o "Miscelánea Fiscal", posiblemente porque en un conjunto de reglas es 
posible encontrar disposiciones que se refieren a diversas leyes y diversos temas, 
como por ejemplo al Código Fiscal de la Federación, Ley del Impuesto Sobre la 
Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado, de los Derechos, de la Contribución de 
Mejoras, etc. y como sabemos en una tienda miscelánea, podemos encontrar artículos 
de muy diversa naturaleza. - . 
Igualmente a las Reglas de Carácter General Relacionadas con el 
Comercio Exterior, comúnmente se les conoce como Miscelánea de Comercio 
Exterior, por la misma razón expuesta en el párrafo anterior. 
2.3. Fundamento de las Reglas de Carácter General 
Las Reglas de Carácter General, como acto de autoridad que son; deben 
de tener su fundamento en la Ley, ya que de acuerdo con el principio de legalidad la 
autoridad sólo puede hacer lo que la ley le permita. 
Así las cosas y para continuar con la presente investigación, a 
continuación se expone la Fundamentación y los Considerandos que la Autoridad 
expuso al publicar cada tipo o clase de Reglas de Carácter General para el Ejercicio 
de 1995. 
En primer término tenemos que en el Diario Oficial de la Federación de 
fecha 31 de Marzo de 1995 al publicarse la Resolución que establece para 1995 reglas 
de carácter general aplicables a los impuestos y derechos federales, excepto a los 
relacionados con el comercio exterior, se expresa lo siguiente: 
"Con fundamento en los artículos 16 y 31 de la Ley Orgánica de la' 
Administración Pública Federal y 33, fracción I, inciso g) del Código Fiscal de la 
Federación, y 
CONSIDERANDO 
Que es conveniente facilitar a los contribuyentes y demás obligados por 
¡as leyes fiscales el conocimiento de las resoluciones de las autoridades que 
establecen disposiciones administrativas de carácter general. 
Que por ello las leyes fiscales facultan a la Secretaría a publicar 
anualmente dichas resoluciones , agrupándolas por materias y por contribuciones 
para simplificar su aplicación , por ¡o que he tenido a bien expedir ¡a siguiente 
Resolución que establece para 1995, Reglas de Carácter General aplicables a los 
impuestos y derechos federales, excepto a los relacionados con el comercio exterior". 
Por otra parte el mismo Diario Oficial de la Federación de fecha 31 de 
Marzo de 1995, al publicar la Resolución de establece para 1995 Reglas fiscales de 
carácter general relacionadas con el comercio exterior, establece: 
"Con fundamento en los artículos 16 y 31 de la Ley Orgánica de ¡a 
Administración Pública Federal; I y 116, fracc. XXV de la Ley Aduanera y 33 fracc. 
I, inciso g) del Código Fiscal de la Federación. 
CONSIDERANDO 
Que en virtud de que las reglas fiscales en materia de comercio exterior 
requieren ser actualizadas de manera constante por la dinámica propia de esta 
actividad. 
Que en atención a que estas reglas generales están dirigidas a un sector 
muy especializado de contribuyentes , además de que sus efectos son inmediatos, se 
considera conveniente mantenerlas separadas de las otras reglas de carácter general 
aplicables a los impuestos interiores, por lo que he tenido a bien expedir la siguiente 
Resolución que establece para 1995 Reglas fiscales de carácter general relacionada 
con el comercio exterior." 
Por último, en cuanto a la Resolución que otorga facilidades 
administrativas a los sectores de contribuyentes que en la misma se señalan, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación del 28 de abril de 1995, se establece lo siguiente: 
"Con fundamento en los artículos 16 y 31 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, 33 fracción I inciso g) del Código Fiscal de la 
Federación, 5o. de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 
1995, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 28 de diciembre de 1994, y 
6o. fracciones XXXIVy XXXV del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, y 
CONSIDERANDO 
Que desde 1990 la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con 
fundamento en las facultades que le fueron conferidas por el Congreso de la Unión, y 
con base en la problemática expuesta por los diferentes sectores de contribuyentes 
del Régimen Simplificado, ha concedido a los mismos diversas facilidades 
administrativas, a fin de que cumplan adecuadamente con sus obligaciones fiscales. 
Que para mayor claridad y comprensión de las facilidades 
administrativas que se han otorgado a estos sectores de contribuyentes, se consideró 
conveniente darlas a conocer a partir del año de 1991 a través de a Resolución que 
Otorga Facilidades Administrativas a los Sectores de Contribuyentes que en la misma 
se señalan; y que las correspondientes a 1993, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación del 30 de marzo de dicho año y prorrogadas por el mismo órgano 
oficial con fecha 30 de marzo de 1994, tuvieron vigencia hasta el 31 de diciembre de 
1994. 
Que resulta necesario dar a conocer a todos estos sectores de 
contribuyentes, las facilidades otorgadas para 1995, las que se conceden con 
fundamento en las facultades que el Congreso de la Unión otorga a esta Secretaría 
para el presente ejercicio, mismas que se darán a conocer a través de la presente 
Resolución. 
Que la presente Resolución contiene los tratamientos fiscales aplicables 
a todos y cada uno de los diversos sectores de contribuyentes, que la integran , 
incluyendo disposiciones contenidas en las Leyes y Reglamentos Fiscales vigentes, así 
como las facilidades administrativas que para todos y cada uno de los sectores 
involucrados autoriza la Secretaría de Hacienda y Crédito Público durante el año de 
1995. 
Que la presente Resolución al igual que las anteriores se encuentra 
dividida en Capítulos que facilitan la comprensión de los mismos y que 
corresponden a cada uno de los distintos sectores de contribuyentes que la integran. 
Que todos y cada uno de los Capítulos que la integran se encuentran 
comprendidos por las reglas aplicables a cada sector de acuerdo a las peculiaridades 
que presentan y con la actividad que cada uno de ellos desarrolla. 
Que aunado a todo lo expuesto, la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público durante el presente ejercicio publicará folletos y llevará acabo talleres, a fin 
de que estos contribuyentes mediante ejemplos prácticos y situaciones precisas , 
puedan conocer sus obligaciones fiscales y la forma de poder cumplirlas. 
Que asimismo esta Dependencia, por medio de sus servicios de 
orientación, informará y resolverá las dudas que conforme al desarrollo de sus 
actividades se presenten a los diversos sectores de contribuyentes que contempla la 
presente Resolución, a efecto de que ios mismos puedan cumplir adecuadamente con 
sus obligaciones fiscales. 
Que por los motivos antes expuestos y con fundamento en las 
disposiciones fiscales vigentes , que facultan a esta Secretaría para facilitar el 
adecuado cumplimiento de las obligaciones en materia tributaria de determinados 
sectores de contribuyentes, he tenido a bien expedir la siguiente : Resolución que 
otorga Facilidades Administrativas a los Sectores de Contribuyentes que en la misma 
se señalan." 
Esta es la fun(lamentación y motivación que expresa la autoridad al 
momento de publicar las Reglas de Carácter General, por lo que para efectos de la 
presente investigación es necesario entrar a su análisis. 
2.4. Análisis de la Fundamentación v Motivación de las Reglas de 
Carácter General, 
2.4.1. Miscelánea Fiscal 1995 excepto Comercio Exterior.- • 
Comenzaremos primero con la Resolución que establece para 1995 
reglas de carácter general aplicables a los impuestos y derechos federales, excepto a 
los relacionados con el comercio exterior, en donde se expresa como fundamento los 
artículos 16 y 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y 33 
fracción I, inciso g) del Código Fiscal de la Federación. 
Veamos que es lo que establecen dichos artículos, para posteriormente 
proceder a su análisis. 
De la Lev Orgánica de la Administración Pública Federal-
Artículo 16. "Corresponde originalmente a los titulares de las 
secretarías de estado v departamentos administrativos el trámite y resolución de los 
asuntos de su competencia, pero para la mejor organización de! trabajo podrán 
delegar en los funcionarios a que se refieren los artículos 14 y 15, cualesquiera de 
sus facultades, excepto aquéllas que por disposición de la lev o del reglamento 
interior respectivo, deban ser ejercidas precisamente por dichos titulares. En los 
casos en que la delegación facultades recaiga en jefes de oficina, de sección y de 
mesa de ¡as secretarías de Estado y departamentos administrativos, aquéllos 
conservarán su calidad de trabajadores de base en los términos de la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado. 
Los propios titulares de las secretarías de Estado y departamentos 
administrativos también podrán adscribir orgánicamente las unidades 
administrativas establecidas en el reglamento interior respectivo, a las 
Subsecretarías, oficialía mayor, y a las otras unidades de nivel administrativo 
equivalente que se precisen en el mismo reglamento interior. 
Los acuerdos por los cuales se deleguen facultades o se adscriban 
unidades administrativas se publicarán en el Diario Oficial de la Federación. "30 
Artículo 31. "A la Secretaría de Hacienda v Crédito Público 
corresponde el despacho de los sisuientes asuntos: 
I. Proyectar y Coordinar la planeación nacional del desarrollo y 
elaborar, con la participación de los grupos sociales interesados, el Plan Nacional 
correspondiente; 
II. Proyectar y calcular los ingresos de la Federación, del 
Departamento del Distrito Federal y de las entidades paraestatales, considerando ¡as 
necesidades del gasto público federal, ¡a utilización razonable del crédito público y la 
sanidad financiera de la administración pública federal; 
III. Estudiar v formular los provectos de leves v disposiciones fiscales y 
de las leves de ingresos de la Federación v del Departamento del Distrito Federal; 
IV. Dirigir la política monetaria y crediticia; 
V. Manejar la Deuda Pública de la Federación y del Departamento del 
Distrito Federal; 
VI. Realizar y autorizar todas las operaciones en que se haga uso del 
crédito público; 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
VIL Planear, coordinar, evaluar y vigilar el sistema bancario del país 
que comprende al Banco Central, a la Banca Nacional de Desarrollo y las demás 
instituciones encargadas de prestar el servicio de banca y crédito; 
VIII. Ejercer las atribuciones que les señalen las leyes en materia de 
seguros, fianzas, valores, y de organizaciones y actividades auxiliares de crédito; 
IX. Determinar los criterios y montos globales de los estímulos fiscales, 
escuchando para ello a las dependencias responsables de los sectores 
correspondientes y administrar su aplicación en los casos en que no competa a otra 
secretaría; 
X. Establecer y revisar los precios y tarifas de los bienes y servicios de 
la administración pública federal, o bien, las bases para fijarlos, escuchando a la 
Secretaría de Comercio y Fomento Industrial y con la participación de las 
dependencias que corresponda; 
XI. Cobrar los impuestos, contribuciones de meiorús. derechos, 
productos v aprovechamientos federales, en los términos de las leves aplicables y 
vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; 
XII. Dirigir los servicios aduanales y de inspección y la policía fiscal de 
la federación; 
XIII. Representar el interés de la federación en controversias fiscales; 
XIV. Proyectar y calcular los egresos de! gobierno federal y de la 
administración pública paraestatal, haciéndolos compatibles con ¡a disponibilidad de 
recursos y en atención a las necesidades y políticas del desarrollo nacional; 
XV. Formular el programa del gasto público federal y el proyecto de 
presupuestos de la federación y presentarlos, junto con el del Departamento del 
Distrito Federal, a la consideración del presidente de la República; 
XVI. Evaluar y autorizar los programas de inversión pública de las 
dependencias y entidades de la administración pública federal; 
XVII. Llevar a cabo ¡as tramitaciones y registros que requiera la 
vigilancia y evaluación del ejercicio del gasto público federal y de los presupuestos 
de egresos; 
XVIII. Formular la cuenta anual de la Hacienda Pública Federal; 
XIX. Coordinar y desarrollar los servicios nacionales de estadística y 
de información geográfica; establecer las normas y procedimientos para la 
organización, funcionamiento y coordinación de los sistemas nacionales estadísticos 
y de información geográfica, así como normar y coordinar los servicios de 
informática de las dependencias y entidades de la administración pública federal; 
XX. Fijar los lincamientos que se deben seguir en la elaboración de ¡a 
documentación necesaria para la formulación del informe presidencial e integrar 
dicha documentación; 
XXI. Establecer normas y lineamientos en materia de administración de 
personal, obras públicas y adquisiciones de bienes muebles de la administración 
pública federal; 
XXII. Dictaminar las modificaciones a la estructura orgánica básica de 
las dependencias y entidades de la administración pública federal; 
XXIII. Vigilar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de las 
disposiciones en materia de planeadón nacional, así como de programación, 
presupuestación, contabilidad y evaluación; 
XXIV. Proyectar la planeación regional y coordinar las acciones que al 
efecto convenga el ejecutivo federal, y 
XXV. Los demás que le atribuyan expresamente las leves v 
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i Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Del Código Fiscal de la Federación.-
Artículo 33. "Las autoridades fiscales para ef mejor cumplimiento de 
sus facultades. estarán a los si2uiente: 
/. Proporcionarán asistencia gratuita a los contribuyentes y para ello 
procurarán: 
a) Explicar las disposiciones fiscales utilizando en lo posible un 
lenguaje llano alejado de tecnicismos y en los casos en que sean de naturaleza 
compleja, elaborar y distribuir folletos a los contribuyentes. 
b) Mantener oficinas en diversos lugares del territorio nacional que se 
ocuparán de orientar y auxiliar a los contribuyentes en el cumplimento de sus 
obligaciones. 
c) Elaborar los formularios de declaración en forma que puedan ser 
llenados fácilmente por los contribuyentes y distribuirlos con oportunidad, e 
informar de las fechas y lugares de presentación de los que se consideren de mayor 
importancia. 
d) Señalar en forma precisa en los requerimientos mediante los cuales 
se exija a los contribuyentes la presentación de declaraciones, avisos, y demás 
documentación a que estén obligados, cuál es el documento cuya presentación se 
exige. 
e) Difundir entre los contribuyentes los derechos y medios de defensa 
que se pueden hacer valer contra las resoluciones de las autoridades fiscales. 
f ) Efectuar en distintas partes del país reuniones de información con los 
contribuyentes, especialmente cuando se modifiquen las disposiciones fiscales y 
durante los principales periodos de presentación de declaraciones. 
s) Publicar anualmente las resoluciones dictadas por las autoridades 
fiscales que establezcan disposiciones de carácter peñera/, agrupándolas de manera 
que faciliten su conocimiento por parte de los contribuyentes; se podrán publicar 
aisladamente aquellas disposiciones cuyos efectos se limitan a periodos inferiores a 
un año. 
II. Establecerán Programas de Prevención y Resolución de Problemas 
del Contribuyente, a fin de que los contribuyentes designen síndicos que los 
representen ante las autoridades fiscales. 
III. Promoverán el espíritu de servicio y la superación técnica y 
profesional del personal hacendario, para lo cual se crea el organismo 
descentralizado denominado Instituto Nacional de Capacitación Fiscal, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio. 
Dicho instituto tendrá como órganos la Junta de Gobierno y la 
Dirección General que tendrá la representación del mismo. 
El patrimonio del instituto se integrará por las asignaciones que señale 
el Presupuesto de Egresos de la Federación, las disposiciones legales y 
administrativas; el 20% de los ingresos que se recauden por concepto de gastos de 
ejecución a que se refiere el artículo 150 de éste Código; el 2% de los ingresos que 
se destinen a la formación de los fondos a que se refiere el artículo 70-BIS del 
propio ordenamiento; el 2% de los fondos a los que se refiere el artículo 141 de la 
Ley Aduanera; así como por los ingresos obtenidos en la enajenación de bienes o 
prestación de sus servicios. 
El régimen laboral al que estarán sujetos los empleados del Instituto 
Nacional de Capacitación Fiscal será el previsto en el Apartado B del Artículo 123 
Constitucional. '*2 
Código Fiscal de la Federación. 
Ahora si tenemos reunidos los elementos para proceder al análisis de la 
fundamentación de las Reglas de Carácter General. 
¿Qué relación tiene cada uno de estos artículos con la facultad de la 
Secretaría de Hacienda para publicar la Reglas de Carácter General? 
*En primer lugar tenemos al Artículo 16 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública que en síntesis y para efectos de nuestro estudio, establece 
que las facultades que tiene cada secretaría le corresponden originariamente a su 
titular (Que en este caso es el Secretario de Hacienda) quien podrá delegar el ejercicio 
de dichas facultades a otros funcionarios de jerarquía inferior, excepto aquellas 
facultades que por ley o reglamento interior deban ser ejercidas precisamente por el 
mismo titular de la secretaría. 
Por lo anterior y con el fin de relacionar este artículo con el Tema de las 
Reglas de Carácter General, procedí a buscar en el Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, encontrando lo siguiente: 
"Artículo 6.- El Secretario tendrá las siguientes facultades no 
delegables; 
XXXIV.- Ejercer las facultades que las leyes y demás 
disposiciones legales confieran a la Secretaría, para dictar reglas de carácter 
general en las materias competencia de la misma. 
XXXV " 
De lo anterior se desprende que la facultad de expedir reglas de carácter 
general es una atribución que de acuerdo con el Reglamento Interior de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público corresponde únicamente al Secretario de Hacienda v 
Crédito Público, por lo que dicha facultad es indelegable lo que significa que sólo el 
Secretario puede ejercer dicha facultad y nadie más de acuerdo con lo establecido por 
el art. 6 del R.I.S.H.C.P. y el art. 16 de la Ley Orgánica de la Administración Pública. 
Al ver estos artículos, especialmente el art. 6 del R.I.S.H.C.P. surge la 
siguiente cuestión que es importante que se resuelva. 
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La cuestión consiste en determinar, si el Presidente de la República, al 
hacer el Reglamento Interior está facultado para establecer como atribución del 
Secretario de Hacienda el dictar reglas de carácter general. 
Considero que el Presidente de la República al expedir el Reglamento 
Interior de cualquier secretaría, está ejerciendo la facultad que le confiere la 
Constitución en su art. 89 fracción I de proveer en la esfera administrativa a la exacta 
observancia de la ley, así que el único facultado para proveer en la esfera 
administrativa para la exacta observancia de la ley, lo es el Presidente de la República 
por lo que se podría decir que se trata de una facultad constitucionalmente indelegable 
del Presidente de la República. 
Opinar lo contrario equivaldría a afirmar que el Presidente al ejercer la 
facultad conferida en el art. 89 fracc. I constitucional puede llegar a delegar hasta su 
facultad reglamentaria en sus Secretarios de Estado, lo cual es completamente falso ya 
que nuestra carta magna es clara al establecer que las facultades consignadas en el art. 
89 son únicamente del Presidente de la República. Además la doctrina al defender la 
facultad reglamentaria del Presidente, no deja lugar a duda de que dicha facultad es 
exclusiva de éste. 
En otras palabras, fuera del poder legislativo, el único facultado para 
expedir actos materialmente legislativos, es el Presidente de la República. 
Por lo tanto si se considera que las reglas de carácter general son actos 
materialmente legislativos, necesariamente se llega a la conclusión de que el 
Presidente no puede delegar en sus secretarios la facultad de crear actos 
materialmente legislativos, llámense reglamentos, reglas de carácter general, etc. 
Ahora bien, por otra parte hay quien puede defender la opinión de que el 
Presidente sí puede establecer como atribución de la Secretaría el dictar reglas de 
carácter general, ya que las leyes fiscales establecen en algunos artículos que las 
reglas de carácter general serán establecidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, por ejemplo tenemos el artículo 16-A que en su último párrafo señala que 
" Las operaciones financieras derivadas a que se refiere este artículo, serán las que 
se efectúen con los instrumentos en los mercados y con las condiciones que al efecto 
establezca la Secretaría de Hacienda v Crédito Público mediante reglas de carácter 
general," Por lo tanto, cuando el Presidente otorga al Secretario de Hacienda la 
facultad de dictar dichas reglas, está actuando cumpliendo con lo establecido en la 
ley. 
Sin embargo y analizando más a fondo esta cuestión, nos podemos 
percatar de que la opinión anterior no es suficiente para justificar el hecho de que el 
Presidente faculte en el Reglamento Interior al Secretario de Hacienda para dictar 
reglas de carácter general, principalmente por dos razones: 
1) Porque un gran número de reglas de carácter general, nacen sin 
sustento en ningún artículo de la ley, por citar un ejemplo la regla 90 de la Miscelánea 
Fiscal excepto comercio exterior para 1995 señala que: 
"90. En los términos del artículo 121 del Código Fiscal de la 
Federación, el recurso administrativo de revocación se podrá presentar ante la 
autoridad que emitió o ejecutó el acto impugnado, o bien, ante la Administración 
Jurídica de Ingresos que sea competente respecto del recurrente." 
Pero si leemos el art. 121 del Código Fiscal de la Federación, nos 
podemos percatar de que en ninguna parte se mencionan las reglas de carácter general, 
y no sólo eso sino que además el primer párrafo del artículo establece claramente que 
"El escrito de interposición del recurso deberá presentarse ante la autoridad que emitió 
o ejecutó el acto impugnado, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a aquél en 
que haya surtido efectos su notificación." De lo que se desprende que la Secretaría al 
dictar la regla 90 está excediéndose de los límites de la ley. 
2) Porque constitucionalmente el mismo poder legislativo, no está 
facultado para delegar la función de crear actos materialmente legislativos en otro 
poder, por lo que todos esos artículos en los que se señala que la Secretaría de 
Hacienda establecerá normas de carácter general, son inconstitucionales cuando 
implican la facultad de crear actos materialmente legislativos. 
La función de crear leyes, corresponde al Poder Legislativo, 
excepcionalmente la Constitución, mediante el art. 89 fracc. I y mediante una 
interpretación muy forzada faculta al Presidente a expedir reglamentos que son actos 
materialmente legislativos, pero es la misma Constitución la que faculta solamente al 
Presidente a expedir dichos actos y siempre teniendo como límite a la ley. 
El criterio anteriormente expuesto se sustenta en la idea de que las 
reglas de carácter general son actos materialmente legislativos, ya que si no lo fueran 
no habría inconveniente en considerar como legal la facultad del Secretario de 
Hacienda de dictar dichas reglas. Más adelante se expondrán los motivos por los 
cuales se considera que las reglas de carácter general son actos materialmente 
legislativos, para robustecer así, el criterio expuesto en la presente investigación. 
* En segundo lugar tenemos al artículo 31 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública en donde de se puede apreciar claramente de su lectura que no 
existe ninguna fracción que se refiera a la facultad de la Secretaría de Hacienda de 
dictar reglas de carácter general. Al parecer la Secretaría invoca como fundamento 
este artículo, tomando en cuenta lo establecido en la última fracción, que es por cierto 
una de las fracciones que más se utiliza para fundamentar actos de la Secretaría de 
Hacienda ya que establece como facultad de la Secretaría "Los demás que le 
atribuyan expresamente las leyes y reglamentos." 
Como ya se vio anteriormente el reglamento interior faculta al 
Secretario de Hacienda a dictar reglas de carácter general y por otra parte hay varios 
artículos de la ley que se refieren las reglas de carácter general que publique la 
Secretaría de Hacienda, por lo tanto el art. 31 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública en su última fracción es el fundamento que invoca la Secretaría al publicar las 
citadas reglas. 
Como se mencionó anteriormente, la facultad de dictar reglas de 
carácter general no aparece claramente del artículo 31 sino que es necesario 
interpretar este artículo tomando en cuenta que tanto la ley como el reglamento 
interior facultan expresamente a la Secretaría para dictar las multicitadas reglas. (Por 
lo que es importante que se vean los comentarios que se hicieron anteriormente 
respecto a la facultad del Presidente y del Legislativo para delegar la función de dictar 
dichas reglas) Pero lo que sí aparece claramente en el art. 31 es la facultad de la 
Secretaría de estudiar y formular los proyectos de leyes y disposiciones fiscales y de 
las leyes de ingresos de la federación y del Departamento del Distrito Federal. 
Se comenta lo anterior porque la ley en su art. 31 fracc. III señala que es 
facultad de la Secretaría estudiar y formular los proyectos de las leyes y de las 
disposiciones fiscales, y no cabe duda de que las reglas de carácter general son 
disposiciones fiscales, así que de acuerdo con esta fracción lo correcto es que la 
Secretaría elabore el proyecto de las reglas de carácter general, pero sólo es proyecto 
ya que la última palabra la tendría el Poder Legislativo en caso de leyes o el 
Presidente de la República en el caso de Reglamentos. 
Por lo tanto el mismo artículo que le sirve de fundamento a la Secretaría 
para publicar las reglas de carácter general, es el que sirve a este trabajo de 
investigación para sostener que la Secretaría tiene facultad para elaborar el proyecto 
de dichas reglas, pero que su facultad llega hasta el límite de realizar el proyecto 
respectivo, ya que su expedición le corresponde a otras autoridades distintas. 
Es perfectamente lógico y justificado el pensar que el proyecto de estas 
disposiciones fiscales deba de ser hecho por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público ya que es la autoridad que se encuentra más apegada a todas la cuestiones de 
carácter fiscal que se van presentando. Pero una cosa es elaborar un proyecto de 
disposición fiscal y una muy distinta es expedir la disposición fiscal, ya que la 
expedición de cualquier acto materialmente legislativo debe ser hecha por el Congreso 
de la Unión o por el Presidente de la República. 
* Por último tenemos el artículo 33 fracción I, inciso G) del Código 
Fiscal de la Federación, el cual establece como facultad de las autoridades fiscales el 
de dar asistencia al contribuyente procurando publicar anualmente las resoluciones 
dictadas por las autoridades fiscales que establezcan disposiciones de carácter general, 
agrupándolas de manera que faciliten su conocimiento, por parte de los 
contribuyentes, pudiéndose publicar aisladamente aquellas disposiciones cuyos 
efectos se limitan a períodos inferiores a un año. 
Este artículo es de suma importancia ya que a diferencia de los artículos 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública, en éste precepto sí se desprende 
clara y expresamente la facultad de dictar disposiciones de carácter general, sin 
embargo hay algunos puntos que hay que comentar ya que la S.H.C.P. utiliza esta 
facultad, excediéndose de los límites establecidos en el propio artículo, tal y como se 
demostrará a continuación. 
En principio es importante hacer notar que el artículo en comento 
establece, que las disposiciones de carácter general serán dictadas por las autoridades 
fiscales, obsérvese que se habla en plural de autoridades fiscales, el artículo no señala 
qué autoridades fiscales deben dictar dichas disposiciones, por lo tanto la respuesta a 
dicha cuestión la debemos encontrar en el reglamento interior de la S.H.C.P. en 
donde se establece en el artículo 6 que es facultad indelegable del Secretario de 
Hacienda el dictar las reglas de carácter general en las materias competencia de la 
misma secretaría. 
Así las cosas resulta que el Código Fiscal señala que habrá 
disposiciones de carácter general dictadas por autoridades fiscales, es decir dos o más 
autoridades, en cambio tenemos por otra parte que el reglamento interior de la 
secretaría establece que las reglas de carácter general serán dictadas solamente por el 
Secretario de Hacienda, es decir por una autoridad fiscal. ¿Significará esto que se está 
hablando de cosas distintas? ¿Acaso las disposiciones de carácter general a las que se 
refiere el Código fiscal en el art. 33 , son distintas a las reglas de carácter general a las 
que se refiere el artículo el art. 6 del Reglamento Interior de la S.H.C.P.? 
La respuesta a estas preguntas serían contestadas por la S.H.C. P. con 
un rotundo no, ya que las únicas reglas o disposiciones de carácter general que 
publica la Secretaría de Hacienda son las que se refieren al comercio exterior, las que 
no se refieren al comercio exterior y las facilidades administrativas, siendo en éstas 
últimas en las que al publicarse se señaló como fundamento, entre otros el articulo 33 
firacc. I inciso g) y el artículo 6 fracciones XXXIV y XXXV, lo que demuestra 
plenamente que la Secretaría de Hacienda a interpretado que dichos artículos, se 
refieren a una misma facultad. 
Y es que en caso de considerar que son facultades distintas, se anularían 
dichas facultades ya que la del artículo 33 no se podría ejercer, por no estar regulado 
en el Reglamento Interior, qué autoridades fiscales deberán de dictarlas, y por otro 
lado la facultad prevista en el Reglamento interior en el art. 6, si fuera distinta a la 
prevista en el artículo en comento, no tendría ningún apoyo en la ley, excediéndose 
entonces el Presidente en el uso de sus facultades reglamentarias. 
Para evitar el surgimiento de las cuestiones anteriormente planteadas, 
seria conveniente que se modificará el artículo 33 fracc. I inciso g) substituyendo la 
palabra disposiciones por resoluciones y la expresión autoridades fiscales, por 
autoridad fiscal. Claro esta que también se podría modificar el Reglamento Interior 
adecuándolo al Código Fiscal, sin embargo considero que es más conveniente 
modificar el Código Fiscal, ya que la responsabilidad de dictar reglas de -carácter 
general, es muy importante y por lo mismo es conveniente que se mantenga como 
facultad indelegable del Secretario de Hacienda, es decir de una sola autoridad de alta 
jerarquía. 
Conveniente es aclarar que las reglas de carácter general a las que se 
hace referencia en el párrafo anterior, son única y exclusivamente aquellas que se 
encuentran dentro de los límites establecidos en el art. 33 del Código Fiscal de la 
Federación. 
¿Cuáles son los límites que establece el Código Fiscal de la Federación, 
para dictar disposiciones o reglas de carácter general? 
Si se observa únicamente el inciso g) del art. 33 fracc. I, encontraremos 
la siguientes limitaciones: 
1) Las resoluciones de las disposiciones o reglas deben 
Publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 
2) La Publicación debe de ser anual. 
3) Deben ser dictadas por autoridades fiscales. ( Como se 
mencionó anteriormente, en la actualidad y de acuerdo con el reglamento 
interior, por autoridades fiscales, se entiende para este caso al Secretario 
de Hacienda). 
4) Deben de ser de carácter general, lo que implica que no 
pueden ser individuales o particulares. 
5) Y deben de agruparse de manera que faciliten su 
conocimiento a los contribuyentes. 
Dichas limitaciones parecerían ser pocas, y por lo tanto la facultad de 
dictar dichas reglas de carácter general, aparentemente es muy amplia, pero dicho 
inciso g) no está aislado por lo que debe observarse e interpretarse, dentro de su 
contexto, el cual está formado por Título, artículo y fracción en los que se encuentra. 
En primer termino tenemos que dicho inciso g) se encuentra en eL Título 
III denominado "De las facultades de las autoridades", Título que consta de un 
Capítulo único y que empieza con el art. 33 que establece que "Las autoridades 
fiscales para el mejor cumplimiento de sus facultades, estarán a los siguiente:" De 
aquí se desprende una limitación más para las reglas de carácter general y es que 
deben de ir orientadas a mejorar el cumplimiento de las facultades de las autoridades, 
pudiéndose enunciar así: 
6) Las reglas de carácter general deben de tener como finalidad el mejorar el 
cumplimiento de las facultades de las autoridades fiscales. 
Ahora bien por su parte la fracción I del artículo 33, indica que la forma 
en la que las autoridades fiscales podrán mejorar el cumplimiento de sus facultades, 
será proporcionando asistencia gratuita a los contribuyentes, en las fracciones II y III 
de dicho artículo se señala otros medios de los que se pueden valer las autoridades 
para mejorar el cumplimiento de sus facultades, estableciendo programas de 
prevención y resolución de problemas del contribuyente, utilizando la figura del 
Síndico que es un representante de los contribuyentes, capacitándose las autoridades 
constantemente por lo que se crea el Instituto de Capacitación Fiscal. 
En otras palabras, la forma mediante la cual las autoridades fiscales 
podrán mejorar el cumplimiento de sus facultades será: 
a) Proporcionando asistencia gratuita a los contribuyentes, 
b) Realizando juntas con los Síndicos del Contribuyente; y 
c) Capacitándose continuamente mejorando su espíritu de servicio y su 
preparación técnica. 
Como el inciso G) pertenece a la fracción I que es la que se refiere a la 
asistencia gratuita al contribuyente, se puede señalar la siguiente limitación: 
7) Las reglas de carácter general deben servir como medio para asistir 
al contribuyente en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 
Y esto es así porque el inciso g) es el último de una serie de incisos que 
señalan la forma en que las autoridades fiscales deberán de proporcionar asistencia a 
los Contribuyentes, basta con leer los demás incisos para percatarse de lo anterior. 
El inciso a) Ordena explicar las disposiciones fiscales utilizando un 
lenguaje sencillo, el inciso b) Se refiere a la obligación del fisco de mantener oficinas 
en diversos lugares del territorio nacional que se ocuparán de orientar a los 
contribuyentes, el inciso c) Señala que se deben elaborar los formularios de las 
declaraciones en forma sencilla, en el inciso d) Se establece que en los requerimientos 
que hacen las autoridades deben señalar claramente cual es el documento cuya 
presentación se exige, por otra parte el inciso e) Señala que se deberá de difundir 
entre los contribuyentes los derechos y medios de defensa que pueden hacer valer 
frente a las autoridades, el inciso f) Establece que se deberán de efectuar reuniones de 
información con los contribuyentes, especialmente cuando se modifiquen las 
disposiciones fiscales o cuando haya períodos de presentar declaraciones , y por 
último tenemos la fracción g) que es a la que nos hemos estado refiriendo. 
Como se puede observar, de la interpretación integral que se hace al 
inciso G) de la fracción I del artículo 33 del Código Fiscal de la Federación, podemos 
encontrar una serie de limitaciones a la facultad de dictar reglas de carácter general, 
destacándose que las autoridades fiscales dictarán dichas reglas con el fin de mejorar 
el cumplimiento de sus facultades fiscales, dando asistencia gratuitamente a los 
contribuyentes, para así facilitarles el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 
De lo anterior no se desprende de ninguna manera, que las autoridades 
fiscales puedan crear actos materialmente legislativos, ya que la facultad de la 
autoridad propiamente consiste en facilitarle al contribuyente el cumplimiento de sus 
obligaciones fiscales, explicándoles de una forma sencilla cómo pueden cumplir con 
éstas, pero definitivamente esto no autoriza a las autoridades fiscales a crear 
obligaciones fiscales, ya que al hacerlo estarían excediéndose de los límites 
establecidos por el art. 33 frac. I inciso g) del Código Fiscal de la Federación. 
Con esto termina el análisis a los artículos señalados en el Diario Oficial 
de la Federación de fecha 31 de Marzo de 1995, como fundamentos de la facultad de 
dictar la Resolución que establece para 1995 reglas de carácter general aplicables a los 
impuestos y derechos y derechos federales , excepto a los relacionados con el 
comercio exterior, por lo que a continuación se procederá al análisis de la motivación 
expresada en la misma resolución. 
Como motivación o considerando se señala : 
"Que es conveniente facilitar a los contribuyentes y demás obligados 
por las leyes fiscales, el conocimiento de las resoluciones de las autoridades fiscales, 
que establecen disposiciones administrativas de carácter general." 
"Que para ello las leyes fiscales facultan a la Secretaría a publicar 
anualmente dichas resoluciones, agrupándolas por materias y por contribuciones para 
simplificar su aplicación...." 
De la motivación transcrita se pueden hacer los comentarios siguientes: 
1) Es verdad que no todos los que están obligados fiscalmente, son 
contribuyentes, por lo tanto el inciso g) de la fracción I del art. 33 del Código Fiscal 
de la Federación, es deficiente al señalar que se debe de tratar de facilitar su 
conocimiento por parte de los contribuyentes, ya que como se mencionó 
anteriormente no sólo los contribuyentes tienen obligaciones fiscales, por lo tanto es 
plausible el hecho de que la Secretaría mencione en su motivación, que dicha 
resolución va dirigida a los contribuyentes y demás obligados por las leyes fiscales. 
Aunque no debemos de dejar pasar por alto que si bien es cierto que de esta forma se 
"subsana" la deficiencia del Código Fiscal de la Federación, por otra parte la 
autoridad se está excediendo de los límites establecidos por el Código ya que dirige 
dicha resolución a personas obligadas fiscalmente pero que no son contribuyentes y el 
artículo se refiere sólo a los contribuyentes, por lo tanto todas las reglas que se 
refieren a las obligaciones fiscales de los no contribuyentes, son ilegales por carecer 
de fundamentación independientemente que sí se mencionen en la motivación ya que 
la motivación como se vio anteriormente no puede ir más allá de la ley. 
Efectivamente, la motivación tiene como condición y límite la ley, es 
decir, que no puede haber motivación sin fundamentación, ya que la motivación 
consiste precisamente en las consideraciones que llevan a la autoridad a determinar 
que su acto es la consecuencia jurídica prevista por la ley, para el caso o casos en que 
se aplica, es decir los razonamientos que llevan al convencimiento de que el acto de 
autoridad está perfectamente ajustado a la ley. Por lo que la deficiencia de la ley no 
puede ser subsanada por la motivación, esto es imposible y totalmente contrario al 
principio de legalidad. 
2) En la motivación transcrita se da a entender que lo que es 
conveniente facilitar a los contribuyentes, y demás obligados, es el conocimiento de 
las reglas de carácter general, lo cual no es falso pero sí se le podría llamar una verdad 
a medias, ya que de la lectura e inteipretación integral del art. 33 del Código Fiscal de 
la Federación se evidencia claramente que lo realmente importante y conveniente es el 
de facilitarles a los contribuyentes el cumplimento de sus obligaciones fiscales, lo 
cual se logrará haciendo reglas del carácter general, en donde se contengan los 
criterios de las autoridades fiscales que se han elaborado al interpretar las normas en 
donde se imponen dichas obligaciones, ya que la asistencia al contribuyente no 
consiste en crear normas ni obligaciones, sino en interpretar las normas y explicarlas 
clara y sencillamente. 
No se debe de olvidar que las reglas generales son un medio para 
alcanzar dos objetivos uno a corto plazo, y otro a mediano y largo plazo. El objetivo 
a corto plazo, consiste en proporcionar asistencia gratuita al contribuyente, para poder 
alcanzar así el objetivo a mediano o largo plazo que consiste en facilitar a las 
autoridades el cumplimiento de sus facultades establecidas legalmente. 
Por otra parte seria absurdo hacer reglas de carácter general que 
faciliten a los contribuyentes el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, para luego 
esconderlas o no ponerlas fácilmente al alcance de los contribuyentes. 
Se puede decir que por una parte se establece la obligación para las 
autoridades de hacer reglas que faciliten al contribuyente el cumplimiento de sus 
obligaciones fiscales, llamémosle a ésta obligación principal, y por otra parte se 
establece la obligación de publicar dichas reglas para darlas a conocer a los 
contribuyentes ya que de lo contrario la obligación principal sería estéril, llamémosle 
entonces a esta otra obligación accesoria. 
Así que la Secretaría al momento de motivar su facultad para dictar y 
publicar las reglas de carácter general, se refiere a una obligación o facultad" 
accesoria, sin referirse en ningún momento a la obligación o facultad principal, lo 
cual es ilógico y poco técnico. 
¿Por qué la Secretaría incurre en esta falta de técnica? 
Probablemente la respuesta a esta cuestión consista en que la Secretaría 
"deliberadamente" interpreta aisladamente el inciso g) sin tomar en cuenta que dicho 
inciso se encuentra en la fracción I del art. 33, que precisamente es donde se 
encuentran limitaciones importantes al ejercicio de la facultad de dictar dichas reglas 
de carácter general. 
Se menciona "deliberadamente" porque la Secretaría obtiene 
importantes ventajas al no referirse en su motivación a su facultad u obligación de 
facilitar a los contribuyentes el conocimiento de sus obligaciones fiscales, ya que de 
mencionar esto, podría traer como consecuencia que algunos contribuyentes se dieran 
cuenta de que muchas reglas de carácter general no sólo no facilitan el cumplimiento 
de obligaciones fiscales, sino que además crean obligaciones fiscales, tal y como lo 
veremos más adelante, lo cual beneficia notablemente a la Secretaría de Hacienda al 
ejercer una facultad legislativa que jurídica y constitucionalmente no se le ha 
conferido en el derecho mexicano. 
Una vez agotado el análisis de la fundamentadón y motivación de la 
resolución que establece para 1995, reglas de carácter general para impuestos y 
derechos federales excepto a los relacionados con el comercio exterior, es procedente 
pasar al análisis de la fundamentación y motivación de resolución que establece para 
1995 reglas fiscales de carácter general, relacionadas con el comercio exterior. 
Nota del autor. Se hace referencia indistintamente a facultad u obligación ya que 
ándose de autoridades y especialmente en este caso, dicha facultad es a la vez una obligación. 
2.4.2. Miscelánea Fiscal 1995 Comercio Exterior 
En la Miscelánea Fiscal de 1995 relativa al comercio exterior, 
encontramos como fundamento los artículos 16 y 31 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública, lo y 116, fracción XXV de la Ley Aduanera y 33 fracción I, 
inciso g) del Código Fiscal de la Federación. 
Tanto los artículos de la Ley Orgánica de la Administración Pública, 
como el del Código Fiscal de la Federación, fueron analizados y comentados en el 
tema anterior por lo que en obvio de repeticiones innecesarias, todo lo expuesto con 
relación a dichos artículos se tiene por reproducido en este tema. 
Por lo tanto, sólo se analizarán los artículos de la Ley Aduanera, que a 
la letra dicen: 
" Artículo lo.- Esta ley, las de los Impuestos Generales de importación 
y de exportación y las demás leyes y ordenamientos aplicables, regirán la entrada al 
territorio nacional y salida del mismo de mercancías y de los medios en que se 
transportan, conducen, así como el despacho aduanero y los hechos o actos que 
deriven de éste o de dicha entrada o salida de mercancías." 
"Están obligados al cumplimiento de las citadas disposiciones quienes 
introducen mercancías al territorio nacional o las extraen del mismo, ya sean sus 
propietarios o poseedores destinatarios, remitentes, apoderados, agentes aduanales o 
cualquier persona que tenga intervención en la introducción, extracción, custodia, 
almacenamiento, y manejo o en los hechos o actos mencionados en el párrafo 
anterior." 
"Las disposiciones de las leyes señaladas en el párrafo primero se 
aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en los Tratados Internacionales de que México 
sea parte."34 
Ley Aduanera 
" Artículo 116 La Secretaría de Hacienda y Crédito Público tendrá, 
además de las conferidas por el Código Fiscal de la Federación, y por otras leyes, las 
siguientes facultades: 
Fracción XXV.- Expedir, previa opinión de la Secretaría de 
Comercio y Fomento Industrial, reglas de carácter general para la aplicación de las 
disposiciones en materia aduanera de los tratados o acuerdos internacionales de los 
que México sea parte."35 
Con relación al articulo primero de la Ley Aduanera, se puede decir que 
no es precisamente un fundamento para expedir las reglas de carácter general, ya que 
sólo hace referencia a ellas de una forma indirecta al señalar que las leyes y los 
ordenamientos aplicables, regulan tanto la entrada como la salida de mercancías al 
territorio nacional. Lo que da a entender que entre los ordenamientos aplicables se 
encuentran las reglas de carácter general y que éstas también regularan el comercio 
exterior. 
Después se menciona quiénes están obligados al cumplimento de las 
citadas disposiciones, entre las que se encuentran las reglas de carácter general. 
Como se puede apreciar, en este artículo se asimilan a la ley las reglas 
de carácter general, es decir se hace referencia a ellas como actos materialmente 
legislativos y además se establece que son obligatorias, así que no cabe duda que de 
acuerdo con la ley aduanera las reglas de carácter general pueden crear obligaciones 
fiscales. 
Por lo tanto de acuerdo con la Ley Aduanera, quien esté facultado para 
hacer las reglas de carácter general, al mismo tiempo estará facultado para crear 
obligaciones fiscales. ¿Y quién está facultado para expedir dichas reglas? El art. 116 
fracción XXV nos da la respuesta al establecer como facultad de la Secretaría de 
Hacienda el expedir las reglas de carácter general. 
Ley Aduanera 
Sin embargo el art. 116, al establecer dicha facultad a la Secretaría de 
Hacienda introduce una modalidad en el sentido de que antes de que la S.H.C.P. 
expida las reglas de carácter general, debe previamente pedir la opinión de la 
Secretaría de Comercio y Fomento Industrial. 
¿Qué sucedería si la opinión de la S.E.C.O.F.I. es negativa hacia alguna 
o alguna de las reglas? o ¿Qué podría pasar si la S.H.C.P. no pide opinión a la 
S.E.C.O.F.I. previamente? 
La respuesta, es que no sucedería nada ya que dicha norma es una 
norma imperfecta, carente de sanción, por lo que las reglas de carácter general, de 
todos modos serían obligatorias según la Ley Aduanera. 
No cabe duda que el legislador al momento de crear estos artículos pasó 
por alto algunos conceptos fundamentales: 
1) La Secretaría de Hacienda y más específicamente el Secretario de 
Hacienda es el facultado para dictar las reglas de carácter general, de acuerdo con lo 
establecido por el art. 6 del Reglamento Interior de la S.H.C.P. en relación con el art. 
33 fracc. 1 inciso g) del Código Fiscal de la Federación. Dicha facultad está 
debidamente limitada por dichos artículos tal y como se vio en temas anteriores, en 
consecuencia, al establecer que dichas disposiciones serán obligatorias para 
determinadas personas, se está extralimitando el alcance de las reglas de carácter 
general ya que dichas reglas de acuerdo con el Código Fiscal de la Federación, no 
pueden crear obligaciones, sólo pueden ser utilizadas para proporcionar asistencia al 
contribuyente, explicando y aclarando conceptos que le permitan al contribuyente 
cumplir con sus obligaciones fiscales, establecidas en ley. 
2) El legislador indebidamente otorga a la Secretaría de Hacienda la 
facultad de crear actos materialmente legislativos, olvidando por una parte que 
precisamente esa es su función, la de crear leyes, y que si esas leyes requieren de una 
regulación más detallada, existe el Reglamento como facultad constitucional del 
Presidente de la República, y por otra parte olvida también el legislador que las 
obligaciones fiscales deben de estar establecidas en ley de acuerdo a lo establecido 
por la Constitución en el art. 31 fracc. IV., por lo tanto la reglas de carácter general tal 
y como las regula la legislación aduanera, representan una flagrante violación a los 
principios de división del poderes y de legalidad. 
En cuanto a la motivación expuesta por la autoridad al publicar la 
Miscelánea para el Comercio Exterior, se puede decir que no existe realmente una 
motivación ya que el Diario Oficial de la Federación textualmente dice: 
" C O N S I D E R A N D O 
Que en virtud de que las reglas fiscales en materia de comercio exterior 
requieren ser actualizadas de manera constante por la dinámica propia de esta 
actividad. 
Que en atención a que estas reglas generales están dirigidas a un sector 
muy especializado de contribuyentes, además de que sus efectos son inmediatos, se 
considera conveniente mantenerlas separadas de las otras reglas de carácter general 
aplicables a los impuestos interiores, ...." 
Como se puede observar, el texto transcrito, no representa motivación 
alguna, ya que la motivación consiste precisamente en los razonamientos que la 
autoridad hace en el sentido de que se acto está perfectamente fundamentado, es decir 
que los artículos que se señalan como fundamento, son los aplicables al acto de 
autoridad que se está realizando, que en este caso es la expedición y la publicación de 
las reglas de carácter general relacionadas con el comercio exterior. 
Lo único que se expresa en los considerandos, es que las reglas del 
comercio exterior requieren ser actualizadas de manera constante y, que como van 
dirigidas a un sector muy especial de conüibuyentes, se estima conveniente 
mantenerlas separadas de las demás reglas de carácter general. 
Lo que se expresa en los considerandos es cierto, ya que no cabe duda 
que la regulación aduanera requiere actualización constante por su naturaleza misma, 
y también es cierto que es conveniente separar las reglas relacionadas al comercio 
exterior, no tanto porque se dirigen a un sector muy especializado de contribuyentes, 
sino mas bien por que al separarlas se facilita su consulta o estudio. Sin embargo el 
hecho de que sea verdad lo expresado, en no más de 6 renglones, no implica que 
dichos considerandos sean ni remotamente una auténtica motivación. 
En consecuencia, es posible afirmar que la resolución que establece para 
1995 reglas fiscales de carácter general relacionadas con el comercio exterior, está 
fundamentada, más no motivada, violando así la garantía de fundamentación y 
motivación que debe de reunir todo acto de autoridad. 
2.4.3. Facilidades administrativas para 1995. 
Analizada ya la fundamentación y la motivación de las Misceláneas 
fiscales, relacionadas y no relacionadas con el comercio exterior, llega el turno de 
estudiar la fundamentación y motivación de las facilidades administrativas para 1995, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación de fecha 28 de Abril de 1995. 
En dicha resolución se mencionan como fundamento los artículos 16 y 
31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 33 fracción I inciso g) 
del Código Fiscal de la Federación, 5o. de la Ley de Ingresos de la Federación para el 
ejercicio fiscal de 1995, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 28 de 
diciembre de 1994, y 6o. fracciones XXXIV y X X X V del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
Tanto los artículos de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, como el del Código Fiscal de la Federación, así como el artículo 6o. fracción 
XXXIV del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, ya 
han sido comentados anteriormente, por lo que en obvio de repeticiones innecesarias, 
se tienen por reproducidos aquí los comentarios hechos anteriormente a dichos 
artículos. 
Por lo tanto el análisis se realizará sobre los artículos restantes que en 
este caso son el 5o. de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 
1995, y el artículo 6o. fracción X X X V del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público que a la letra dicen: 
"Artículo 5o.- Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
para que durante el año de 1995, mediante disposiciones de carácter general, pueda 
otorgar facilidades administrativas para el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, 
a los contribuyentes que tributen conforme a lo establecido por los regímenes 
previstos en el Título II A y en el Título IV, Capítulo VI, Sección II de la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta, así como a los contribuyentes que dejen de tributar en 
dichos regímenes y a los contribuyentes de dicho impuesto cuyos ingresos en el 
ejercicio de 1994 no hayan excedido de N$1,000,000.00 o cuando la actividad de los 
mismos no persiga fines de lucro". 
"Artículo 6o.- El Secretario tendrá las siguientes facultades no 
delegables: 
Fracción XXXV.- Las demás que con este carácter se establezcan 
por ley, por reglamento o le confiera el Presidente de la República." 
Como se puede observar por medio del artículo 5o. de la Ley de 
Ingresos de la Federación para 1995, el Congreso de la Unión, faculta a la Secretaría 
de Hacienda a otorgar facilidades administrativas a determinados contribuyentes, 
mediante disposiciones de carácter general para el cumplimiento de sus obligaciones 
fiscales. 
¿Implicará esto que el Congreso está facultando a la Secretaría a realizar 
actos materialmente legislativos? 
En caso de que así fuera, se trata de una facultad inconstitucional ya que 
el Congreso no puede delegar su función legislativa en ninguna secretaría de estado. 
Sin embargo se podría decir que la intención del Congreso no es 
delegarle a la Secretaría de Hacienda una facultad materialmente legislativa para 
ciertos casos, ya que establece que las facilidades administrativas se otorgarán 
mediante disposiciones de carácter general, y como se ha mencionado ya en múltiples 
ocasiones, las disposiciones o reglas de carácter general, tienen como finalidad la de 
facilitarle a los contribuyentes el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, mediante 
la asistencia gratuita al contribuyente, que se puede reflejar en reglas que interpreten y 
expliquen al contribuyente la voluntad del legislador plasmada en la ley, que es en 
donde deben de estar las obligaciones fiscales. 
De acuerdo con lo anterior, dichas disposiciones fiscales de carácter 
general, tienen como límite a la ley misma, lo cual implica que no pueden crear más 
obligaciones que las establecidas en ley, tampoco pueden derogarlas o abrogarlas, y 
no pueden tampoco establecer exenciones de impuestos distintas a las establecidas en 
ley. 
Con relación a lo anterior, Raúl Rodríguez Lobato señala que: " Así 
como el sujeto pasivo de la obligación fiscal debe satisfacer la prestación tributaria, el 
sujeto activo tiene como principal atribución, en el campo impositivo, exigir el 
cumplimiento de la obligación fiscal en los términos previstos por la ley y que no 
puede renunciar al cobro de la prestación tributaria a cargo de un contribuyente. Por 
lo tanto, en el derecho fiscal no puede existir la figura del perdón o remisión de deuda 
que existe en el derecho privado. Sin embargo, en materia impositiva se ha creado otra 
figura que no tiene por objeto perdonar a los causantes el pago de los créditos fiscales, 
sino que, simplemente, no los hace exigibles a ellos, conforme a las reglas generales 
establecidas única v exclusivamente en la lev. Esta figura jurídica tributaria en la 
exención."36 
Por otra parte el artículo 6o. del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, en su fracción XXXV, robustece el fundamento para que 
el Secretario de Hacienda otorgue facilidades administrativas mediante reglas de 
carácter general, al señalar como facultad indelegable de éste "Las demás que con este 
carácter se establezcan por la ley, por el reglamento o le confiera el Presidente de la 
República." Ya que como se vio anteriormente, la Ley de Ingresos de la Federación 
para 1995, en su artículo 5o. faculta a la Secretaría de Hacienda a otorgar facilidades 
administrativas a ciertos contribuyentes. 
Ya analizada la fundamentadón expuesta por la autoridad, corresponde 
ahora hacer algunos comentarios, con relación a la motivación o considerandos 
señalados en el mismo Diario Oficial de la Federación, para justificar el 
establecimiento de facilidades administrativas. 
La Secretaría de Hacienda al motivar la expedición de la Resolución 
que otorga facilidades administrativas a los sectores de contribuyentes que en la 
misma se señalan, manifiesta que desde 1990, dicha Secretaría ha concedido a ciertos 
sectores de contribuyentes facilidades administrativas con fundamento, claro esta, en 
las facultades que le han sido conferidas por el Congreso de la Unión, con base en la 
problemática expuesta por los diferentes sectores de contribuyentes del Régimen 
Simplificado. Dicha problemática, consistió básicamente en que el Régimen 
Simplificado, resultó no ser precisamente muy simplificado, tanto es así que fue 
necesario que el Congreso facultara a la Secretaría a expedir las llamadas facilidades 
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administrativas, con el fin de que mediante disposiciones de carácter general se 
facilitara al los Contribuyentes de dicho régimen la comprensión y el cumplimiento de 
sus obligaciones fiscales. 
Dichas resoluciones se empezaron a publicar en el Diario Oficial de la 
Federación desde el año de 1991, ya que como lo menciona la misma Secretaría en 
sus considerandos, para mayor comprensión y claridad de las mismas se estimó 
conveniente darlas a conocer mediante dicho órgano de publicación oficial. 
La Secretaría señala que las facilidades administrativas correspondientes 
al ejercicio de 1993, fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación del 30 de 
marzo de dicho año, y prorrogadas mediante el mismo órgano oficial con fecha 30 de 
marzo de 1994, pero con una vigencia hasta el 31 de Diciembre de 1994. 
Lo anterior es parcialmente cierto ya que tal y como lo menciona la 
Secretaría, las facilidades publicadas para 1993 fueron prorrogadas para 1994, el 30 
de marzo del mismo año, lo que no es verdad, es que la vigencia de dicha prórroga 
culminó el 31 de Diciembre de 1994, ya que en la resolución que prorroga la vigencia 
de la que otorga facilidades administrativas a los sectores de contribuy entes que en la 
misma se señalan, se establece que: 
" lo. Cuando en las reglas contenidas en los capítulos cuya vigencia se 
prorroga, se haga referencia a fechas para el cumplimiento de obligaciones, estas se 
entenderán referidas al presente ejercicio. Tratándose de obligaciones que deban 
cumplirse en el siguiente, se entenderán referidas a 1995."37 
De lo anterior se desprende claramente, que la vigencia de las 
facilidades administrativas publicadas para 1993 y prorrogadas en el referido Diario 
Oficial de la Federación, finalizó el 31 de marzo de 1995, y no el 31 de diciembre de 
1994, como lo menciona la Secretaría en sus considerandos. 
Para robustecer lo anterior cabe señalar que la resolución que otorga 
facilidades administrativas para 1993, tenía una vigencia hasta el 31 de marzo de 1994 
de acuerdo con sus artículos transitorios, por lo tanto al ser prorrogada su vigencia por 
un año más, se entiende que será vigente dicha resolución hasta el 31 de marzo de 
1995. 
Diario Oficial de la Federación del 30 de marzo de 1994. 
Lo anterior sólo indica una falta de técnica y de responsabilidad, por 
parte de la Secretaría al expedir dichas reglas de carácter general. 
Con lo anterior se concluye el estudio y análisis de la fundamentación 
y motivación de las reglas de carácter general, lo cual nos será útil para los siguientes 
puntos de la presente investigación. Sin embargo, para concluir definitivamente este 
punto de la fundamentación y motivación de las reglas de carácter general considero 
conveniente transcribir algunos artículos del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público que se refieren a las reglas de carácter general y que no 
fueron señalados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público al publicar las 
referidas reglas. 
2.4.4. Algunos Artículos del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público relacionados con las Realas de Carácter Gen eral.-
"Artículo 10.- Compete al Procurador Fiscal de la Federación: 
....fracción II.- Formular los provectos de iniciativas de leyes o 
decretos; así como los proyectos de reglamentos, decretos, acuerdos y 
órdenes que el Secretario proponga al Presidente de la República y de las 
demás disposiciones de observancia general, en las materias competencias 
de la Secretaría , así como preparar los proyectos de convenciones sobre 
asuntos hacendarios y fiscales de carácter internacional interviniendo en las 
negociaciones respectivas. 
....fracción XI.- Opinar acerca de la publicación en el Diario 
Oficial de la Federación de las disposiciones de carácter general relativas a la 
materia competencia de la Secretaría v. en su caso, tramitarla; así como 
compilar la legislación y la jurisprudencia en materia competencia de la propia 
Secretaria." 
"Artículo 63.- Compete a la Administración General Jurídica de 
Ingresos: 
... .fracción V I P r o p o n e r , para aprobación superior . el 
establecimiento de reglas generales en relación con las contribuciones 
federales señaladas en la facción II de este artículo, como materia de su 
competencia, y formular el anteproyecto de la resolución que establezca 
reglas generales y otras disposiciones de carácter fiscal en las materias de su 
competencia de las unidades administrativas de la Subsecretaría de 
Ingresos, en coordinación con dichas unidades." 
"Artículo 95.- Compete a la Dirección de Amparos contra leyes: 
...fracción II.- Proponer los términos de los informes previos y 
justificados en los juicios de amparo interpuestos contra leyes, reglamentos,^ 
otras disposiciones de carácter general, proponer la interposición de los 
recursos que procedan , y actuar en estos juicios con las facultades de 
delegados en las audiencias." 
"Artículo 111.- Las Administraciones Generales de Recaudación, 
de Auditoría Fiscal Federal y la Jurídica de Ingresos, contarán con 
Administraciones Locales que tendrán la circunscripción territorial, la sede y 
el nombre que al efecto se señale mediante acuerdo del Secretario. La 
Administración General de Adunadas tendrá aduanas ubicadas conforme a 
este Reglamento y en la Circunscripción que al efecto se señale mediante 
acuerdo del Secretario. 
...C.- Compete a las Administraciones Locales Jurídicas de 
Ingresos, ejercer las facultades siguientes: 
...fracción II.- Aplicar en las materias de su competencia, las 
reglas generales y los criterios establecidos por la Administración General 
Jurídica de Ingresos respecto de los impuestos , derechos, contribuciones de 
mejoras, aprovechamientos y sus accesorios de carácter federal." 
"Artículo 114.- Compete a las Aduanas, dentro de la 
circunscripción territorial que a cada una corresponda, los términos, número, 
nombre y estructura, que en seguida se menciona: 
A. Ejercer las facultades siguientes: 
...fracción XX.- Aplicar en las materias de su competencia, las 
reglas generales y los criterios establecidos por la Administración General 
Jurídica de Ingresos respecto de impuestos, derechos, contribuciones de 
mejoras, aprovechamientos y sus accesorios de carácter federal." 
2.5. Concepto de Reglas de Carácter General. 
Para poder llegar a elaborar un concepto de las reglas de carácter 
general, es necesario antes que nada contestar a las siguientes cuestiones: 
1) ¿Las reglas de carácter general son ley? 
Respuesta: Las reglas de carácter general no son ley, principalmente 
porque, para su creación, no son sometidas al proceso legislativo previsto en la 
Constitución en sus artículos 71 y72. 
2) ¿Las reglas de carácter general son reglamento? 
Respuesta: Las reglas de carácter general, no son reglamento ya que no 
son dictadas por el Presidente de la República. 
3) ¿Las reglas de carácter general son decreto? 
Respuesta: Las reglas de carácter general no son decreto, ya que como 
su nombre lo indica, son de carácter general, en cambio los decretos, están destinados 
a crear una situación jurídica concreta o individual. 
4) ¿ Las reglas de carácter general son acuerdos? 
Respuesta: Las reglas de carácter general no son acuerdos ya que los 
acuerdos son órdenes que un superior gira a un inferior jerárquico para la realización 
de una detenninada actividad, en cambio las reglas de carácter general, no van 
dirigidas a un inferior jerárquico, sino a todas las personas obligadas fiscalmente. 
5) ¿Las reglas de carácter general son circulares? 
Respuesta: Las reglas de carácter general, no son precisamente 
circuíales, ya que éstas son explicaciones dirigidas a los funcionarios públicos, en 
cambio las reglas de carácter general son explicaciones dirigidas a todos aquellos 
obligados por las leyes fiscales. 
¿Entonces que son las reglas de carácter general? 
Las reglas de carácter general, son disposiciones generales que deben ser 
dictadas por el Secretario de Hacienda v Crédito Público. 
Como se puede observar en esta primera definición, no se hace 
referencia a los elementos intrínsecos de las reglas de carácter general (con excepción 
de la generalidad), toda vez que dichas reglas se pueden clasificar en dos grupos 
atendiendo a su naturaleza. 
Anteriormente se expuso que las reglas de carácter general se 
clasificaban en tres grupos atendiendo a la forma en que son publicadas por la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, dividiéndolas por materias. Se mencionó 
que estas podrían ser: 
1) Las aplicables a los impuestos y derechos federales, excepto a los 
relacionados con el comercio exterior. 
2) Las relacionadas con el comercio exterior, y 
3) Las resoluciones que otorgan facilidades administrativas. 
Desafortunadamente dicha clasificación 110 nos sirve para poder 
establecer un concepto de las reglas de carácter general, por lo tanto se hace necesario 
buscar otra clasificación que permita definir dichas reglas. 
La clasificación que servirá de base para definir a las reglas de carácter 
general, atenderá a su naturaleza, es decir que partiendo de sus elementos intrínsecos 
las reglas de carácter general se dividen en las siguientes categorías: 
1) Reglas de carácter general que explican aclaran o interpretan 
obligaciones fiscales. 
2) Reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales. 
Veamos el concepto de cada una de ellas: 
r 
Reglas de carácter general que explican aclaran o 
Interpretan obligaciones fiscales.- Son aquellos actos formal y 
materialmente administrativos dictados por el Secretario de Hacienda y 
Crédito Público que tienen por objeto mejorar el cumplimiento de sus 
facultades fiscales a las autoridades, mediante la explicación, aclaración 
e interpretación a los contribuyentes de sus obligaciones fiscales, 
establecidas en lev. 
Desglose de la definición.-
a) Son actos formalmente administrativos, porque provienen del 
Secretario de Hacienda en uso de sus facultades indelegables. 
b) Son actos materialmente administrativos, ya que tienen por objeto 
mejorar el cumplimiento de las facultades de las autoridades mediante la asistencia al 
contribuyente, explicándoles y aclarándoles sus dudas, con relación a sus obligaciones 
fiscales. 
c) Son dictadas por el Secretario de Hacienda y Crédito Público, de 
acuerdo a lo establecido por el artículo 6 del Reglamento Interior de la Secretaría. 
d) La finalidad de mejorar el cumplimiento de las facultades de las 
autoridades mediante la explicación, aclaración y en su caso interpretación a los 
contribuyentes de sus obligaciones fiscales, se desprende claramente del artículo 33 
fracción I inciso g) del Código Fiscal de la Federación. 
e) Las obligaciones fiscales que se explican, aclaran o interpretan deben 
de ser las establecidas en ley, entendiendo por ley, las manifestaciones de la voluntad 
generales, abstractas e impersonales que crean, modifican o extinguen situaciones 
generales futuras. Dicha manifestación de la voluntad debe de provenir, ya sea del 
poder legislativo, mediante el proceso legislativo, o del Presidente de la República en 
uso de su facultad reglamentaria. 
^ 
Reglas de carácter general que alteran obligaciones 
fiscales.- Son aquellos actos formalmente administrativos v materialmente 
legislativos, dictados por el Secretario de Hacienda v Crédito Público, 
mediante los cuales se crean, modifican o extinguen obligaciones fiscales 
establecidas en lev. 
Desglose de la definición..-
a) Son actos formalmente administrativos porque son dictados por el 
Secretario de Hacienda y Crédito Público ejerciendo una facultad indelegable. 
b) Son actos materialmente legislativos porque modifican o extinguen 
obligaciones fiscales establecidas en ley, y además porque crean obligaciones 
generales, abstractas e impersonales. 
c) Son dictadas por el Secretario de Hacienda y Crédito Público, de 
acuerdo a lo establecido por el artículo 6 del Reglamento Interior de la Secretaría. 
d) Modifican o extinguen obligaciones fiscales establecidas en ley, 
entendiendo por ley aquellas que lo son desde un punto de vista material, es decir 
actos dispositivos, generales abstractos e impersonales, provenientes del Poder 
Legislativo o del Presidente de la República, en uso de su facultad reglamentaria. 
Las reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales, se 
pueden dividir a su vez en dos subgrupos. 
a) Reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales con 
apoyo en la ley. 
b) Reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales sin apoyo 
en la ley. 
Las reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales con 
apoyo en la lev, son aquellas que se prevén en la misma lev, es decir que el legislador, 
le confiere a la Secretaría de Hacienda v Crédito Público, la facultad de terminar, 
detallar o perfeccionar el precepto, que ha dejado incompleto el legislador Por 
ejemplo el artículo 16-A del Código Fiscal de la Federación establece en su último 
párrafo: 
" Las operaciones financieras derivadas a que se refiere este artículo 
serán las que se efectúen con los instrumentos, en los mercados y con las condiciones 
que al efecto establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante reglas 
de carácter general."38 
En concordancia con lo anterior, la resolución que establece para 1995 
reglas de carácter general aplicables a los impuestos y derechos federales, excepto a 
los relacionados con el comercio exterior, señala en la regla 11 lo siguiente: 
"11. Se consideran operaciones financieras derivadas en los términos del 
artículo 16-A del Código Fiscal de la Federación, las que conforme a las prácticas 
comerciales generalmente aceptadas se efectúen con instrumentos conocidos 
mercantilmente bajo el nombre de futuros, opciones, coberturas y swaps, que realicen 
en los mercados señalados en la regla 12 de esta resolución , siempre que cumplan 
con las condiciones que en la misma se señalan."39 
Código Fiscal de la Federación 
Resolución que establece para 1995 reglas de carácter general aplicables a los impuestos 
derechos federales , excepto a los relacionados con el comercio exterior. 
Por otra parte tenemos que las reglas de carácter general que alteran 
obligaciones fiscales sin apovo en lev, son aquellas que establece la Secretaría de 
Hacienda v Crédito Público, sin que hava algún precepto en la lev, que le autorice a 
alterar alguna disposición legal. Por ejemplo la regla 48 de la resolución que establece 
para 1995 reglas de carácter general aplicables a los impuestos y derechos federales, 
excepto a los relacionados con el comercio exterior señala : 
"48. Los contribuyentes que cuentcn con máquinas registradoras de 
comprobación fiscal, deberán marcar en los comprobantes que emitan dichas 
máquinas, las cantidades de que se trate en nuevos pesos, debiendo anotar el punto 
decimal en forma manual, además deberán anteponer el signo "N" , hasta en tanto los 
fabricantes o importadores efectúan en cambio que corresponda. 
Los fabricantes o importadores de las máquinas a que se refiere esta 
regla, deberán realizar el cambio que corresponda para que en los comprobantes que 
expidan las referidas máquinas se expresen las cantidades en nuevos pesos y 
centavos." 
Como se puede observar, en este regla no se hace referencia a ningún 
artículo de la ley, ya que en ninguna parte se faculta a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público ha crear esta obligación fiscal. 
Es importante aclarar que las reglas de carácter general que alteran 
obligaciones fiscales, son a todas luces ilegales, independientemente que sean de las 
que cuentan con apovo en lev, o de las que no cuentan con apoyo en ley ya que el 
legislativo no puede delegar en una Secretaría su facultad legislativa, por lo tanto, la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público al expedir las reglas de carácter general que 
alteran obligaciones fiscales, esta violando la Constitución al expedir actos 
materialmente legislativos, sin estar facultada constitucionalmente, transgrediendo así 
el principio de separación de poderes y el principio de preferencia de la ley, 
consagrado en el artículo 72 Inciso f ) de la Constitución, que establece que en la 
interpretación, reforma, o derogación de las leyes o decretos, se observarán los 
mismos trámites establecidos para su formación, es decir los trámites establecidos en 
el propio 72 constitucional. 
Tampoco se debe dejar de pasar por alto el principio de reserva de ley, 
en el sentido de que las obligaciones fiscales deben de estar establecidas única y 
exclusivamente en ley, tal y como lo previene el artículo 31 fracción IV de la misma 
Constitución, al establecer como obligación de los mexicanos, el contribuir al gasto 
público, así de la Federación como del Estado y Municipio en que residan, de la 
manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 
De todo lo anterior se desprende que las únicas reglas de carácter 
general, que se encuentran en armonía con la ley y con la Constitución, son las reglas 
de carácter general, que explican, aclaran o interpretan disposiciones fiscales, 
siempre y cuando se limiten a esto sin alterar las disposiciones fiscales. 
La afirmación anterior parece entrar en contradicción, con lo establecido 
en el inciso f) del artículo 72 Constitucional que establece que en la interpretación, 
reforma, o derogación de las leyes o decretos se observarán los mismos trámites 
establecidos para su formación. Tal contradicción es sólo aparente ya que a la 
interpretación a la que se esta refiriendo el constituyente es la llamada interpretación 
auténtica, la cual definitivamente tiene que ser hecha por el mismo legislador y 
siguiendo los mismos procedimientos establecidos para la creación de la Ley. 
Para explicar lo anterior, se tomarán como apoyo las palabras del 
Maestro Eduardo García Maynes, al tratar de explicar la inteipretación, en su libro de 
Introducción al Estudio del Derecho. 
" .. .Interpretar es desentrañar el sentido de una expresión. Se 
interpretan, las expresiones, para descubrir lo que significan. La expresión es un 
conjunto de signos; por ello tiene significación...." 
"....Interpretar la ley es descubrir el sentido que encierra. La ley aparece 
ante nosotros como una forma de expresión. Tal expresión suele ser el conjunto de 
signos escritos sobre el papel, que forman los "artículos" de los Códigos..." 
"....Interpretar no es labor exclusiva del juez; cualquier persona que 
inquiera el sentido de una disposición legal puede realizarla. Pero la calidad del 
intérprete no es indiferente, al menos desde el punto de vista práctico, porque no toda 
interpretación es obligatoria. Así, por ejemplo, si el legislador mediante una ley, 
establece en qué forma ha de entenderse un precepto legal, la exégesis legislativa 
obliga a todo el mundo, precisamente porque su autor, a través de la norma secundaria 
interpretativa, así lo ha dispuesto. Si es el juez quien interpreta un precepto, a fin de 
aplicarlo a un caso concreto, esa interpretación no adquiere obligatoriedad general, 
pero sirve, en cambio, de base a una norma individualizada; el fallo que en la especie 
se dicte. Si un abogado, o un particular cualquiera, interpretan una disposición 
legislativa, su interpretación (correcta o incorrecta) tiene un simple valor doctrinal y, 
por ende a nadie obliga. 
En el primer caso háblase de una interpretación auténtica; en el 
segundo, de interpretación judicial o jurisprudencial, y, en el tercero, de interpretación 
doctrinal o privada. Las dos primeras tienen, en cambio, carácter oficial o público."40 
Como se puede observar, García Maynes no se refiere específicamente a 
la interpretación que puede hacer la Secretaría de Hacienda mediante reglas de 
carácter general, sin embargo sí nos da los elementos necesarios para poder analizar la 
clase de interpretación que puede realizar la Secretaría. 
En primer lugar tendremos que determinar, a cual de las tres clases de 
interpretación se asemejan más las interpretaciones de la ley hechas mediante reglas 
de carácter general. 
x 
¿Se asemejan mas a la interpretación auténtica? La respuesta es que no, 
ya que la interpretación auténtica, es la que hace el mismo legislador. 
¿Se asemejan a la interpretación judicial? Tampoco se asemejan a la 
interpretación judicial ya que la interpretación judicial, debe ser hecha por una 
autoridad judicial y solamente es obligatoria para el caso concreto que se juzga, 
aunque pude ser obligatoria para otros casos cuando se crea la jurisprudencia. 
Eduai do García Maynez. "Introducción id Estudio del Derecho". págs.325 a 330 
¿Se asemeja entonces a la interpretación privada? Efectivamente, es más 
parecida la interpretación que hace la autoridad y que da a conocer mediante reglas de 
carácter general, a la denominada interpretación privada, ya que consiste en la 
interpretación que de la ley hacen las autoridades fiscales, con el fin de proporcionar 
asistencia al contribuyente y así facilitarles a los contribuyentes el cumplimento de 
sus obligaciones, lo que repercutirá en un beneficio para las autoridades, al facilitarles 
el cumplimiento de sus facultades. 
Con lo anterior no se quiere decir que sean iguales los dos tipos de 
interpretación, ya que la interpretación privada no se publica en ningún órgano 
oficial, en cambio las reglas de carácter general sí se publican en el Diario Oficial de 
la Federación, sin embargo el hecho de que se publiquen el Diario Oficial, no nos 
autoriza a pensar que por ese solo hecho se trate de una interpretación auténtica, o 
que debe de considerarse como una interpretación obligatoria. 
El hecho de que la ley sea interpretada por autoridades fiscales, genera 
una presunción humana (no legal) en el sentido de que la interpretación hecha por 
personas que se encuentran iiunersas en el ámbito fiscal, es un interpretación correcta, 
sin embargo, no deja de ser una presunción humana que definitivamente admite 
prueba en contrario ya que la autoridad no está exenta de cometer errores al momento 
de interpretar la norma jurídica. 
Para apoyar el anterior criterio basta señalar que para dar asistencia al 
contribuyente es necesario en ocasiones interpretar la ley, y que una forma en que la 
autoridad da asistencia al contribuyente interpretando la ley la podemos encontrar en 
el artículo 34 del Código Fiscal de la Federación que a la letra dice: 
"Art. 34. Las autoridades fiscales sólo están obligadas a contestar las 
consultas que sobre situaciones reales y concretas les hagan los interesados 
individualmente; de su resolución favorable se derivan derechos para el particular, en 
los casos en que la consulta se haya referido a circunstancias reales, y concretas y la 
resolución se haya emitido por escrito por autoridad competente para ello." 
De lo anterior se desprende, que cuando un particular tenga una duda 
sobre como interpretar una ley que se debe aplicar a su caso concreto, puede hacer 
una consulta por escrito a la autoridad competente, y la autoridad deberá resolver 
dicha consulta siempre y cuando se trate de situaciones reales y concretas. ¿Pero qué 
pasa cuando al contestarse la consulta por escrito, el contribuyente estima que la 
interpretación que de la ley hizo la autoridad se desprenden agravios en su perjuicio, 
por no haberse interpretado correctamente la ley? 
Cuando eso sucede, el contribuyente puede demandar a la autoridad ante 
el Tribunal Fiscal de la Federación, impugnando en juicio de nulidad la respuesta que 
se le dio a la consulta planteada, lo anterior con fundamento en el artículo 23 fracción 
IV de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, que establece que: 
"Art. 23. Las Salas Regionales conocerán de los juicios que se inicien 
contra las resoluciones definitivas que se indican a continuación: 
....Fracción IV.- Las que causen un agravio en materia fiscal, distinto al 
que se refieren las materias anteriores;... 
Lo anterior indica que el legislador ha considerado que la interpretación 
que una autoridad fiscal realice, al contestar una consulta, puede ser errónea y por lo 
mismo perjudicar al contribuyente, causándole algún agravio, por lo que pone en 
manos del contribuyente el juicio de nulidad, como un medio de defensa que le 
permita protegerse de la incorrecta interpretación que de la ley haya podido hacer la 
autoridad fiscal. 
Por lo tanto, no es ilógico pensar que las autoridades fiscales pueden 
cometer errores al momento de interpretar la ley. 
Por otra parte y volviendo al tema de las reglas de carácter general, no 
existe en la ley ni el la Constitución , disposición alguna que nos autorice a pensar 
que la interpretación que de la ley hacen las autoridades fiscales mediante reglas de 
carácter general, sea una interpretación obligatoria, ya que las únicas interpretaciones 
generalmente obligatorias, son las realizadas por el legislador mismo y plasmadas en 
una ley en sus sentidos material y formal. 
Por lo tanto se puede llegar válidamente a la conclusión de que las 
autoridades fiscales, pueden mediante reglas de carácter general, y con el fin de 
proporcionar asistencia al contribuyente, interpretar algunas disposiciones 
establecidas en la ley, pero dicha interpretación, no tiene de ninguna manera el 
carácter de obligatoria, ni puede desprenderse de ella alguna alteración a las 
obligaciones fiscales previstas en ley. 
2.6. El Problema de la Constitucionalidad de las Obligaciones Fiscales 
creadas o modificadas por las Reglas de Carácter General.-
Tal y como ya se ha señalado anteriormente, existen reglas de carácter 
general, que crean y alteran obligaciones fiscales. 
Algunas veces el mismo legislador, establece que para cumplir con 
determinada obligación es necesario satisfacer los requisitos que establezca la 
Secretaría de Hacienda mediante Reglas de Carácter General. 
En otras ocasiones las reglas de carácter general, crean o alteran 
obligaciones en materia fiscal sin contar con ningún antecedente en la ley que faculte 
a la Secretaría de Hacienda a imponer obligaciones mediante reglas de carácter 
general. 
De tal suerte que los mexicanos nos encontramos sujetos a obligaciones 
en materia fiscal, que se localizan en la Constitución, en leyes ordinarias que pueden 
ser federales, y estatales, en reglamentos dictados por el Presidente de la República y 
en reglas de carácter general dictadas por el Secretario de Hacienda y Crédito Público. 
No cabe duda de que entre más ordenamientos encontremos que de 
manera dispersa regulen las obligaciones fiscales, más difícil será para los 
contribuyentes el poder entender sus obligaciones en materia tributaria y más factible 
será el que se incurra en su incumplimiento. 
De lo anterior se desprende lo inconveniente que resulta, que además de 
que existan obligaciones fiscales en leyes y en reglamentos, se establezcan dichas 
obligaciones en otro tipo de reglas de carácter general. 
Será conveniente iniciar con el estudio del problema de la 
constitucionalidad de las obligaciones fiscales creadas o modificadas mediante las 
reglas de carácter partiendo de los comentarios que hace el Lic. Sergio Francisco de la 
Garza al definir a las circulares como fuente del derecho Financiero. 
" Las Circulares "son comunicaciones o avisos expedidos por los 
superiores jerárquicos en la esfera administrativa, dando instrucciones a los 
inferiores sobre el régimen interior de las oficinas, o sobre su funcionamiento en 
relación con el público, o para aclarar a los inferiores la inteligencia de 
disposiciones legales ya existentes; pero no para establecer derechos o imponer 
restricciones a ellos." Lo anterior según la SCJN. 41 
Del análisis de varias sentencias de la SCJN y del TFF pueden 
desprenderse las siguientes características de las circulares: 
a) Son actos formalmente administrativos; tienen la estructura de un 
reglamento; pues contienen disposiciones generales abstractas e impersonales. 
b) En materia financiera son expedidas por Secretarios de Estado, 
Subsecretarios y Directores de las Secretarías relacionadas con dicha materia. 
c) Su finalidad ha sido expresada en las siguientes formas: tienden a 
cumplimentar la ley, pues contienen exclusivamente explicaciones enderezadas a 
orientar a los funcionarios de la administración , tratándose de instructivos u 
opiniones de los superiores jerárquicos administrativos;42 son disposiciones 
superiores que sólo obligan a las autoridades inferiores y que tienen el carácter de 
disposiciones de aplicación interna y limitada, en que se contienen instrucciones de 
los superiores jerárquicos en la esfera administrativa a sus inferiores, así como del 
régimen interno de sus oficinas o de aclaraciones para le debida inteligencia de las 
disposiciones legales ya existentes, teniendo por objeto aclarar dichas disposiciones 
43 
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d) No tienen ni pueden tener el carácter de disposiciones legislativas 
autónomas y los actos de las autoridades que se fundan en ellas importan una 
violación a los artículos 14 y 16 constitucionales.44 
e) Están regidas por el principio de la reserva de ley, deben limitarse a 
la ejecución de una norma contenida en la ley; no deben invocar materia reservada a 
la ley en sentido formal.45 
j) También están regidas por el principio de la preferencia de la ley, en 
cuanto que no puedan contradecir válidamente las disposiciones legales. 
g) Deben clasificarse en dos términos diversos, comprendiéndose en 
unos regla general, las que consignan instrucciones de los superiores jerárquicos en 
la esfera administrativa a los inferiores, acerca del régimen interior de las oficinas, 
de su funcionamiento en relación con el público o de aclaraciones para la debida 
inteligencia de las disposiciones legales ya existentes, mediante las cuales no se 
pueden establecer derechos ni imponer restricciones al ejercicio de ellos; y en el otro 
término, quedan incluidas las que tienen el carácter de disposiciones de carácter 
general, siendo verdaderas normas reglamentarias de las leves "46 
h) En cuanto a su eficacia es indispensable que no hayan sido dictadas 
para un grupo de destinatarios, sino como una disposición de carácter genera! y que 
se hayan publicada en el Diario Oficial de la Federación.47 
i) El TFF sostuvo que "cuando no se trate de crear obligaciones o 
cargas sino de fijar normas para los particulares, a las que éstos se sometan 
voluntariamente, sin objetar su inconformidad respecto de la ley, las autoridades que 
han dictado las circulares no pueden desconocerlas, cuando sean invocadas por los 
particulares. Si las estiman contrarias a la ley deben derogarlas, pero mientras no 
sean derogadas, están jurídicamente obligados a aceptarlas ...Las circulares no 
pueden afectar los intereses de los particulares, pero cuando éstos no las objetan y en 
cambio se someten voluntariamente a ellas, y las invocan en su beneficio, no pueden 
ser desconocidas por la autoridad.49 
44 Apendice 1965 al SJF, 1 parte, tesis No. 40, SJF, VI Época, vol. CXXIII, 3 parte, p. 11. 
43 RTFF, tesis del Pleno 1937-1948, p. 88. 
46 RTFF, tesis del Pleno 1937-1948, p. 85. 
47 RTFF, tesis del Pleno 1937-1948, pp. 83 y 88 
41 RTFF, tesis del Pleno 1937-1948, p. 510; ver Fernández y Cuevas, J.M. Impuesto sobre 
la Renta al 10E, pp. 38-43. 
Lo anterior equivale a reconocerles el carácter de fuentes de derecho 
en favor de los particulares que se someten a ellas y que las invoquen. Parecida tesis 
ha sido sostenida por el ler. TCMA ler. C. , al expresar que "aunque una circular 
de la Secretaría de Hacienda no puede modificar una ley, si esa circular es aplicada 
a un causante, puede legalmente establecer para él una situación legal favorable. 
Pero si esa situación favorable está sujeta a ciertas condiciones, el causante no puede 
pretender aprovechar la situación que le resulte más favorable que la ley rechazando 
las condiciones que en el circular estima onerosas, para disfrutar aquellas 
situaciones favorables, sin satisfacer estas condiciones, pues lo que en todo caso 
podría exigir es la aplicación estricta de la ley. "49 
j) Las circulares son ineficaces para imponer cargas a los particulares, 
por sí solas lo que da sentido a la tesis de la SCJN de que los actos de las 
autoridades que se fundan en ellas entendiendo que solamente en ellas y no en la 
forma legal importan una violación de los artículos 14 y 16 constitucionales.50 
En ¡as anteriores circunstancias, podemos sostener que en el Derecho 
Financiero han sido fuente de Derecho, ininterrumpidamente ¡as circulares que han 
trascendido a la esfera meramente administrativa de ¡a Administración y han sido 
publicadas en el Diario Oficial. 
El ler. TC.MAler.C, ha sostenido que las circulares a que se refiere el Art. 82 
del C.F.F. de 1967y que disponía no producirán efectos fiscales, son las simples circulares 
expedidas por los funcionarios fiscales; pero que si se trata de una circular publicada en el 
DOF, tal situación le da fuerza y calidad de obligatoriedad y de observancia general, en ios 
términos previstos en los art. 3 y 4 del CCDF, por lo que debe concluirse que dicha circular 
si crea derechos y obligaciones para los particulares.31 
49 SJF, VII Época, vol. XXX, 6 parte, p. 29, AD DA-559/69, Martha R. de González 
Zorrillla, 11-V1-71 
50 RTFF, año XXXI, ns362-372, 2 parte, p. 219; Apéndice 1965 al SJF, 1 parte, tesis No. 40 
51 SJF, VII Época, vol. 91-96, lerTCMAlerC, 6 parte, p.92, Mayo, Act. Adm. VI, tesis 
5615, p.768. 
El CFF ¡98i (Art. 35) dispone que los funcionarios fiscales facultados 
debidamente, podrán mediante instructivos, dar a conocer a las diversas 
dependencias el criterio que deberán seguir en cuanto a la aplicación de las 
disposiciones fiscales. De dichos instructivos no nacen obligaciones para los 
particulares y únicamente derivarán derechos de los mismos cuando se publiquen en 
el Diario Oficial de la Federación. 
Así pues, las circulares, a las que el CFF 1981 llama instructivos que 
contienen criterios, es decir, órdenes o instrucciones de funcionarios fiscales 
superiores a los inferiores y que se publican en el D.O.F. sí tienen el carácter de 
fuente de derecho.102 
Esto es lo que el Licenciado Sergio Francisco de la Garza expresa en su 
libro de Derecho Financiero para explicar lo que son las circulares. Se considera 
conveniente iniciar el estudio de las reglas de carácter general, con la explicación que 
el mencionado autor da de las circulares porque hay un momento en el que se 
confunde a las circulares con las reglas de carácter general y a partir de ese momento, 
De la Garza comienza a referirse a las reglas de carácter general en vez de las 
circulares. 
Al principio de su exposición De la Garza señala que las circulares son 
comunicaciones expedidas por un superior jerárquico, en donde da instrucciones a sus 
inferiores, sobre el régimen interno de las oficinas, sobre el funcionamiento en 
relación con el público o para aclarar la inteligencia de disposiciones legales ya 
existentes, pero no para establecer derechos o imponer restricciones a ellos. 
Hasta ese punto estamos de acuerdo con de la Garza ya que claramente 
establece que las circulares no pueden crear ni derechos ni obligaciones. 
Posteriormente el referido autor comienza a explicar las características de las 
circulares que se desprenden de un análisis de diversas tesis jurisprudenciales, y del 
inciso a) al inciso f) se refiere a las características de las circulares, pero a partir del 
inciso g) comienza a confundir a las reglas de carácter general con las circulares, al 
extremos de que a partir de dicho inciso, comienza a referirse a las reglas de carácter 
general en vez de a las circulares. 
32 Sergio Francisco de la Garza. "Derecho Financiero Mexicano", p. 47-49 
En el inciso g) De la Garza señala que las circulares deben clasificarse 
en dos términos diversos, comprendiéndose en uno a las instrucciones que dentro de 
la esfera administrativa le comunica un superior a sus inferiores jerárquicos, sin crear 
ni modificar derechos ni obligaciones, v por en el otro término, quedan incluidas las 
que tienen el carácter de disposiciones de carácter general, siendo verdaderas normas 
reglamentarias de las leves. 
A partir de este momento inicia la confusión entre circulares y reglas de 
carácter general ya que con la anterior clasificación se pretende considerar a ambas 
como circulares, lo cual es totalmente falso, ya que las circulares son únicamente las 
comprendidas en el primer grupo, son disposiciones perfectamente constitucionales y 
necesarias para la buena marcha de la Administración Pública. 
Pero las reglas comprendidas en el segundo término, no son circulares 
sino reglas de carácter general, las cuales tienen una finalidad muy distinta a la de las 
circulares ya que las circulares no pueden crear ni modificar derechos ni obligaciones 
para los ciudadanos, en cambio las reglas de carácter general tienen como 
característica, de acuerdo con lo señalado por De la Garza con base en la tesis 
jurisprudencial que invoca, que son verdaderas normas reglamentarias de leyes, con 
lo que da a entender que origina derechos y obligaciones con la finalidad de completar 
o perfeccionar a las leyes. 
Como se mencionó anteriormente, a partir del inciso g) De la Garza 
empieza a referirse a las reglas de carácter general y no a las circulares y señala que 
para su eficacia es necesario que sean generales y que se hayan publicado en el Diario 
Oficial de la Federación, lo cual es falso tratándose de verdaderas circulares ya que en 
ninguna parte se establece en ley que las circulares deban de publicarse en el Diario 
Oficial, lo cual es lógico ya que no deben engendrar ni derechos ni obligaciones, por 
lo tanto se debe de tratar de comunicaciones que no trasciendan al gobernado. 
Sólo hay un artículo que sí establece que los criterios que las 
autoridades fiscales comuniquen a sus dependencias, deberán de publicarse en el 
Diario Oficial cuando de ellos se deriven derechos para los particulares y es 
precisamente en artículo 35 del Código Fiscal de la Federación que a la letra dice: 
"Artículo 35. Los funcionarios fiscales facultados debidamente podrán 
dar a conocer a las diversas dependencias el criterio que deberán seguir en cuanto a la 
aplicación de las disposiciones fiscales, sin que por ello nazcan obligaciones para los 
particulares y únicamente derivarán derechos de los mismos cuando se publiquen en 
el Diario Oficial de la Federación." 
Por el momento y para efectos de este tema del problema de la 
constitucionalidad de la creación o modificación de las obligaciones fiscales, dicho 
artículo nos sirve para demostrar que los criterios que las autoridades fiscales den a 
conocer a sus inferiores jerárquicos no pueden crear obligaciones para los particulares 
ni siquiera cuando se publiquen en el Diario Oficial de la Federación, lo que da a 
entender también que no todos los criterios deben de publicarse en el Diario Oficial de 
la Federación, lo cual es verdad ya que no es extraño para la administración pública el 
emitir criterios llamados muchas veces "normatividad" cuyo contenido no debe darse 
a conocer fuera de la administración pública (En muchas ocasiones en una misma 
Secretaría sólo un grupo selecto de autoridades tienen acceso a la información de 
dichos criterios) pero sin embargo dichos criterios de orden interno deben de ser 
observados por las autoridades, es decir que sí pueden generar obligaciones para las 
autoridades más no para los particulares. 
Más adelante volveremos al artículo 35 del Código Fiscal de la 
Federación para hacer algunos comentarios relacionados con los derechos que se 
pueden otorgar a los particulares mediante la comunicación de ciertos criterios que se 
publiquen en el Diario Oficial de la Federación. 
Sergio Francisco de la Garza ya casi para concluir con su exposición 
señala que en el Derecho Financiero han sido fuente ininterrumpidamente las 
circulares que han trascendido a la esfera meramente de la Administración y han sido 
publicadas en el Diario Oficial. 
Con lo anterior estamos en desacuerdo ya que no se puede llamar 
circulares a resoluciones que trascienden a la esfera de la Administración Pública. 
Una vez aclarado lo anterior es conveniente ahora hacer referencia a 
algunos artículos de la Constitución mediante los cuales pretendemos demostrar la 
inconstitucionalidad de las obligaciones creadas y/o modificadas por las reglas de 
carácter general. 
En primer término tenemos al artículo 72 inciso f) de la Constitución en 
donde se establece que "En la interpretación, reforma o derogación de las leyes , se 
observarán los mismos trámites establecidos para su formación." Con lo anterior se 
consagra el principio de primacía de la Ley, en cuanto no pueden alterar válidamente 
las disposiciones legales, de donde se desprende que una obligación establecida en ley 
no puede ser modificada por otro acto que no sea del Poder Legislativo y siguiendo 
los mismos pasos y procedimientos que se siguieron para la elaboración de la ley, es 
decir siguiendo el procedimiento legislativo previsto en el 72 Constitucional. 
En segundo término tenemos el artículos 31 fracción IV constitucional, 
en donde se consagra el principio de "reserva de ley" en materia impositiva al 
establecer que es obligación de los mexicanos "Contribuir al gasto público, así de la 
federación como del Estado y municipio y Distrito Federal en que residan, de la 
manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes." 
Tal y como se ha mencionado anteriormente, la Constitución claramente 
establece que la manera en que se contribuirá al gasto público será determinada por el 
Poder Legislativo ya que textualmente dice L E Y E S , con lo cual se puede afirmar 
que al igual que el derecho penal, el derecho fiscal o tributario gozan del llamado 
principio de reserva de ley que consiste en que hay materias que expresamente la 
constitución reserva a la ley y por lo tanto no pueden ser ni siquiera materia de un 
Reglamento. 
Y si el Reglamento es el único supuesto que contempla la Constitución 
para realizar actos materialmente administrativo, y de acuerdo con la constitución la 
materia fiscal no debe estar regulada por Reglamento alguno, a mayoría de razón las 
reglas de carácter general no pueden ni deben regular dicha materia impositiva ya que 
además ni siquiera están previstas constitucionalmente como mecanismos para crear 
actos materialmente legislativos. 
En este momento es importante aclarar que a pesar de que la materia 
fiscal esta llena de Reglamentos como lo son entre otros los de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta, Ley del I V.A. y Ley del Impuesto al Activo, seguimos pensando que 
dichos reglamentos son inconstitucionales ya que establecen de una u otra formq la 
manera en que debemos contribuir al gasto público y como ya se señaló líneas arriba 
dicha facultad esta constitucionalmente reservada al Congresos de la Unión. 
Ahora bien, no cabe duda que la materia impositiva es muy dinámica y 
que requiere de cambios y ajustes rápidos, algunos de ellos tan rápidos como puede 
ocurrir en el ámbito aduanero, por lo que se hace necesario el reglamento para que así 
el Presidente de la República pueda modificar algunas disposiciones de una forma 
más rápida que si se siguiera el procedimiento legislativo que por su naturaleza es más 
lento. -
No obstante lo anterior y desde el punto de vista constitucional el 
Reglamento en cualquier materia fiscal es inconstitucional aunque desde el punto de 
vista práctico se justifique su existencia. De hecho actualmente pocos consideran a 
dichos reglamentos inconstitucionales ya que estamos muy acostumbrados a su 
presencia, sin embargo no dejan de ser inconstitucionales a la luz del texto de la 
Constitución tal y como actualmente está redactado el artículo 31 fracción IV. 
Con lo anterior se pretende demostrar que si el mismo reglamento es 
inconstitucional cuando establece la manera de contribuir, con mayor razón lo serán 
las reglas de carácter general, las cuales no encuentran sustento alguno en la Caita 
Magna para realizar actos legislativo ni en la materia fiscal ni en ninguna otra materia. 
Por otra parte tenemos al artículo 14 Constitucional que expresamente 
señala que: 
" Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades 
o posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y 
conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho." 
Como se puede observar de dicho artículo se desprende también que las 
obligaciones que se impongan a los ciudadanos deben de estar establecidas en ley, ya 
que de lo contrario ningún acto de privación de la propiedad o posesiones entre otros 
se podrá llevar a cabo de acuerdo con la Constitución, si no es con fundamento en las 
leyes expedidas con anterioridad al hecho, nótese como la Constitución se refiere a 
leyes exclusivamente no dice reglamentos ni circulares ni nada parecido. 
Por último tenemos al artículo 49 de la propia Constitución que a la 
letra dice: 
"ARTÍCULO 49.- El Supremo Poder de la Federación, se divide para 
su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 
No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o 
corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades 
extraordinarias al Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto en el artículo 29, En 
ningún caso salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán 
facultades extraordinarias para legislar". 
De lo anterior se desprende que existen tres poderes y que al que le 
corresponde legislar es al Legislativo y que excepcionalmente lo podrá hacer el 
Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto por los artículos 29 y 131 de la propia 
Constitución en uso de facultades extraordinarias. Así que no siendo las reglas de 
carácter general que crean o modifican obligaciones fiscales, actos que el Ejecutivo 
emita en uso de las facultades extraordinarias previstas por el artículo 49 
constitucional, se puede deducir fácilmente que dichas reglas quebrantan el principio 
de la División de Poderes infringiendo simultáneamente a la Constitución. 
En consecuencia se puede señalar que las reglas de carácter general que 
crean y modifican las obligaciones fiscales son inconstitucionales porque violan 
algunos principios consagrados en nuestra Carta Magna como lo son: El principio de 
legalidad, el principio de preferencia de la ley, el principio de la reserva de ley y el 
principio de la división de poderes. 
2.1. El Problema de la Constitucionalidad de los Derechos Fiscales 
creados o modificados por las Reglas de Carácter General.-
E1 problema de la constitucionalidad de los derechos fiscales creados o 
modificados por las reglas de carácter general, no difiere mucho del planteamiento 
que se hace en el punto anterior relativo a la constitucionalidad o inconstitucionalidad 
de las obligaciones que son creadas o modificadas por las reglas de carácter general. 
Siendo éstas dos cuestiones tan parecidas, cabe señalar que los mismos 
argumentos que sirvieron de base para demostrar la inconstitucionalidad de las reglas 
de carácter general que crean o modifican obligaciones fiscales, son aplicables a 
aquéllas reglas de carácter general que crean o modifican derechos en materia 
tributaria, por lo que en obvio de repeticiones innecesarias se tienen por reproducidas 
en este punto. 
Lo expresado anteriormente es lógico, ya que sostener que las reglas de 
carácter general que establecen derechos fiscales son constitucionales, resultaría a 
todas luces incongruente con lo señalado para demostrar la inconstitucionalidad de las 
reglas que establecen o modifican obligaciones fiscales. 
Si ha quedado claro que las reglas de carácter general que crean o 
modifican obligaciones fiscales son inconstitucionales, porque quebrantan principios 
fundamentales consagradas en nuestra Constitución, como lo son los principios de 
legalidad, de reserva de ley, de primacía o preferencia de la ley y el de división de 
poderes. Lo mismo se puede y se debe decir con respecto a las reglas de carácter 
general que establecen o modifican derechos fiscales, ya que dichas reglas violan 
exactamente los mismos principios constitucionales mencionados anteriormente y no 
hay ninguna razón para considerar lo contrario desde el punto de vista constitucional. 
Efectivamente las reglas de carácter general que establecen o crean 
derechos en materia fiscal violan: 
a) El Principio de Legalidad, ya se trata de actos que, como se ha 
demostrado anteriormente no pueden ser considerados como ley. 
b) El Principio de Reserva de Ley, ya que de acuerdo con el artículo 31 
fracción IV constitucional sólo por lev se establecerá la manera en que los mexicanos 
deberán de contribuir al gasto público. Si consideramos que al regularse la manera de 
contribuir, se establecen derechos y obligaciones, necesariamente tendremos que 
concluir que al establecerse derechos para los contribuyentes, también se está 
regulando la manera de contribuir al gasto público, y la regulación de la manera de 
contribuir debe estar establecida en ley, es decir en actos formal y materialmente 
legislativos, (Sólo mediante una interpretación muy forzada se podría admitir que el 
Reglamento también pueda regular la manera de contribuir), pero no siendo las reglas 
de carácter general actos legislativos, representan una violación al principio de 
reserva de ley cuando establecen derechos y obligaciones. 
Además no debemos olvidar que toda norma jurídica es bilateral y que 
al establecer derechos, impone también obligaciones correlativas, de tal forma que 
todo derecho que se consigne en una regla de carácter general necesariamente tiene 
como correlativo una obligación así que de una u otra forma, también al establecer 
derechos se imponen obligaciones y no se establecen en una ley sino en reglas de 
carácter general infringiendo así el principio de reserva de ley. 
c) El Principio de Primacía o Preferencia de la Ley, ya que al crear 
derechos indefectiblemente se está reformando a la ley mediante un procedimiento 
distinto al previsto por el artículo 72 de nuestra Carta Magna, lo que implica una 
violación a la fracción f) del citado artículo 72 constitucional. 
Al crearse derechos en las reglas de carácter general, es común que se 
deroguen obligaciones establecidas por el legislador, por lo tanto la voluntad del 
legislador se ve relegada a un segundo plano frente a la voluntad de algunas 
autoridades fiscales y esto es francamente inconstitucional. 
d) El Principio de la División de Poderes, ya que la función legislativa 
es propia del Poder Legislativo, y aunque se acepta y se reconoce que el principio de 
división de poderes no puede ni ha funcionado en México de manera absoluta y 
perfecta, ya que existen una serie de excepciones a dicho principio, excepciones que 
son necesarias y que demuestran que no es posible ni conveniente adoptar de manera 
recalcitrante este principio de división de poderes. No obstante que se reconoce lo 
anterior, es importante destacar que las excepciones a este principio se encuentran 
constitucionalmente reguladas y entre las excepciones no se encuentra en ningún 
apartado de la Constitución la facultad de dictar reglas de carácter general por parte 
del Secretario de Hacienda y Crédito Público. 
Si el principio de división de poderes no puede ser absoluto ya que por 
cuestiones de orden práctico en necesario que existan algunas excepciones, 
necesariamente estas excepciones deben de consagrarse en un texto de la misma 
jerarquía del que establece el principio que se exceptúa, por lo tanto las reglas de 
carácter general quebrantan el principio de la división de poderes instituido en el 
artículo 49, ya que en ninguna parte de la Carta Magna se señala como excepción a 
dicho principio, las reglas de carácter general que son en muchísimas ocasiones actos 
materialmente legislativos. 
No obstante lo anterior el problema de la constitucionalidad de las 
reglas de carácter general que establecen derechos, plantea algunas cuestiones que no 
se han contemplado anteriormente y que vale la pena mencionar ahora. 
Hay un artículo en el Código Fiscal de la Federación que establece que 
los funcionarios fiscales facultados debidamente podrán crear derechos para los 
particulares, cuando publiquen en el Diario Oficial de la Federación, los criterios que 
deberán de seguir algunas dependencias al aplicar las disposiciones fiscales. Dicho 
artículo es el 35 y ya lo hemos comentado, para demostrar que no se pueden 
establecer obligaciones a cargo de los particulares por reglas de carácter general, pero 
ahora regresamos a comentarlo nuevamente pero desde un enfoque distinto, dicho 
artículo dice así: 
"Artículo 35. Los funcionarios fiscales facultados debidamente podrán 
dar a conocer a las diversas dependencias el criterio que deberán seguir en cuanto a la 
aplicación de las disposiciones fiscales, sin que por ello nazcan obligaciones para los 
particulares y únicamente derivarán derechos de los mismos cuando se publiquen 
en el Diario Oficial de la Federación." 
Hay quienes han pretendido fundarse en éste artículo para justificar que 
las reglas de carácter general no pueden establecer obligaciones pero que sí pueden 
consagrar derechos ya que el Código Fiscal es muy claro a este respecto. 
En oposición a esta postura hay quienes señalan que el artículo 35 del 
Código Fiscal de la Federación no se refiere a las reglas de carácter general ya que 
éstas van dirigidas a todos los contribuyentes, y que en cambio el artículo 35 se refiere 
a criterios dirigidos a diversas dependencias. 
El argumento anteriormente señalado en contra de que las reglas de 
carácter general no pueden establecer derechos, es verdaderamente muy endeble ya 
que, el artículo 35 establece que los criterios mediante los cuales algunas autoridades 
podrán crear derechos a los particulares deben de publicarse en el Diario Oficial de la 
Federación, lo que implica que dichos criterios además de dirigirse a las diversas 
dependencias, también deberán de dirigirse a los particulares. Sería absurdo afirmar 
que los criterios que se publican mediante reglas de carácter general en el Diario 
Oficial de la Federación, no van dirigidos a las dependencias y que no obstante que se 
publicaron en dicho órgano de información oficial, las dependencias no están 
obligadas o observarlos por la razón de que no fueron dirigidas a ellas sino a los 
particulares. 
A pesar de que resulta infundado, como ya se ha demostrado, el 
argumento de que las reglas de carácter general no pueden crear derechos por no 
referirse el artículo 35 del Código Fiscal de la Federación a dicha clase de reglas. El 
presente trabajo de investigación también sostiene que las reglas de carácter general 
no pueden ni deben crear derechos, pero no por que el artículo 35 no se refiera a las 
reglas de carácter general ya que considero que dicho artículo sí comprende a las 
referidas reglas, sino por las siguientes razones: 
1) Porque el artículo 35 del Código Fiscal de la Federación es 
INCONSTITUCIONAL ya que el legislador ordinario no puede al legislar excederse 
de los límites que la misma Constitución le impone. La función legislativa, es una 
función que corresponde al Congreso de la Unión de acuerdo con la Constitución y, 
excepcionalmente, puede corresponder al Presidente de la República o a algunos 
órganos del Ejecutivo en los casos y bajo las condiciones establecidas por la misma 
Constitución. 
El Congreso de la Unión, no puede delegar su facultad legislativa más 
que en los casos v con las condiciones previstas en la Constitución. Con relación a 
esto es pertinente citar al Licenciado Gabino Fraga quien al respecto dice: 
"Por el arraigo que dentro de la práctica constitucional de nuestro país 
tienen las leyes expedidas por el Poder Ejecutivo obrando por Delegación del 
Congreso, debe considerárseles también como fuente de derecho administrativo el 
conjunto de disposiciones expedidas en esa forma, respecto de las cuales, si bien se 
conserva el punto de vista material del principio de la legalidad, sufre una excepción 
el mismo principio en su aspecto formal. 
El problema relativo a la legalidad de las facultades extraordinarias que 
el Legislativo concede al Ejecutivo para que éste expida disposiciones legales que 
normalmente corresponden a la competencia del primero, ha venido a ser resuelto por 
reformas al artículo 49 constitucional (D.O.F. de 12 de agosto de 1938, de 30 de 
diciembre de 1950 y de 28 de marzo de 1951), que textualmente disponen que "el 
Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo 
y Judicial. No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o 
corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades 
extraordinarias, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo 
lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131. se otorgarán facultades 
extraordinarias para legislar." 
Antes de estas reformas una buena parte de la legislación vigente se 
expidió en uso de facultades extraordinarias y hasta llegó a considerarse por la 
Suprema Corte en jurisprudencia constante que dichas facultades eran perfectamente 
constitucionales, siguiendo en este caso el criterio sustentado por el Ministro Vallarta 
quien, contra los poderosos argumentos de la tesis opuesta, sostuvo en la forma 
siguiente la interpretación del artículo 50 de la Constitución de 1857 semejante en sus 
términos al primitivo artículo 49 de la Constitución de 1917: ..." Para sostener mi 
opinión, diré desde luego que si se concede al Presidente de la República autorización 
para legislar sobre milicia, por ejemplo, reteniendo el Congreso la suprema potestad 
legislativa, ni se reúnen los poderes en una persona ni se deposita el legislativo en un 
individuo ni se infringe por consecuencia el artículo 50. Yo creo que ese artículo 
prohibe que en uno de los tres Poderes se refundan los otros dos o siquiera uno de 
ellos de un modo permanente, es decir, que el Congreso suprima al Ejecutivo para 
asumir las atribuciones de éste, o que a la Corte se le declare Poder Legislativo, o que 
el Ejecutivo se arrogue las atribuciones judiciales. Así sí habría la reunión de Poderes 
que el repetido artículo 50 prohibe con razón. En ese sentido interpreto yo ese texto 
Constitucional." 
Sin embargo, prohibido en lo general el uso de las facultades legislativas 
extraordinarias, queda la posibilidad de éstas en el caso que ya se ha señalado del 
artículo 29 de la Constitución y, en el previsto por el segundo párrafo del artículo 131 
del mismo Código Fundamental. 
El artículo 29 citado requiere los siguientes elementos para que el Poder 
Legislativo haga delegación de facultades legislativas en manos de el Poder Ejecutivo: 
a) que exista invasión, perturbación grave de la paz pública u otro caso que ponga a la 
sociedad en grave peligro o conflicto; b) que el Presidente de la República, de acuerdo 
con los titulares de las Secretarías de Estado, Departamentos Administrativos y la 
Procuraduría General de la República y con la aprobación del Congreso, suspenda en 
todo el país o en lugar determinado las garantías que fuesen obstáculo para hacer 
frente rápida y fácilmente a la situación; c) que la suspensión se haga por tiempo 
limitado y por medio de prevenciones generales. 
El artículo 131 dispone en su segundo párrafo, que le fue adicionado el 
30 de diciembre de 1950, que " El Ejecutivo podrá ser facultado por el Congreso de 
la Unión para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e 
importación expedidas por el propio Congreso y para crear otras, así como para 
restringir y para prohibir las importaciones, las exportaciones, y el tránsito de 
productos artículos y efectos, cuando lo estime ingente, a fin de regular el comercio 
exterior, la economía del país, la estabilidad de la producción nacional o de realizar 
cualquier otro propósito en beneficio del país. El propio Ejecutivo al enviar al 
Congreso el presupuesto fiscal de cada año, someterá a su aprobación el uso que 
hubiese hecho de la facultad concedida. 
Finalmente existe en la Constitución otro caso en que el principio 
formal de la legalidad sufre nueva excepción. Es el caso de la legislación sanitaria. Al 
fijarse en el artículo 73 constitucional las bases que han de regir al Consejo Superior 
de Salubridad (fracción XVI), se establece que las disposiciones generales dictadas 
por esa institución serán obligatorias en el país; que el Departamento de Salubridad 
deberá dictar medidas preventivas inmediatamente obligatorias en los casos de 
epidemia de carácter grave o peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, 
así como para combatir el alcoholismo y la venta de sustancias que envenenan al 
individuo y degeneran la raza. 
Estas facultades otorgadas a un órgano del Ejecutivo, son 
indudablemente facultades legislativas desde el punto de vista material, aunque 
formalmente sean actos administrativos y constituyen también una fuente de derecho 
administrativo."53 
Gabino Fraga. "Derecho Administrativo". págs.102 a 104 
Como se puede observar de todo lo anterior, las facultades legislativas 
son propias del Poder Legislativo, y excepcionalmente corresponden al Poder 
Ejecutivo en los casos y bajo las condiciones establecidas en la Constitución. 
Por lo tanto la diferencia que existe entre el Reglamento, los casos 
señalados en los artículos 29, 131 y 73 fracción XVI y las reglas de carácter general, 
consiste en que los primeros, son excepciones constitucionales al principio de que la 
función legislativa debe ser ejercida por el Poder Legislativo, dichas excepciones 
están previstas y reguladas por la propia Constitución, en cambio las reglas de carácter 
general, no encuentran su fundamento en la Constitución por lo tanto son 
inconstitucionales aunque el legislador ordinario se refiera a ellas y delegue sus 
funciones en ciertos casos para que la Secretaría de Hacienda, efectúe actos 
materialmente legislativos mediante las referidas reglas generales; ya que el legislador 
al obrar de esta forma lo hace contrariando nuestra Carta Magna, delegando facultades 
que son indelegables. 
2) También son inconstitucionales las reglas de carácter gencial que 
crean derechos porque de una u otra forma reforman a la ley, mediante un 
procedimiento distinto al legislativo, quebrantando así el artículo 72 fracción f). 
3) Por otra parte se puede afirmar válidamente que en múltiples 
ocasiones cuando se crea un derecho en materia fiscal a determinado sector, se hace 
más pesada la carga tributaria para los demás sectores de contribuyentes, por lo que es 
indispensable que los derechos sean creados por la ley, no por reglas de carácter 
general, ya que al establecer derechos para algún grupo de contribuyentes, en no 
pocas ocasiones, y de acuerdo con el principio de la bilateralidad de la norma jurídica, 
se pueden establecer igualmente obligaciones para el Estado o para otros 
contribuyentes y como se ha mencionado anteriormente las obligaciones fiscales 
deben de estar establecidas en ley desde el punto de vista formal y material, de 
acuerdo con nuestra Constitución. 
Para ejemplificar lo anterior, es conveniente referirnos a la regla 13 del 
capítulo séptimo, "Comercio en Pequeño", de la resolución que otorga facilidades 
administrativas al sector de contribuyentes que en la misma se señalan, publicada en 
el D.O.F. de fecha 28 de abril de 1995. 
Dicha regla 13 establece : 
"IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 
COMERCIANTES QUE NO PAGAN EL IMPUESTO. 
13.- Por lo que se refiere al impuesto al valor agregado, no estarán 
obligados al pago de este impuesto, quienes en el año de 1994 hayan tenido bienes y 
obtenido ingresos, que no hubieren excedido respectivamente a las cantidades 
señaladas en la regla 8a. de este Capítulo (Para el área A N$83,603.25, Para el área B 
N$77,690.25 y para el área C N$70,572.75) y de un monto equivalente a 77 veces el 
salario mínimo elevado al año, conforme a las cantidades que, atendiendo al área 
geográfica para fines de la aplicación del salario mínimo en la que el contribuyente 
tenga su domicilio fiscal, se señalan a continuación: 
I.- N$ 429,163,35, para el área A. 
II.- N$ 398,809.95, para el área B. 
I I I . - N$ 362,273.45, para el área C. 
Los contribuyentes a que se refiere esta regla deberán, durante 1995, 
solicitar comprobantes de gastos que efectúen que excedan de N$ 23.00, y obtener y 
conservar, como mínimo, comprobantes que reúnan requisitos fiscales, por la compra 
de bienes nuevos que usen en su negocio, cuando el precio sea superior a 580.00." 
La presente regla establece una exención del impuesto al valor agregado 
para cierto sector de contribuyentes que reúnan ciertos requisitos, por lo tanto al crear 
una exención se puede considerar que se está creando un derecho de no pagar 
impuesto al valor agregado y dicho derecho no se está estableciendo en ley sino en 
reglas de carácter general. 
Podría pensarse que la referida regla de carácter general no está 
estableciendo una exención, sino que está explicando la exención prevista en el 
artículo 2-C de la Ley del I.V.A. sin embargo esto no es verdad y para demostrarlo 
transcribiremos la parte conducente del artículo 2-C de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado: 
"Articulo 2- C.- Las personas físicas con actividades empresariales que 
únicamente enajenen bienes o presten servicios al público en general no estarán 
obligadas al pago del impuesto por dichas actividades, siempre que en el año de 
calendario anterior hayan obtenido ingresos por estas actividades y tenido o utilizado 
activos, que no excedan respectivamente, de una cantidad equivalente, a 77 y 15 veces 
el salario mínimo general del área geográfica del contribuyente elevado al año. 01 
valor de los activos se determinará de conformidad con la ley del Impuesto al Activo. 
Los Contribuyentes a que se refiere este artículo estarán obligados a 
recabar y conservar la documentación comprobatoria de las adquisiciones que 
efectúen."54 
No cabe duda que la referida regla 13 y el artículo 2-C de la Ley del 
I.V.A. son muy parecidas, pero no son iguales ya entre otras diferencias cabe destacar 
que la Ley exenta del pago del I.V.A. a quienes únicamente enajenan bienes o prestan 
servicios al público en general y que sus activos y sus ingresos el año pasado no 
hayan excedido de las cantidades previstas el dicho artículo 2-C, en cambio la Regla 
13 no establece como requisito para estar exento del pago del I.V.A el que 
únicamente se enajenen bienes o presten servicios al público en general, lo que 
significa que se está creando una exención distinta a la prevista al artículo 2-C de la 
ley, en virtud de que las personas físicas que en ocasiones no realizan operaciones con 
el público en general de acuerdo con la ley no están exentas del pago del I.V.A. pero 
de acuerdo con las Reglas de carácter general si están exentas del pago de este 
impuesto. 
¿Y esto en qué forma puede perjudicar a los demás contribuyentes? La 
respuesta a esta pregunta es sencilla ya que basta con saber que cuando se hace la Ley 
de Ingresos se hace considerando que se recaudará determinada cantidad por 
concepto de cada impuesto con el fin de cubrir el presupuesto de egresos, por lo tanto 
es muy importante determinar el porcentaje que se debe determinar para cada 
impuesto para así estar en posibilidad de recaudar las metas establecidas en la Ley de 
Ingresos. 
Ley del Impuesto al Valor Agregado. 
Así las cosas, cuando se decidió que el Impuesto al Valor Agregado 
debería gravarse con un 15% se tuvieron que considerar una serie de factores, entre 
los que se encuentran los sectores de contribuyentes exentos del impuesto, por lo tanto 
a mayor cantidad de sujetos exentos del impuesto mayor será el porciento que se fije 
para los contribuyentes de dicho impuesto, y a contrario sensu a menor número de 
contribuyentes exentos menos será el porcentaje que se cobra a los contribuyentes, ya 
que son más lo que contribuyen y por lo mismo con un menor porcentaje se obtiene la 
cantidad que se fijó coma meta para recaudar en determinado año en la Ley de 
Ingresos. 
De aquí se desprende que cuando por reglas de carácter general se 
aumenta el número de personas exentas del pago de algún impuesto, como en este 
ejemplo el Impuesto al Valor Agregado, se aumenta también de forma indirecta la 
tasa del impuesto para los contribuyentes que no están exentos del impuesto, 
haciéndose más gravosa para ellos la carga tributaria, ya que el legislador tiene que 
considerar para efectos de fijar la tasa del impuesto, cuantos contribuyentes están 
exentos. 
Con el ejemplo anterior se demuestra claramente como al establecer 
derechos para ciertos contribuyentes se pueden crear obligaciones o hacer más 
gravosas las obligaciones fiscales a todos los demás contribuyentes. 
Por todas estas razones es de considerarse y se considera 
inconstitucional toda regla general que establezca cree o modifique derechos en 
materia tributaria al igual que aquellas que creen modifiquen o extingan obligaciones 
fiscales. 
Con la anterior conclusión resulta ocioso discutir el problema de las 
reglas de carácter general que establecen derechos y obligaciones, ya se ha dicho que 
si el contribuyente cumple con las obligaciones previstas por las reglas entonces 
tendrá derecho a que la autoridad le respete y reconozca los derechos consagrados por 
la mismas reglas, y también se ha discutido sobre la posibilidad de que el 
conlribuycnle sólo tome de las reglas lo que le favorezca y no tomar en cuenta las 
obligaciones que establezcan. Toda estas discusiones resultan innecesarias desde el 
punto de vista constitucional ya que como se mencionó anteriormente todas estas 
reglas de carácter general que crean, modifican o extinguen derechos y obligaciones 
son inconstitucionales. 
Sólo resta mencionar con relación a lo anterior que cuando la 
Jurisprudencia ha establecido que la autoridad tiene que respetar los derechos que 
mediante reglas de carácter general ha establecido la misma autoridad ( en este caso la 
S.H.C.P. ), el juzgador en esos casos está obrando con un sentido de equidad ya que 
resulta injusto a simple vista que la autoridad que me concede un derecho, 
posterionnente no acepte que me concedió dicho derecho. No obstante lo anterior es 
imprescindible recalcar que el Juez al juzgar de esta forma estará obedeciendo a 
principios de equidad pero definitivamente no está observando la técnica jurídica de 
aplicación del derecho al caso concreto ya que de acuerdo con la técnica jurídica, no 
pueden ser aplicables disposiciones inconstitucionales que creen derechos u 
obligaciones. 
2.8. Artículos del Código Fiscal de la Federación que se refieren a las 
Reglas de Carácter General,-
En múltiples ocasiones, al leer el Código Fiscal de la Federación o 
cualquier ley fiscal, nos encontramos con disposiciones que el legislador deja 
incompletas, con el fin de que sea la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la que 
complete dichas disposiciones mediante reglas de carácter general. 
Para efectos de este trabajo de investigación, sólo mencionaremos los 
artículos del Código Fiscal de la Federación, que se refieren a las reglas de carácter 
general, únicamente se hará referencia a los artículos del Código Fiscal de la 
Federación, por considerar que se trata del compendio de disposiciones fiscales más 
completo y de mayor generalidad en el área tributaria, sin embargo se hace la 
aclaración de que disposiciones legales que se refieren a las reglas de carácter general 
las podemos encontrar no sólo en el Código Fiscal de la Federación, sino en otras 
leyes de carácter fiscal como por ejemplo la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 
Los artículos del Código Fiscal de la Federación que se refieren a las 
reglas de carácter general son los siguientes: 
"Artículo 14-A. Se entiende que no hay enajenación en los siguientes 
casos: 
....fracc. III.- En las operaciones de préstamos de títulos o valores por la 
entrega de los bienes prestados al prestatario y por la restitución de los mismos al 
prestamista, siempre que efectivamente se restituyan los bienes a más tardar al 
vencimiento de la operación y las mismas se realicen de conformidad con las reglas 
generales que al efecto expida la Secretaría de Hacienda y Crédito Público." 
"Artículo 16-A Las operaciones financieras derivadas a que se 
refiere este artículo serán las que se efectúen con los instrumentos, en los mercados y 
con las condiciones que al efecto establezca la Secretaría de Hacienda v Crédito 
Publico mediante reglas de carácter general." 
"Artículo 23. Los contribuyentes obligados a pagar mediante 
declaración podrán optar por compensar las cantidades que tengan a su favor contra 
las que estén obligados a pagar por adeudo propio o por retención a terceros, siempre 
que ambas deriven de una misma contribución, incluyendo sus accesorios. Al efecto 
bastará que efectúen la compensación de dichas cantidades actualizadas, desde el mes 
en que se presentó la declaración hasta aquél en que la compensación se realice. 
Si las cantidades que tengan a su favor los contribuyentes no derivan de 
la misma contribución por la cual están obligados a efectuar el pago, sólo se podrán 
compensar en los casos v cumpliendo los requisitos que la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público establezca mediante reglas de carácter general." 
"Artículo 29. Cuando las leyes fiscales establezcan la obligación de 
expedir comprobantes por las actividades que se realicen, dichos comprobantes 
deberán reunir los requisitos que señala el artículo 29-A de este Código. Las personas 
que adquieran bienes o usen servicios deberán solicitar el comprobante respectivo. 
Los comprobantes a que se refiere el párrafo anterior deberán ser 
impresos en los establecimientos que autorice la Secretaría de Hacienda v Crédito 
Público que cumplan con los requisitos que al efecto se establezcan mediante reglas 
de carácter general. Las personas que tengan establecimientos a que se refiere este 
párrafo deberán proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la 
información relativa a sus clientes, a través de medios magnéticos, en los términos 
que fije dicha dependencia mediante disposiciones de carácter general. 
Para poder deducir o acreditar fiscalmente con base en los comprobantes 
a que se refiere el párrafo anterior, quien los utilice deberá cerciorarse de que el 
nombre, denominación o razón social y clave del registro federal de contribuyentes de 
quien aparece en los mismos son los correctos. 
Asimismo, quienes expidan los comprobantes referidos deberán 
asegurarse de que el nombre, denominación o razón social de la persona a favor de 
quien se expidan los comprobantes correspondan con el documento con el que 
acrediten la clave del registro federal de contribuyentes que se asiente en dichos 
comprobantes. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante disposiciones de 
carácter gencial. podrá establecer facilidades para la identificación del adquirente." 
"Artículo 30 Las personas que dictaminen sus estado financieros 
por contador público autorizado en los términos del artículo 52 de este Código, 
podrán microfilmar o grabar en discos ópticos o en cualquier otro medio que autorice 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante reglas de carácter general, la 
parte de su contabilidad que se señala en el Reglamento, en cuyo caso, los microfilms, 
discos ópticos y cualquier otro medio que autorice dicha Secretaria, mediante reglas 
de carácter general tendrán el mismo valor que los originales, siempre que cumplan 
con los requisitos que al respecto establezca el propio Reglamento; tratándose de 
personas morales, el presidente del consejo de administración o en su defecto la 
persona física que la dirija, será directamente responsable del cumplimiento. 
Asimismo, la propia Secretaría podrá autorizar mediante disposiciones 
de carácter general procedimientos que faciliten a los contribuyentes el cumplimiento 
de las obligaciones a que se refiere este artículo. 
"Artículo 30-A Las personas que presten los servicios que 
mediante reglas de carácter general determine la Secretaría de Hacienda v Crédito 
Publico, estarán obligadas a proporcional' a la citada dependencia la información a que 
se refiere este artículo, " 
"Artículo 31. Las personas que conforme a las disposiciones fiscales 
tengan obligación de presentar solicitudes en materia de registro federal de 
contribuyentes, declaraciones o avisos ante las autoridades fiscales, así como expedir 
constancias o documentos, lo harán en las formas que al efecto apruebe la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, debiendo proporcionar el número de ejemplares, los 
datos e informes y adjuntar los documentos que dichas formas requieran. Los datos 
de identificación personal del contribuyente se proporcionarán mediante el "código de 
barras" en los casos que señale la citada Secretaría en las reglas de carácter general 
que al efecto expida " 
"Artículo 32-A. Las personas físicas con actividades empresariales y 
las personas morales que se encuentran en alguno de los supuestos de las siguientes 
fracciones están obligadas a dictaminar, en los términos del artículo 52 del Código 
Fiscal de la Federación, sus estados financieros por contador público autorizado. 
....fracción II. Las que estén autorizadas a recibir donativos deducibles 
de impuestos en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta . En este caso el 
dictamen se realizará en forma simplificada de acuerdo con las reglas generales (iue al 
efecto expida la Secretaría de Hacienda v Crédito Público " 
"Artículo 32-B. Las Instituciones de crédito tendrán las siguientes 
obligaciones: 
....Fracción III. Recibir y procesar pagos y declaraciones por cuenta de 
las autoridades fiscales, en los términos que mediante reglas de carácter general 
establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Dicha dependencia y las 
instituciones de crédito celebrarán convenios en los que se pacten las características 
que deban reunir los servicios que presten dichas instituciones, así como las 
remuneraciones que por los mismos les correspondan " 
"Artículo 39, El Ejecutivo Federal mediante resoluciones de carácter 
general podrá: 
I. Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones y 
sus accesorios, autorizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades, cuando se haya 
afectado o trate de impedir que se afecte la situación de algún lugar o región del país, 
una rama de actividad, así como en casos de catástrofe sufridas por fenómenos 
meteorológicos, plagas o epidemias. 
II. Dictar las medidas relacionadas con la administración, control, forma 
de pago y procedimientos señalados en las leyes fiscales, sin variar las disposiciones 
relacionadas con el sujeto, el objeto, la base, la cuota, la tasa o la tarifa de los 
gravámenes, las infracciones o las sanciones de las mismas, a fin de facilitar el 
cumplimiento de las obligaciones de los contribuyentes. 
III. Conceder subsidios o estímulos fiscales. 
Las resoluciones que conforme a este artículo dicte el Ejecutivo Federal, 
deberán señalar las contribuciones a que se refieren, salvo que se trate de estímulos 
fiscales, así como el monto o proporción de los beneficios, plazos que se concedan y 
los requisitos que deban cumplirse por los beneficiados."55 
"Artículo 66. Las autoridades fiscales, a petición de los contribuyentes, 
podrán autorizar el pago a plazos, ya sea diferido o en parcialidades, de las 
contribuciones omitidas y de sus accesorios, sin que dicho plazo exceda de treinta y 
seis meses. Las contribuciones omitidas y sus accesorios se actualizarán 
No procederá la autorización a que se refiere este artículo , 
tratándose de contribuciones que debieron pagarse en los tres meses anteriores al mes 
en el que se solicite la autorización, excepto en los casos de aportaciones de seguridad 
social, así como cuando se cumpla con los requisitos que al efecto establezca la 
Secretaría de Hacienda v Crédito Público mediante reglas de carácter general. " 
"Artículo 75. Dentro de los límites fijados por este Código, las 
autoridades al imponer multas por la comisión de las infracciones señaladas en las 
leyes fiscales, incluyendo las relacionadas con las contribuciones al comercio exterior, 
deberán fundar y motivar su resolución y tener en cuenta lo siguiente: 
Fracción II. También será agravante en la comisión de una 
infracción, cuando se dé cualquiera de los siguientes supuestos: 
f) Que se microfilmen o graven en discos ópticos o en cualquier 
otro medio que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante reglas 
de carácter general, documentación o información para efectos fiscales sin cumplir 
con los requisitos que establecen las disposiciones relativas. El agravante procederá 
sin perjuicio de que los documentos microfilmados o grabados en discos ópticos o en 
cualquier otro medio de los autorizados , en contravención de las disposiciones 
fiscales, carezcan de valor probatorio " 
Este artículo prevee un caso especial, ya que se refiere a resoluciones de carácter general 
expedidas por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
"Articulo 82 . A quien cometa las infracciones relacionadas con la 
obligación de presentar declaraciones, solicitudes o avisos, así como de expedir 
constancias a que se refiere el artículo 81, se impondrán las siguientes multas: 
Fracción II. Respecto de la señalada en la fracción II: 
d) De N$ 49.00 por no señalar la clave que corresponda a su 
actividad preponderante conforme al catálogo de actividades que publique la 
Secretaria de Hacienda v Crédito Público mediante realas de carácter general o 
señalarlo equivocadamente " 
"Artículo 83. Son infracciones relacionadas con la obligación de llevar 
contabilidad , siempre que sean descubiertas en el ejercicio de las facultades de 
comprobación, las siguientes: 
Fracción VIII. Microíilmar o grabar en discos ópticos o en 
cualquier otro medio que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
mediante disposiciones de carácter general, documentación o información para efectos 
fiscales sin cumplir con los requisitos que establecen las disposiciones relativas " 
3. A N Á L I S I S Y C O M E N T A R I O S R E L A T I V O S A A L G U N A S R E G L A S 
P E C A R Á C T E R G E N E R A L V I G E N T E S E N 1995. 
Todos los temas anteriores nos serán de gran utilidad para analizar 
algunas reglas de carácter general. 
Analizaremos reglas relativas al Código Fiscal de la Federación, y a la 
Ley del Impuesto sobre la Renta. 
En cuanto a la resolución que establece para 1995 reglas de carácter 
general aplicables a los impuestos y derechos federales excepto a los relacionados con 
el comercio exterior, son de analizarse las siguientes reglas: 
REGLA 8. "Los contribuyentes personas físicas distintos de los que 
tributan en el régimen simplificado o de menores, podrán optar por efectuar sus pagos 
provisionales de impuestos, el día 19 del mes de que se trate o con posterioridad a 
dicho día, en el que les corresponda, considerando el sexto dígito numérico de la clave 
de su registro federal de contribuyentes, conforme a lo siguiente: 
m x r o m c r m i ^ p ^ R i f i C o J i 
! LA CLAVE D E Í R E G l S r a p ^ 
FEDERALDE 
I R tTNICO DtA EN E L QUE 
fpPCIONAUVff iNTE S E PODRÁ 
p W K J E í ^ A l f e t A B E C l A R A C l Ó N 
é M F O S T E R i O R I D A f e A i / B Í A 19 
1 Y 2 Primer día hábil siguiente. 
3 Y 4 Segundo día hábil siguiente. 
5 Y 6 Tercer día hábil siguiente. 
7 Y 8 Cuarto día hábil siguiente. 
9 YO Quinto día hábil siguiente. 
Análisis.- Esta regla es de las que alteran obligaciones fiscales sin 
apoyo en la ley, ya que en ninguna parte del Código Fiscal de la Federación, ni de 
ninguna otra ley, se delega en la Secretaría de Hacienda la facultad de modificar la 
fecha de pago, dando opciones a algunos contribuyentes. 
De acuerdo con el artículo 6 del Código Fiscal de la Federación, si la 
contribución se calcula por periodos establecidos en ley, los contribuyentes las 
entregarán a más tardar el día 17 del mes de calendario inmediato posterior al de 
terminación del periodo. 
Sin embargo la referida regla modifica dicha disposición al establecer 
dos opciones para las personas físicas, distintas a las que tributan en el régimen 
simplificado o consideradas como contribuyentes menores y que consisten en 
considerar corno último día de pago el día 19, o el que le corresponda a cada persona 
de acuerdo con el sexto número de su registro federal de contribuyentes, en vez del el 
día 17 que es como está establecido en la ley, concretamente en el Código Fiscal de la 
Federación. 
Con lo anterior la autoridad administrativa se está excediendo en sus 
facultades ya que en ningún momento esta explicando una disposición fiscal a los 
contribuyentes, sino que más bien, esta alterando una obligación fiscal establecida en 
un acto formal y materialmente legislativo, violando así los principios de reserva de 
ley y de primacía o preferencia de la ley, por lo tanto se trata de una regla 
inconstitucional. 
Además se puede afirmar válidamente que dicha disposición puede crear 
confusión en la mente del contribuyente, lo que traerá como consecuencia que el 
ciudadano al momento de querer cumplir con sus contribuciones de acuerdo con la 
referida regla, incurra en una infracción y por lo mismo se haga acreedor a una 
sanción administrativa o al pago de recargos por no haber cumplido con su obligación 
en tiempo. 
Para demostrar lo anterior, basta y sobra con el siguiente ejemplo: 
Suponiendo que Juan Pérez es contribuyentes del Impuesto al Valor 
Agregado y del Impuesto sobre la Renta porque se dedica a prestar sus servicios de 
ingeniero bajo el régimen fiscal de honorarios, y presenta su declaración de pago 
provisional del primer trimestre del año de 1995 el día 17 de abril de 1995 y luego 
presenta su declaración del segundo trimestre el día 19 de Julio de 1995 y 
posteriormente presenta su declaración del tercer trimestre el día 23 de Octubre del 
mismo año, considerando que su sexto número de acuerdo con su registro federal de 
contribuyentes es el 4 por lo que tiene derecho a pagar el segundo día hábil después 
del 19, por lo que hace su pago el día lunes 23 de Octubre ya que en este ejemplo el 
día 19 era jueves. 
Juan Pérez puede estar creyendo que ha pagado sus impuestos 
puntualmente y que por lo mismo no se ha hecho acreedor al pago de recargo alguno, 
ya que ha pagado conforma a la regla 8 de la "Miscelánea fiscal," sin embargo la 
referida regla no hace alusión a lo establecido por el artículo 6 del Código Fiscal de 
la Federación que establece en su último párrafo lo siguiente: 
"Cuando las disposiciones fiscales establezcan opciones a los 
contribuyentes, para el cumplimiento de sus obligaciones fiscales o para determinar 
las contribuciones a su cargo, la elegida por el contribuyente no podrá variarla 
respecto al mismo ejercicio". 
Tomando en consideración lo señalado por dicho artículo, se desprende 
que si Juan Pérez pagó su primer trimestre el día 17 del abril, entonces el vencimiento 
de sus demás trimestres del mismo ejercicio serán los días 17 ya que no tomó ninguna 
de las opciones que se le otorgaron en las reglas de carácter general, por lo tanto sólo 
cumplió en tiempo con el primer trimestre del año, y los otros dos trimestres los 
presentó extemporáneamente. 
Por otro lado hay personas que pueden opinar que Juan Pérez al pagar 
su primer trimestre el día 17 de abril, no ha elegido aún ninguna opción ya que el día 
17 es el día que corresponde pagar conforma a la ley, por lo tanto puede pagar el 
segundo trimestre el día 19 de Julio, tal como lo hizo, y no es sino hasta este momento 
en el que toma una de las opciones que le otorgan las disposiciones fiscales, por lo 
que sus posteriores trimestres del mismo ejercicio vencerán a más tardar los días 19. 
De acuerdo con este segundo criterio Juan Pérez declaró en tiempo el primer y 
segundo trimestres del año, pero pagó extemporáneamente el tercer trimestre, ya que 
lo hizo el día 23, debiendo haberlo declarado el día 19. 
Tomando en cuenta lo anterior ¿Sería posible afirmar que la regla 8 que 
estamos analizando, facilita al contribuyente el cumplimiento de sus obligaciones 
fiscales? ¿Acaso dicha regla aclara como debe de interpretarse algún artículo o alguna 
disposición lisciil?, la respuesta a eslas picgunlas es definitivamente que no. 
La referida regla crea confusión en los contribuyentes, especialmente si 
tomamos en cuenta que lo más fácil para los contribuyentes es considerar como fecha 
límite de pago un día fijo, tal y como lo establece la ley y que lo es el día 17. 
No resulta extraño que algunos Contadores Públicos o algunos 
profesionistas hayan presentado las declaraciones de pago provisional de personas 
morales, de acuerdo con la regla 8, por pensar que dicha opción es para todos los 
contribuyentes. 
Y si nuestro amigo del ejemplo Juan Pérez está confundido, imagínense 
como estará después de que escuche que su compañero Pedro que realiza la misma 
actividad que él está pagando conforme al calendario del "régimen simplificado", es 
decir cotí base en la primer letra de su apellido paterno y tomando en cuenta el día de 
su nacimiento. 
Y es que lo anterior se explica porque a Pedro le explicaron que de 
acuerdo con la regla 197 de las reglas de carácter general, él podía hacer sus pagos 
provisionales conforme al calendario del régimen simplificado si sus ingresos por el 
año de 1994 no excedieron de N$488,080.00, por lo tanto Pedro Medina decláralos 
días 25 de los meses de Junio, Septiembre, Diciembre y Marzo. 
Pedro le da su calendario de pagos a Juan Pérez y éste paga su cuarto 
trimestre el día 25 de Marzo, creyendo que su pago lo está haciendo en tiempo ya que 
lo hace tal y como lo ha estado haciendo su amigo Pedro, sin saber que está pagando 
sus impuestos extemporáneamente y que debe de pagar actualización y recargos 
correspondiente a los meses de Enero, Febrero y Marzo, ya que debió de haber 
pagado sus contribuciones el día 17 de Enero a más tardar o el día 19 de Enero de 
acuerdo con el segundo criterio expuesto anteriormente. 
Como se puede observar, dicha regla origina confusión a un gran 
número de contribuyentes, confusión que se hubiera podido evitar si no hubiera 
existido dicha regla, ya que en ausencia de tal disposición, todos los contribuyentes 
sabrían que sus obligaciones fiscales vencen los días 17. 
R E G L A 9.- " Para los efectos de lo establecido en el artículo 12, 
segundo párrafo del Código Fiscal de la Federación, se considera período de 
vacaciones generales de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el comprendido 
a partir del día 15 hasta el día 29 de diciembre de 1995, inclusive. Los días 13 y 14 
de abril de 1995, así como los días que de conformidad con el primer párrafo del 
citado artículo no correspondan a los señalados expresamente como inhábiles, se 
computarán para los plazos fijados en días, aun cuando en ellos, durante el horario 
normal de labores, permanezcan cerradas las oficinas de las autoridades fiscales, ante 
las cuales se deba presentar la promoción con la cual se cumplimenta el plazo; sin 
embargo, si en algunos de esos días ocurriere el vencimiento del plazo, el mismo se 
considerará prorrogado hasta el día hábil siguiente en que durante el horario normal 
de labores permanezcan abiertas las oficinas de la autoridad fiscal." 
Análisis.- Para poder hacer un correcto análisis de la regla transcrita 
anteriormente, es importante conocer que es lo que establecen los dos primeros 
párrafos del artículo 12 del Código Fiscal de la Federación. 
"Artículo 12. En los plazos fijados en días no se contarán los sábados, 
los domingos ni el lo. de enero; el 5 de febrero; el 21 de marzo; el lo. y 5 de Mayo; 
el lo. y 16 de septiembre; el 20 de noviembre; el lo. de diciembre de cada seis años, 
cuando corresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo Federal, y el 25 de 
diciembre. 
Tampoco se contarán en dichos plazos, los días en que tengan 
vacaciones generales las autoridades fiscales federales, excepto cuando se trate de 
plazos para la presentación de declaraciones y pago de contribuciones, 
exclusivamente, en cuyos casos esos días se considerarán hábiles. No son vacaciones 
generales las que se otorguen en forma escalonada " 
La regla 9 es una resolución de carácter general que facilita a los 
contribuyentes el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, ya que explica el artículo 
12 del Código Fiscal de la Federación dentro de los límites establecidos por el artículo 
33 fracción I inciso g) del citado código, por lo tanto dicha disposición es 
perfectamente constitucional, ya que no altera ninguna disposición fiscal establecida 
en ley, sino que más bien la explica. 
De la sola lectura del artículo 12 pueden surgir algunas dudas como por 
ejemplo: ¿Qué días tienen vacaciones generales las autoridades fiscales? y ¿Qué 
quiere decir el código cuando establece que tampoco se contarán en dichos plazos los 
días de vacaciones generales de las autoridades fiscales, excepto cuando se trate de 
plazos para la presentación de declaraciones y pago de contribuciones en cuyos casos 
esos días se considerarán hábiles.? Esta cuestión surge principalmente cuando el plazo 
para presentar alguna declaración vence precisamente uno de esos días de vacaciones 
generales en donde las oficinas en las que se tiene que presentar la declaración 
permanecen cerradas. 
La regla 9 aclara estas cuestiones al señalar los días en que se considera 
que las autoridades tienen vacaciones generales y que son: "a partir del día 15 hasta el 
día 29 de diciembre de 1995, inclusive. Los días 13 y 14 de abril de 1995," 
Y la segunda cuestión se ve resuelta al establecer la regla 9 que : " los 
días que de conformidad con el primer párrafo del citado artículo no correspondan a 
los señalados expresamente como inhábiles, se computar án para los plazos fijados en 
días, aun cuando en ellos, durante el horario normal de labores, permanezcan cerradas 
las oficinas de las autoridades fiscales, ante las cuales se deba presentar la promoción 
con la cual se cumplimenta el plazo; sin embargo, si en algunos de esos días ocurriere 
el vencimiento del plazo, el mismo se considerará prorrogado hasta el día hábil 
siguiente en que durante el horario normal de labores permanezcan abiertas las 
oficinas de la autoridad fiscal." 
Por todo lo anteriormente expuesto es de considerarse y se considera 
que la referida regla 9, representa un ejemplo de reglas de carácter general que 
facilitan al contribuyente el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, de una forma 
apegada al Código Fiscal de la Federación y sin violentar ningún principio consagrado 
constitucionahnente, por lo tanto se puede afirmar que la regla 9 se encuentra en 
armonía con todo el sistema legal y constitucional. 
REGLA 13. "Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 17-A del 
Código Fiscal de la Federación, en los casos en que el Indice Nacional de Precios al 
Consumidor del mes anterior al más reciente del período, no haya sido publicado por 
el Banco de México, la actualización de que se trate se realizará aplicando el último 
publicado." 
Análisis.- Esta regla le facilita al contribuyente el cumplimento de sus 
obligaciones fiscales, ya que le aclara cómo debe de hacer la actualización de 
contribuciones en el caso de que no haya salido publicado el índice nacional de 
precios al consumidor del mes anterior, el cual aparece publicado en el Diario Oficial 
de la Federación los días 10 de cada mes, por lo tanto resulta imposible aplicar al pie 
de la letra el procedimiento de actualización previsto por el artículo 17-A del Código 
Fiscal de la Federación, los primeros 9 días de cada mes, ya que aun no se conoce el 
Indice que de acuerdo con el artículo 17-A debe de utilizarse para el cálculo de la 
actualización correspondiente. 
El artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación señala que: " El 
monto de las contribuciones o de las devoluciones a cargo del fisco federal se 
actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el 
país, para lo cual se aplicará el factor de actualización a las cantidades que se deban 
de actualizar. Dicho factor se obtendrá dividiendo el Indice Nacional de Precios al 
Consumidor del mes anterior al más reciente del período entre el citado índice 
correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho período...." 
De acuerdo con el artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación, si 
hay una contribución que se debió de haber pagado en el mes de abril de 1995 y se 
piensa pagar hasta el mes de Octubre del mismo año entonces esa contribución deberá 
de actualizarse dividiéndose el Indice Nacional de Precios al Consumidor del mes de 
Septiembre (mes anterior al más reciente), sobre el Indice Nacional de Precios al 
Consumidor del mes de Marzo (mes anterior al más antiguo) y el resultado 
multiplicarlo por la contribución que se esta actualizando. 
Por ejemplo: Si la cantidad que tenía que pagar en abril eran N$ 100.00, 
entonces si los quiero pagar en octubre tengo que actualizarlos, utilizando el I.N.P.C. 
de Septiembre, sobre el I.N.P.C. de Marzo de 1995 para luego multiplicar dicho 
resultado por los NS100.00. 
I.N.P.C. de Septiembre 145.317 = 1.2286 X 100 = 122.86 
I.N.P.C. de Marzo 118.270 
El resultado así obtenido es la cantidad actualizada. 
Hacer este cálculo no implica ningún problema cuando se hace después 
de los días diez de cada mes, sin embargo el problema se plantea cuando es antes del 
día diez ya que el I.N.P.C. que se requiere para hacer el cálculo, aún no se publica. 
Volviendo al ejemplo anterior, si nosotros queremos actualizar la 
cantidad mencionada anteriormente, necesitamos contar con la información de los 
I.N.P.C. de Septiembre y de Marzo, pero si el calculo lo hacemos antes del día diez 
de octubre, no podemos contar con el dato del I.N.P.C. de Septiembre ya que este no 
saldrá publicado sino hasta el día 10 de Octubre, por lo tanto surge el problema de 
cómo hacer dicho cálculo si no se tiene todavía la información requerida. 
Dicho problema es resuelto por la regla de la miscelánea fiscal que 
estamos analizando ya que aclara y explica al contribuyente que en caso de que no se 
haya publicado el I.N.P.C. del mes anterior al más reciente del período (en el caso del 
ejemplo el del mes de septiembre) entonces se aplicará el último I.N.P.C. que se haya 
publicado para efectos de actualizar la cantidad. 
Por lo que en el caso del ejemplo si realizáramos la actualización antes 
del día 10 de octubre, tendremos que hacer el cálculo de la actualización de la 
siguiente manera: 
I.N.P.C. de Agosto 142.372 
I.N.P.C. de Marzo 118.270 
= 1.2037 X 100 = 120.37 
Por lo tanto el cálculo actualizado antes del día diez de octubre será de 
120.37, pero a partir del diez de octubre y hasta antes del 10 de noviembre será de 
122.86. 
De este forma la regla 13 de la miscelánea fiscal, facilita al 
contribuyente el cumplimiento de su obligación de actualización, en los casos en que 
es imposible cumplir al pie de la letra con lo establecido por la ley, siendo en este 
caso el artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación. 
No obstante lo anterior es importante hacer mención que la miscelánea 
en este caso está colmando una laguna que se encuentra en la ley, ya que prevé un 
caso que el legislador no previo, por lo que la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público al publicar la referida regla esta colmando una laguna legislativa lo cual 
implica una actividad legislativa. 
En principio quien está facultado para colmar las lagunas de la ley es el 
poder judicial, al momento de aplicar la ley a un caso concreto, y por lo tanto los 
efectos de su resolución se limitarán solo al caso concreto que se juzga, es decir que la 
resolución judicial no tiene efectos erga onines ( para todo el mundo). En cambio la 
resolución de la miscelánea mediante la cual se colma una laguna, en principio se 
pretende que tenga efectos erga omnes ya que es publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, lo que implica que dicha regla sea un acto materialmente legislativo, que 
altera a la ley al momento de complementarla mediante un acto que no sigue los 
mismos pasos que el procedimiento legislativo. 
Por otra parte es conveniente comentar que de acuerdo con nuestra 
constitución en el artículo 14 tercer párrafo se prevé que las disposiciones penales no 
son susceptibles de integración por lo tanto las leyes penales no pueden tener lagunas. 
En cambio las leyes civiles si son susceptibles de tener lagunas, las cuales podrán ser 
colmadas por el Juez recurriendo a los principios generales del derecho. 
Lo anterior plantea la siguiente cuestión ¿En el derecho fiscal se podrá 
establecer que la ley no tiene lagunas tal y como-ocurre en el derecho penal? o ¿ En el 
derecho fiscal pueden existir lagunas que pueden ser colmadas mediante los principios 
generales del derecho? 
Considero que la respuesta a estas cuestiones requiere de un estudio que 
profundice sobre esta cuestión por lo tanto, trataremos de dar una respuesta a estas 
cuestiones de una manera superficial, ya que el presente estudio no pretende 
profundizar sobre este tema así que con el fin de no desviarnos de el tema central de 
esta tesis, no entraremos a profundidad a resolver estos planteamientos por lo que en 
este momento se deja la semilla que motive la inquietud en alguien con espíritu de 
búsqueda y de investigación para que indague y procure encontrar respuestas, 
utilizando el método científico. 
Sin embargo consideramos que el derecho fiscal es más semejante al 
derecho penal, que al derecho civil en este aspecto ya que los dos gozan de un 
principio muy semejante y que consiste en que en el derecho penal no hay pena ni 
delito sin ley, y en el derecho fiscal, priva el principio de que no hay tributo sin ley, 
por lo tanto se puede afirmar que el derecho fiscal al igual que el derecho penal, no es 
susceptible de integración ya que carece de lagunas. 
Con lo anterior no se pretende que un caso no previsto por el legislador 
continúe así definitivamente, ya que situaciones no previstas por el legislador y que se 
dan en el mundo fáctico y el entorno jurídico deben de ser resueltas. Por lo tanto 
considero que en algún caso no previsto por el legislador el juzgador deberá de 
resolver de la manera más favorable al contribuyente ya que no hay tributo sin ley. El 
anterior criterio no pone en peligro al orden público ni al interés común, ya que los 
efectos de la resolución judicial son relativos a las partes así que no surten efectos 
erga omnes y además porque en todo momento el legislador puede adicionar o 
modificar la ley, previendo la forma de resolver las circunstancias que no había 
previsto antes. 
Debe de buscarse un mecanismo mediante el cual la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, esté en busca de posibles lagunas en la legislación fiscal, 
con el fin de proponer al legislativo las reformas necesarias para colmarlas, ya que es 
el único facultado para colmar las lagunas de la legislación fiscal. En caso de que las 
lagunas no sea colmadas por el legislador, entonces no podrán ser colmadas por nadie 
mas. La anterior afirmación es válida sólo sí aceptamos la teoría de que la ley fiscal 
no tienen lagunas, al igual que la legislación penal. 
Y lo anterior es así porque la solución que se ha dado en la práctica en 
estos últimos años, consiste en que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
mediante reglas de carácter general ha tratado de resolver los casos no previstos por el 
legislador, sin embargo, no hay disposición alguna que autorice a la Secretaría a 
legislar en los casos no previstos por el legislador. Por lo tanto lo más técnico de 
acuerdo con el derecho y lo más sano para la nación y para el principio de división de 
poderes, consiste en que la autoridad administrativa y de ser posible hasta la judicial, 
informen al legislativo de los posibles casos no previstos en la ley y así sea el poder 
legislativo el que subsane las omisiones en las que pudo haber incurrido. Cualquier 
solución distinta a la anteriormente planteada podría ser atentatoria del principio de 
que "no hay tributo sin ley." 
Por todo lo anteriormente expuesto se considera que la regla 13, es 
inconstitucional, aunque se reconoce que su aplicación ha servido para facilitar a los 
contribuyentes el cumplimento de sus obligaciones fiscales. 
REGLA 15. " Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 61 del 
Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el aviso de destrucción o 
donación de mercancías que han perdido se valor, deberá presentarse ante la 
Administración Local de Auditoría Fiscal competente, mediante la forma oficial 
aprobada, acompañada de los dispositivos electromagnéticos que contengan la 
información relativa al calendario de destrucción de mercancías que han perdido su 
valor o la relación de mercancías a destruir, en los términos que señale el instructivo 
denominado "PROCEDIMIENTO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA 
INFORMACIÓN EN DISKETTE DEL AVISO HISR-17 DESTRUCCIÓN O 
DONACIÓN DE MERCANCÍAS QUE HAN PERDIDO SU VALOR", mismo que se 
da a conocer en el anexo 1 de esta resolución." 
Análisis .- La presente regla lejos de facilitar al contribuyente el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales, le complica su acatamiento, ya que el 
único mérito que tiene es el de señalar que el aviso se presentará ante la 
Administración Local de Auditoría fiscal competente, pero el aviso que se tiene que 
presentar no es un simple escrito, como podría pensarse de la lectura del artículo 61 
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, sino que a la forma oficial aprobada se tiene 
que acompañar unos dispositivos electromagnéticos que contengan una serie de datos 
que la regla establece y en los términos que la propia Secretaría da a conocer en un 
instructivo publicada como anexo 1 de la resolución. 
¿Es que acaso la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, tiene la 
seguridad de que todos los contribuyentes tienen computadora? ¿Será necesario tener 
una computadora o ser licenciado o ingeniero en sistemas computacionales o tener la 
posibilidad económica de contratar a un profesionista de la computación, para ser de 
los contribuyentes a que se refiere el artículo 61 del reglamento de la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta? 
La regla que aquí se comenta establece una serie de requisitos para 
presentar un aviso, que francamente hacen casi imposible el cumplimiento de esta 
obligación para ciertos contribuyentes. 
Por otra parte es importante hacer mención de que la Resolución que 
establece para 1995 reglas de carácter general aplicables a los impuestos y derechos 
federales, excepto a los relacionados con el comercio exterior, establece en el segundo 
párrafo de sus considerandos que: 
"Que para ello las leyes fiscales facultan a la Secretaría a publicar 
anualmente dichas resoluciones , agrupándolas por materias y por contribuciones para 
simplificar su aplicación, por lo que " 
Sin embargo la regla que estamos comentando se encuentra ubicada en 
el Titulo II de la resolución y que es, el que se refiere, al Código Fiscal de la 
Federación. ¿Acaso ubicar esa regla en dicho título facilitará al contribuyente el 
cumplimiento de su obligación? 
Lo idóneo hubiera sido, colocar dicha regla en el título que se ocupa del 
impuesto sobre la renta, ya que el citado precepto se refiere a un artículo del 
reglamento de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 
Si una persona al consultar el artículo 61 del Reglamento de la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta, quiere saber a que autoridad debe de presentar el aviso 
respectivo, lo más lógico es que busque en el título que se refiere al impuesto sobre la 
renta y muy poco probable será que busque la respuesta en el apartado del Codigo 
Fiscal de la Federación. 
Así las cosas resulta que la referida regla hace más gravosa una 
obligación señalada por un Reglamento ( ni siquiera por una l ey ) , y se coloca en un 
lugar en el que será difícil su localización, se podría decir válidamente que dicha 
regla se encuentra "escondida" en el Diario Oficial de la Federación. 
REGLA 18. " Los contribuyentes que opten por compensar 
contribuciones que tengan a su favor, presentarán ante la Administración Local de 
Recaudación correspondiente a su domicilio fiscal, dentro de los cinco días siguientes 
a la presentación de la declaración donde hubieran efectuado la compensación 
relativa, aviso de compensación, utilizando para ello las formas oficiales HIVA-3 
"IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN O 
COMPENSACIÓN DE SALDO A FAVOR" y los anexos de la forma oficial 32 
"FORMA FISCAL PARA DEVOLUCIONES" o HISR-15 "IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA AVISO DE COMPENSACIÓN" así como, en su caso, la información que 
señala la regla 22 de esta Resolución, o bien, mediante escrito libre tratándose de 
compensación del impuesto al activo o del crédito al salario. 
Análisis.- Para proceder al análisis de la presente regla, es 
imprescindible conocer el contenido del artículo 23 del Código Fiscal de la 
Federación el cual establece lo siguiente: 
"Artículo 23. Los contribuyentes obligados a pagar mediante 
declaración podrán optar por compensar las cantidades que tengan a su favor contra 
las que estén obligados a pagar por adeudo propio o por retención a terceros, siempre 
que ambas deriven de una misma contribución, incluyendo sus accesorios. Al efecto 
bastará que efectúen la compensación de dichas cantidades actualizadas, desde el mes 
en que se presentó la declaración hasta aquél en que la compensación se realice. 
Si las cantidades que tengan a su favor los contribuyentes no derivan de 
la misma contribución por la cual están obligados a efectuar el pago, sólo se podrán 
compensar en los casos v cumpliendo los requisitos que la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público establezca mediante realas de carácter general," 
De la lectura de este artículo se puede apreciar cómo el legislador se 
refiere a dos supuestos distintos. El primer supuesto se refiere a la compensación de 
una contribución contra la misma contribución, es decir, se refiere a los casos en que 
se tiene un saldo a favor por concepto de algún impuesto y se tiene un saldo a cargo 
por el mismo impuesto y entonces el legislador establece que en esos casos "bastará 
que efectúen la compensación de dichas cantidades actualizadas, desde el mes en que 
se presentó la declaración hasta aquél en que la compensación se realice. " En otras 
palabras esto quiere decir que cuando quiera compensar I.V.A. contra I.V.A. o I.S.R. 
contra I.S.R., bastará con hacer la compensación en la declaración, actualizando las 
cantidades correspondientes. 
Para este primer supuesto de compensación, el Código Fiscal de la 
Federación no señala en ninguna parte, que se deberá de presentar algún aviso o hacer 
algún trámite especial ya que dice que en estos casos bastará con efectuar la 
compensación de las cantidades actualizadas. 
El segundo supuesto previsto por el artículo 23 del Código Fiscal de la 
Federación, se refiere al caso en el que el contribuyente tenga un saldo a favor de un 
impuesto, por ejemplo del I.V.A. y tenga un saldo a cargo de otro impuesto como 
puede ser el I.S.R., estableciendo el citado artículo que en esos casos sólo se podrán 
compensar en los casos y cumpliendo los requisitos que la Secretaría de Hacienda v 
Crédito Público establezca mediante reglas de carácter general.". 
Es decir que la compensación de un saldo a favor de un impuesto, 
contra el saldo a cargo de otro impuesto, en principio no se puede efectuar, salvo que 
la Secretaría de Hacienda por medio del reglas de carácter general, establezca los 
casos y los requisitos que se deban de cumplir para poder hacer este tipo de 
compensación. 
De lo anterior se desprende que en materia de compensaciones hay una 
regla general que consiste en que " Un saldo a favor de un impuesto sólo se puede 
compensar contra un saldo a cargo del mismo impuesto", y dicha regla general 
encuentra su excepción en el sentido de que un saldo a favor de un impuesto, sólo se 
podrá compensar contra el saldo a cargo de otro impuesto en los casos en que así lo 
señale expresamente la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante reglas de 
carácter general y cumpliendo con todos los requisitos que en dichas reglas se exijan. 
Así las cosas, resulta que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
mediante la regla de carácter general que estamos comentando, crea una obligación al 
contribuyente, que no está establecida en ley, ya que exige que los contribuyentes que 
opten por compensar contribuciones que tengan a su favor, deban de presentar a la 
Administración Local de Recaudación correspondiente a su domicilio fiscal, dentro de 
los cinco días siguientes a la presentación de la declaración donde hubieren efectuado 
la compensación relativa, el aviso de compensación, utilizando para ello los formatos 
oficiales. 
Al establecer esta obligación, la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, está exigiendo más requisitos que los que la ley establece para efectuar una 
compensación, en el caso de los supuestos en los que el contribuyente quiera 
compensar un saldo a favor de un impuesto contra el saldo a cargo que tenga el 
mismo contribuyente contra la misma contribución. 
Si una persona tiene un saldo a favor de N$ 100.00 por concepto del 
impuesto sobre la renta, derivado de la declaración anual de 1994 y suponiendo que la 
declaración anual en la que manifestó su saldo a favor hubiera sido presentada el 20 
de marzo del 95 y suponiendo que dicho contribuyente tuviera un saldo a cargo de 
N$80.00 de impuesto sobre la renta por el primer trimestre de 1995, entonces al 
presentar su declaración del primer trimestre podrá efectuar la compensación de ese 
saldo a favor y aún tendrá un saldo a favor de NS20.00 actualizables para el segundo 
trimestre del año del 95 en caso de éste le salga a cargo en el impuesto sobre la renta. 
Para tener por hecha la referida compensación del ejemplo , de acuerdo 
con el Código Fiscal de la Federación basta con que efectúe la compensación en el 
formato respectivo que se debe de presentar al banco. 
No obstante lo anterior, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público no 
tendría por válida o procedente dicha compensación si no se cumple, además del 
requisito anterior que establece el legislador, con los siguientes requisitos que 
establece la propia autoridad administrativa y que son: 
* Presentar un aviso dentro de los cinco días (hábiles) 
siguientes a la presentación de la declaración donde hubieran 
efectuado la compensación relativa. 
* El aviso que se debe presentar debe ser en el 
formato oficial autorizado por la autoridad para el efecto de 
compensar saldos a favor y que en el caso de nuestro ejemplo, lo es 
el HISR-15. 
* Dicho aviso debe ser presentado en la 
Administración Local de Recaudación correspondiente al domicilio 
fiscal del contribuyente. 
¿Qué sucedería de acuerdo con lo establecido en la regla en comento, en 
el caso de que no se cumpliera con alguno de los requisitos señalados anteriormente? 
¿Qué pasaría si por ejemplo no se presenta el aviso dentro de los cinco días, sino que 
se presenta al sexto u séptimo día? Qué pasaría si el aviso se presenta en el formato 
incorrecto, como por ejemplo que por una compensación del Impuesto sobre la Renta 
se presente el formato HIVA-3? 
La consecuencia sería, que la Secretaría no autorizará la compensación 
efectuada y por lo mismo se continuarán generando actualización y recargos, sobre las 
contribuciones omitidas, aunque por otro lado el saldo a favor que el contribuyente 
pretentendió compensar, se continuará considerando por la autoridad como saldo a 
favor, ya que no se consideró procedente la compensación sobre el citado saldo a 
favor, dicho saldo a favor no deja de ser actualizable, sin embargo no genera intereses 
a cargo de la Secretaría por lo que si la autoridad le comunica al contribuyente que el 
saldo a favor de 50 pesos que compensó hace tres años, no es procedente toda vez que 
el aviso que presentó lo entregó en un formato equivocado y fuera del plazo de los 
cinco días, el comunicado de la autoridad tiene como consecuencia que el 
contribuyente tiene tres años después de la supuestamente "improcedente" 
compensación, un saldo a cargo por los siguientes conceptos: 





* Actualización y recargos calculados aproximadamente 
a tres años. 





* Actualización y recargos calculados aproximadamente 
a tres años. 
Tal y como se puede apreciar, de la información asentada en los cuadros 
anteriores, el contribuyente se ve obligado a cumplir con una serie de requisitos que le 
establece la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante reglas de carácter 
general, disposiciones generales y abstractas que alteran la ley al exigir mayores 
requisitos, e imponer más obligaciones que las establecidas en ley, mediante un 
procedimiento distinto al legislativo, violando así el artículo 72 constitucional que 
establece que para la modificación, reforma o derogación de la ley, será necesario que 
se siga el mismo procedimiento que se requiere para la formación de una ley. 
El no cumplir con las obligaciones inconstitucionales impuestas por la 
autoridad, puede llegar a representar un impacto negativo bastante fuerte, al 
patrimonio del contribuyente tal y como se puede apreciar en los cuadros precedentes. 
Por otra parte y tratándose de la compensación del Impuesto ni Valor 
Agregado, resulta importante señalar que, la autoridad dificulta el cumplimiento de las 
obligaciones inconstitucionales que ella misma establece, al disponer que el aviso que 
se debe de presentar a la Administración Local de Recaudación, en caso de que se 
compense I V A. contra I.V.A. deberá de ser el HIVA-3 "IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO. SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN O COMPENSACIÓN DE SALDO 
A FAVOR", junto con los anexos de la forma oficial 32 "FORMA FISCAL PARA 
DEVOLUCIONES" . 
¿Qué tan correcto y ordenado será que se le pida al contribuyente que 
presente un aviso, al que se le llama solicitud? ¿Al presentar el aviso se está avisando 
o se está solicitando la compensación de un saldo a favor? ¿En qué forma ordena y 
organiza la Secretaría sus formatos que ordena que se presente un formato para 
compensación, junto con los anexos de otro formato para devoluciones de saldo a 
favor? ¿Cumplir con estas obligaciones será sencillo? ¿Estará acaso la Secretaría 
facilitando a los contribuyentes el cumplimiento de sus obligaciones fiscales? ¿O está 
la autoridad poniendo obstáculos y trampas de procedimiento para aumentar su 
recaudación? 
El Código Fiscal de la Federación se refiere a la presentación de un 
aviso de compensación, no de una solicitud, por lo tanto es incorrecto el nombre de 
solicitud de devolución o compensación, por otra parte no cabe duda que un anexo lo 
es de un documento principal, por lo tanto si el documento principal es el formato 
HIVA-3 los anexos que se deben de presentar junto con el formato deberían de ser 
los del HIVA-3 y no los del 32 que se refieren a la solicitud de devolución de 
contribuciones, no a su compensación, por lo tanto, la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, ha establecido inconstitucionalmente un procedimiento poco técnico 
y desordenado para efectuar una compensación. 
En consecuencia la regla 23, representa una violación a la constitución, 
al establecer obligaciones fiscales que no están establecidas en ley. Dichas 
obligaciones son creadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sin fundarse 
en ninguna ley, ya que ni siquiera el artículo 23 del Código Fiscal de la Federación se 
refiere a las Reglas de Carácter General, en los casos de compensaciones de un 
impuesto contra el mismo impuesto. 
En cuanto a la compensación de un impuesto contra otro impuesto 
diferente, el artículo 23 del Código Fiscal de la Federación, si se refiere a las Reglas 
de Carácter General, las cuales determinarán los casos y los requisitos que se deben 
de cumplir para que sea posible efectuar este tipo de compensación. Y de acuerdo con 
lo anterior la resolución miscelánea, estableció en las reglas 21, 22 y 23 los casos y 
los requisitos que se deben de reunir para compensar una impuesto contra otro 
impuesto de distinta naturaleza. 
REGLA 21. " Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 23 del 
Código Fiscal de la Federación, los contribuyentes de los sectores agrícola y 
ganadero, podrán optar por compensar las cantidades a su favor en el impuesto al 
valor agregado, contra los impuestos al activo o sobre la renta a su cargo o las 
retenciones del mismo efectuadas a terceros, incluyendo sus accesorios, utilizando la 
forma oficial HIVA-3 "IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SOLICITUD DE 
DEVOLUCIÓN O COMPENSACIÓN DE SALDO A FAVOR", acompañada de los 
anexos 1 y 2 de la forma oficial 32 "FORMA FISCAL PARA DEVOLUCIONES", 
que presentarán ante la Administración de Recaudación que les corresponda, siempre 
que dicha compensación se efectúe a partir del mes siguiente a aquél en que se 
presentó la declaración en que determine el saldo a favor y den cumplimiento a los 
demás requisitos establecidos por las disposiciones fiscales, sin que en estos casos 
sea necesario que dictaminen sus estados financieros para efectos fiscales." 
REGLA 22. " Para los efectos del artículo 23 del Código Fiscal de la 
Federación , los contribuyentes podrán efectuar la compensación de las cantidades 
que tengan a su favor en el impuesto al valor agregado, contra el impuesto sobre la 
renta a su cargo o las retenciones del mismo efectuadas a terceros y el impuesto al 
activo, incluyendo sus accesorios que se paguen mediante declaración siempre que 
cumplan con lo siguiente: 
I. Que dictaminen sus estados financieros para efectos fiscales. 
Tratándose de contribuyentes que se dediquen a actividades industriales podrán 
efectuar la compensación a que se refiere esta regla aun cuando no dictaminen sus 
estados financieros , siempre que cumplan con todos los demás requisitos establecidos 
en la misma. 
II. Que la compensación la efectúen a partir del mes siguiente a aquél en 
que se presentó el saldo a favor en el impuesto al valor agregado. 
III. Que dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la 
declaración donde hubieran efectuado la compensación, presenten ante la 
Administración de Recaudación competente, la relación de sus proveedores, 
prestadores de servicios y arrendadores que representen al menos el 95% del valor de 
sus operaciones, así como la correspondiente a la totalidad de sus clientes en 
exportación. La información relativa a los mismos deberá ser agrupada por cada 
proveedor, prestador de servicio, arrendador o cliente. 
Las empresas dedicadas al transporte internacional de pasajeros, estarán 
relevadas de proporcionar la información de sus clientes de exportación prevista en 
esta fracción. 
Si después de efectuada la compensación de las cantidades que hubiera 
tenido a su favor en el impuesto al valor agregado, resulta un remanente de saldo a 
favor, el contribuyente podrá compensarlo en declaraciones posteriores o solicitar su 
devolución." 
REGLA 23. "La información a que se refiere la fracción III de la regla 
22 que antecede, deberá presentarse por duplicado, en discos flexibles de 3.5, doble 
cara y doble densidad o alta densidad, procesado en Código Estándar Americano para 
intercambio de información (ASCII), sistema operativo DOS versión 3.0 o posteriores, 
cuya etiqueta externa deberá contener la obligación que se cumple, el nombre y el 
registro federal del interesado, número del disco, nombre del archivo, cantidad de 
registros, periodo de operaciones y fecha de entrega. 
Los datos deberán de reportarse en archivos cuyos registros de 
identificación serán de 181 posiciones, los datos de proveedores y prestadores de 
servicio serán proporcionados a 208 posiciones y los datos de los clientes por las 
operaciones de exportación comprenderán 210 posiciones, conforme al instructivo que 
se contiene en el anexo 1 de la presente resolución. 
Los contribuyentes a que se refiere la regla 22 de esta Resolución, que 
opten por compensar las cantidades a su favor en el impuesto al valor agregado, 
quedarán relevadas de la obligación de presentar los anexos 1 y 2 de la forma oficial 
32 "FORMA FISCAL PARA DEVOLUCIONES". 
De la lectura de las reglas anteriores se desprende que el único impuesto 
que se puede compensar contra otros impuestos lo el Impuesto al Valor Agregado, y 
cumpliendo con los requisitos señalados anteriormente, los cuales son de una 
complejidad tremenda, por lo tanto, sólo podrán realizar este tipo de compensación, 
aquéllos contribuyentes que tengan la inteligencia y los recursos necesarios para poder 
entender y cumplir con los requisitos que establece las Secretaría. 
De acuerdo con el principio de legalidad, estas condiciones y requisitos 
deberían de estar establecidos en ley, para no dejar al contribuyente expuesto a los 
caprichos de la autoridad, y además deben de ser sencillos y entendibles, lo cual no 
ha sucedido todavía. 
REGLA 19. " Los contribuyentes que de conformidad con el artículo 
6o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado tengan saldo a su favor en dicho 
impuesto, determinado en sus declaraciones de pagos provisionales o en la del 
ejercicio, podrán acreditarlo, inclusive parcialmente, en las siguientes declaraciones 
de pago provisional del mismo impuesto o solicitar la devolución de la parte aún no 
acreditada. Por la paite por la que se solicite la devolución, ya no se podrá efectuar su 
acreditamiento." 
Auálisis.- Esta regla se encuentra relacionada con el Código Fiscal de 
la Federación, ya que el articulo 22 se refiere a la devolución de impuestos y el 
artículo 23 se ocupa de la compensación, sin embargo, el artículo con el que más se 
relaciona la regla que estamos comentando es el artículo 6 de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, que a la letra dice: 
Artículo 6 . " Cuando en la declaración de pago provisional resulte saldo 
a favor, el contribuyente podrá acreditarlo contra el impuesto a su cargo que le 
corresponda en los meses siguientes hasta agotarlo o solicitar su devolución, siempre 
que en este último caso sea sobre el total del saldo a favor. 
Si en la declaración del ejercicio el contribuyente tuviera cantidades a su 
favor, podrá acreditarlas en declaraciones de pago provisional posteriores o solicitar 
su devolución total. 
Los saldo cuya devolución se solicite no podrán acreditarse en 
declaraciones posteriores." 
En ninguna parte de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, o del 
Código Fiscal de la Federación, se encuentra disposición alguna que se remita a las 
Reglas de Carácter General para regular este aspecto del Impuesto al Valor Agregado, 
por lo tanto, esta regla nace sin sustento en ley. 
No conforme con lo anterior, la presente regla es todavía más 
inconstitucional que las reglas comentadas anteriormente, ya que no sólo altera a la 
ley, sino que la contradice. 
En efecto, el artículo 6 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, es 
muy claro en el sentido de que, en los casos en que el contribuyente tenga un saldo a 
favor de este impuesto, podrá optar por acreditarlo hasta agotarlo o solicitar su 
devolución por la totalidad del saldo a favor, lo cual significa que tiene que tomar una 
de las dos opciones, y que la opción elegida no podrá ser variada. 
Lo anterior concuerda con lo establecido en el artículo 6 del Código 
Fiscal de la Federación, el cual establece en su último párrafo que "Cuando las 
disposiciones fiscales establezcan opciones a los contribuyentes, para el cumplimiento 
de sus obligaciones fiscales o para determinar las contribuciones a su cargo, la elegida 
por el contribuyente no podrá variarla respecto al mismo ejercicio". 
Por lo tanto, de acuerdo con la Ley del Impuesto al Valor Agregado y 
con el Código Fiscal de la Federación, cuando un contribuyente tenga un saldo a favor 
derivado de una declaración de pago provisional o de declaración anual, el 
contribuyente podrá optar entre acreditar la totalidad de su saldo a favor o solicitar su 
devolución. 
Pero si el contribuyente opta por la devolución, ya no podrá acreditar 
dichas cantidades, y si opta por el acreditamiento ya no podrá solicitar la devolución 
de las cantidades ya que ese saldo a favor ya quedó sujeto a la opción de 
acreditamiento, así que tendrá que acreditar dicho saldo a favor hasta agotarlo. 
La disposición que establece que una vez solicitada la devolución de un 
saldo a favor, ya no podrá acreditarse dicho saldo a favor, es sumamente lógica y no 
ofrece ningún problema, ya que es natural que si ya está en trámite la devolución de 
mi saldo a favor, ya no pueda acreditarlo, por que de lo contrario, se estaría 
duplicando la aplicación del saldo a favor. 
Por lo tanto si un contribuyente tiene un saldo a favor, derivado de el 
pago provisional del segundo trimestre del año, por ejemplo, y solicita su devolución, 
ya no podrá acreditar dicho saldo a favor, en contra de el saldo a cargo que pueda 
tener en el Impuesto al Valor Agregado del siguiente trimestre, independientemente de 
que ya se le haya devuelto o no el saldo a favor. 
El problema se plantea más bien, en el supuesto del acreditamiento, ya 
que si el contribuyente tiene un saldo a favor y opta por su acreditamiento, entonces 
tendrá que acreditarlo todo, hasta agotarlo ya que no podrá solicitar su devolución. 
Si el contribuyente tiene verbigracia, un saldo a favor de 100 en el 
impuesto al valor agregado del primer trimestre del año, y empieza a acreditar ese 
saldo a favor en las declaraciones de pagos provisionales posteriores, puede ser que al 
presentar su declaración del tercer trimestre, todavía no haya agotado su saldo a favor 
ya que sólo pudo acreditar 40 en el tercer trimestre, por lo tanto todavía tiene un saldo 
a favor de 60 el cual puede seguir acreditando en los siguientes pagos provisionales 
posteriores hasta agotarlos, pero ya no pude solicitar la devolución de las cantidades 
aún no acreditadas, porque de acuerdo con la ley ya tomó la opción del 
acreditamiento. 
Sin embargo la regla de la miscelánea que estamos comentando, es 
contraria a la ley al establecer que los contribuyentes que tengan un saldo a favor del 
Impuesto al Valor Agregado " podrán acreditarlo, inclusive parcialmente, en las 
siguientes declaraciones de pago provisional del mismo impuesto o solicitar la 
devolución de la parte aún no acreditada." 
De su simple lectura se aprecia claramente, como dicha regla, contradice 
o se opone a lo establecido legalmente, dando una opción que está prohibida por el 
legislador. 
Es conveniente señalar, que el sistema adoptado por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, es el más conveniente y acarrea ventajas al 
contribuyente, ya que le permite solicitar la devolución de las cantidades que en 
principio quiso acreditar, pero que por diversas circunstancias, ya no va a poder 
acreditar o va a tardar mucho tiempo en agotar el acreditamiento del saldo a favor. 
Definitivamente es mejor para el contribuyente, el observar lo dispuesto 
por la regla 19, que observar lo establecido por el artículo 6 de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, sin embargo no debemos de olvidar que dicha regla, es 
inconstitucional ya que es contraria a la ley. 
Si un reglamento hecho por el Presidente de la República tiene como 
límite a la ley misma, con mayor razón una regla de carácter general expedida por el 
Secretario de Hacienda y Crédito Público, debe de tener como límite a la misma ley. 
Lo correcto sería, que se promoviera una reforma al artículo 6 de la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado, para que se pueda seguir la mecánica de la regla 19, 
pero bajo el amparo de la ley, es decir que se regule dicha facultad del contribuyente 
en la ley misma. 
En conclusión, se puede decir con respecto a esta regla 19, que no 
obstante que ofrece al contribuyente una opción, que le permite cumplir con sus 
obligaciones fiscales de una manera más cómoda, se trata de todos modos de una regla 
inconstitucional que es confiaría a la ley y a la constitución, al pretender modificar a 
la ley por medios distintos a los establecidos constitucionalmente. 
REGLA 41. "Para los efectos del cumplimiento de la obligación de 
cerciorarse de la veracidad de los datos contenidos en la cédula de identificación del 
registro federal de contribuyentes de la persona que expide un comprobante que dé 
lugar a la deducción o el acreditamiento para efectos fiscales o de la persona a cuyo 
favor se expide, prevista en los párrafos tercero y cuarto del artículo 29 del Código 
Fiscal de la Federación, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, periódicamente 
dará a conocer en el Diario Oficial de la Federación, una relación de los folios de las 
cédulas de identificación del registro federal de contribuyentes que hayan sido objeto 
de cancelación. 
Los folios a que se refiere el párrafo anterior, se relacionan en el anexo 
4 de esta Resolución." 
Análisis.- La presente regla tiene un apoyo legal, ya que el Código 
Fiscal de la Federación, en su artículo 29 se refiere a la obligación de cerciorarse de la 
veracidad de los datos contenidos en la cédula de identificación fiscal, al establecer 
que: 
"Para poder deducir o acreditar fiscalmente con base en los 
comprobantes a que se refiere el párrafo anterior, quien los utilice deberá cerciorarse 
de que el nombre, denominación o razón social y clave del registro federal de 
contribuyentes de quien aparece en los mismos son los correctos. 
Asimismo, quienes expidan los comprobantes referidos deberán 
asegurarse de que el nombre, denominación o razón social de la persona a favor de 
quien se expidan los comprobantes correspondan con el documento con el que 
acrediten la clave del registro federal de contribuyentes que se asiente en dichos 
comprobantes. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante disposiciones de 
carácter general, podrá establecer facilidades para la identificación del adquirente." 
Sin embargo, la forma en que se pretende obligar al contribuyente a 
cerciorarse de la veracidad de los datos plasmados en la cédula de identificación 
fiscal, es absurda, ya que es casi imposible que la gran mayoría de los contribuyentes, 
puedan almacenar la información, que se va acumulando periódicamente y que 
contiene los números de folios que se han ido cancelando y todavía más difícil será el 
crear un sistema o mecanismo que permita detectar, si la cédula que esta presentando 
el cliente, se encuentra o no, entre las que han salido publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación, como canceladas. El cumplir con esta obligación implica una carga 
excesiva para el contribuyente. 
REGLA 42. "Para los efectos del artículo 29, cuarto párrafo del Código 
Fiscal de la Federación, la obligación de cerciorarse de que los datos de la persona a 
cuyo favor se expide un comprobante que permita la deducción o el acreditamiento 
para efectos fiscales, se tendrá por cumplida cuando se conserve copia de la cédula de 
identificación de la persona a cuyo favor se expida, así como en los supuestos 
previstos en la regla 47 de esta resolución. Tratándose de la prestación de servicios en 
restaurantes, esta obligación se tendrá por satisfecha cuando en el anverso del 
comprobante que conserve el establecimiento, se anote el número de folio de la cédula 
de identificación fiscal proporcionada por el cliente. 
Análisis.- La presente regla al igual que la anterior, tienen su apoyo 
legal en el artículo 29 del Código Fiscal de la Federación. Es conveniente señalar que 
esta regla es poco obseivada y poco conocida por los contribuyentes, ya que genera 
una serie de molestias a los clientes. 
En la actualidad, lo que se acostumbra, es pedirle al cliente el original o 
copia de su cédula de identificación fiscal, y se anota en el comprobante fiscal, (que 
puede ser factura o recibo de honorarios o de arrendamiento), el Registro Federal de 
Contribuyentes, del cliente, pero una vez hecho lo anterior, se le devuelve al cliente su 
original o copia de la cédula, es decir, que el contribuyente normalmente nunca se 
queda con copia de la cédula. 
Por otra parte, las personas normalmente cargan con una copia de su 
cédula con el fin de pedir comprobante fiscal, al momento de hacer alguna erogación 
indispensable para su actividad, y lo que esperan es que se les dé el comprobante 
fiscal, con el sólo hecho de mostrar su copia fotostàtica de la cédula, de ninguna 
manera esperan, que les vayan a recoger la copia de la cédula. 
Como se puede apreciar, la costumbre que se ha implantado, en la 
colectividad, es distinta a los establecido en la regla que comentamos, ya que el 
cumplir con la referida regla implicaría el pedir al cliente copia de su cédula, pero no 
sólo para verla, sino para conservarla. Claro esta que si se trata de un cliente habitual, 
bastará con que la primera vez que compre algo, se le pida la copia de su cédula ya 
que, como ya se conserva una copia de ésta, no será necesario pedirle copia al mismo 
cliente, cada vez que se le dé comprobante fiscal. 
No obstante lo anterior, la costumbre que se ha implantado ha 
provocado que casi nadie cumpla con esta obligación, ya que cuando un contribuyente 
le pide a sus clientes la copia de la cédula de identificación fiscal, para conservarla, 
los clientes se molestan, ya que en otras partes no se quedan con la copia de su 
cédula, además se genera cierta desconfianza del cliente hacia el contribuyente. Los 
clientes suponen que el contribuyente quiere hacer un mal uso de la copia del la 
cédula. 
Por todo lo anterior, es común que 110 se cumpla con esta obligación, ya 
que el cumplirla repercutirá en una disminución importante de la clientela, 
independientemente de la carga administrativa que representa el cumplimiento de esta 
obligación, ya que implica el llevar un control de aquellos clientes, de los cuales ya se 
conserva copia de su cédula de identificación fiscal y de cuales aún no. 
Esta obligación que crea la miscelánea fiscal, es conveniente para la 
autoridad, ya que obliga al contribuyente a que le ayude a fiscalizar a los demás 
contribuyentes, pero el costo de esta obligación es en ocasiones bastante alto para el 
contribuyente, ya que puede llegar a representar una disminución importante de su 
clientela. 
Por otra parte y tal y como se ha explicado en temas anteriores, esta 
obligación es inconstitucional, ya que aunque el Código Fiscal de la Federación se 
refiera a que las reglas de carácter general determinarán tal o cual cosa, esas 
disposiciones son inconstitucionales, ya que ni siquiera el mismo poder legislativo 
puede delegar su facultad de legislar en otro poder, salvo que esté autorizado por la 
propia Constitución tal y como sucede en el artículo 131 segundo párrafo 
constitucional en materia de comercio exterior. 
REGLA 151. " Para los efectos de los dispuesto por los artículos 25, 
fracción VI y 137, fracción IX de la Ley del Impuesto sobre la Renta, cuando se 
acompañe a la documentación que ampare el gasto de alimentación, la relativa al 
transporte, el pago del gasto de alimentación deberá efectuase mediante tarjeta de 
crédito de la persona que realiza el viaje. 
Los gastos por alimentación en viáticos a que se refiere el párrafo 
anterior, podrán deducirse por cada día, hasta por un monto equivalente a un salario 
mínimo general diario de la zona económica del contribuyente, sin necesidad de que 
el pago de dicho gasto se realice mediante tarjeta de crédito, siempre que la persona 
que efectuó el gasto, preste sus servicios en compañías aseguradoras o empresas que 
tengan flotillas de distribución, venta o cobranza y se compruebe el gasto 
correspondiente mediante un comprobante simplificado." 
Análisis.- Para entrar al análisis de la presente regla es conveniente 
señalar que es lo que establece el artículo 25 fracción VI de la Ley del Impuesto Sobre 
la Renta. 
"Artículo 25.- No serán deducibles: 
Fracción V I - Los viáticos o gastos de viaje, en el país o en el 
extranjero, cuando no se destinen al hospedaje, alimentación, transporte, uso o goce 
temporal de automóviles y pago de kilometraje, de la persona beneficiara del viático o 
cuando se apliquen dentro de una faja de 50 kilómetros que circunde el 
establecimiento del contribuyente. Las personas a favor de las cuales se realice la 
erogación, deben tener relación de trabajo con el contribuyente en los términos del 
Capítulo I del Titulo IV de esta Ley o deben estar prestando servicios profesionales. 
Tratándose de gastos de viaje destinados a la alimentación, sólo serán 
deducibles hasta por un monto que no exceda de NS233.00 diarios por cada 
beneficiario, cuando los mismos se eroguen en territorio nacional, y N$466.00 diarios, 
cuando se eroguen en el extranjero, y el contribuyente acompañe a la documentación 
que los ampare la relativa al hospedaje o transporte. Cuando a la documentación que 
ampare el gasto de alimentación el contribuyente acompañe la relativa al transporte, 
deberá además cumplir con los requisitos que al efecto establezca la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, mediante reglas de carácter general " 
Tal y como está redactado el artículo 25 fracción IV, se puede apreciar 
como en principio, los gastos de alimentación no son deducibles. Excepcionalmente 
serán deducibles los gastos de alimentación cuando reúnan los requisitos establecidos 
en dicha fracción, como lo son el de que se apliquen fuera de una faja 50 kilómetros 
que circunde al establecimiento del contribuyente, que quienes realicen la erogación 
tengan una relación de trabajo con el contribuyente o le preste servicios profesionales 
y que se anexe el comprobante de viaje. 
La ley establece que cuando a la documentación que ampare el gasto de 
alimentación, el contribuyente anexe la relativa al Uansporte, deberá además cumplir 
con los requisitos que al efecto establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, mediante reglas de carácter general. 
Como se puede apreciar, las reglas de carácter general, deben establecer 
los requisitos que debe de reunir la documentación relativa al transporte, que se anexe 
a la documentación comprobatoria de los alimentos para poder deducir los gastos de 
alimentación que reúnan los requisitos señalados anteriormente. Sin embargo, la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se excede de sus facultades al expedir la 
regla 151, ya que por una parte no establece los requisitos que debe de reunir el 
comprobante del transporte ( Que es para lo que esta facultada por la Ley) y por otra 
parte si establece como requisito para el pago de los gastos de alimentación, el que se 
efectúen por medio de tarjeta de crédito de la persona que realiza el viaje. 
Es decir que aumenta los requisitos necesarios para poder deducir los 
gastos de alimentación, creando una obligación a cargo del contribuyente que no está 
establecida en ley. Lo que se establece en ley es que la Secretaría por medio de reglas 
de carácter general señalará los requisitos que debe de reunir la documentación que 
ampare los gastos del transporte, pero no los de la alimentación. 
Además, el legislador en estos casos debe de ser preciso y establecer en 
ley los requisitos para las deducciones ya que estas disposiciones son fundamentales 
para obtener la base del impuesto, por lo tanto, esta delegación que hace el legislador 
de sus facultades legislativas en materia tributaria, en favor de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, es totalmente inconstitucional por violar entre otros al 
artículo 31 fracción IV. 49 y al artículo 72 inciso f) de la Carta Magna. 
REGLA 223.- " Para los efectos de los dispuesto en el artículo 81, 
fracción VI de la Ley del Impuesto sobre la Renta, los empleadores no estarán 
obligados a presentar declaración del ejercicio por aquellos trabajadores que al 31 de 
diciembre, les hubieran prestado sus servicios por un período menor a doce meses, 
debiendo considerar las cantidades entregadas por concepto de crédito al salario como 
definitivas. 
Tratándose de contribuyentes a que se refiere el Capítulo I del Título IV 
de dicha Ley, cuando presenten su declaración del ejercicio en los términos de los 
dispuesto en la fracción III del artículo 82 de la propia Ley, deberán de considerar el 
crédito general anual." 
Análisis.- El primer párrafo de esta regla es congruente con lo 
establecido por la fracción VI del artículo 81 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta 
que señala que: 
"Los contribuyentes que hayan prestado sus servicios en el año de 
calendario de que se trate por un período menor a doce meses no tendrán derecho a 
recibir cantidad alguna por concepto de crédito al salario anual y las cantidades que, 
en su caso, hayan recibido por concepto del crédito al salario mensual 
correspondientes a dicho período se considerarán como definitivas" 
Corno consecuencia de lo anterior, es lógico que el empleador no esté 
obligado a presentar declaración anual, por estos trabajadores, sin embargo la regla 
que estamos comentando aclara a los patrones que tratándose de esos trabajadores, no 
están obligados a presentarles declaración anual. 
Se puede decir en cuando al primer párrafo de esta regla, que se trata de 
una verdadera y legal regla de carácter general que ayuda al contribuyente a cumplir 
más fácilmente con sus obligaciones fiscales. 
El problema se plantea con el segundo párrafo de dicha regla ya que 
establece, que los asalariados que presenten su declaración anual por si mismos, en 
los casos previstos en el artículo 82 fracción III de la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta, deberán de aplicar el crédito general anual, es decir, que no podrán restar el 
crédito al salario anual, sino el crédito general anual. 
El artículo 82 fracción III establece los casos en los cuales, los 
asalariados, tendrán obligación de presentar su declaración anual por ellos mismos y 
no por conducto de su empleador. 
"Presentar declaración anual en los siguientes casos: 
a) Cuando obtengan ingresos acumulables distintos de los señalados en 
este Capítulo. 
b) Cuando se hubiera comunicado por escrito al retenedor que se 
presentará declaración anual. 
c) Cuando dejen de prestar servicios a más tardar el 31 de diciembre del 
año de que se trate o cuando a dicha fecha se presten servicios a dos o más 
empleadores. 
d) Cuando obtengan ingresos por los conceptos a que se refiere este 
Capítulo, de fuente de riqueza ubicada en el extranjero o provenientes de personas no 
obligadas a efectuar las retenciones del artículo 80 de esta Ley." 
En estos casos el asalariado deberá de presentar por sí mismo su 
declaración anual, y al momento de hacer el cálculo de su Impuesto sobre la Renta, 
deberá de restar el Crédito General anual, por lo tanto no podrá restar el Crédito al 
Salario anual de acuerdo con el último párrafo de la regla que se comenta. 
Lo anterior resulta totalmente injusto y violatorio del principio de 
legalidad, por las siguientes razones: 
A finales de 1993, se establece una reforma fiscal, consistente en un 
cambio en el cálculo del impuesto sobre la renta, ya que anteriormente, después de 
restarle el subsidio, al impuesto sobre la renta, los contribuyentes personas físicas 
(excepto aquellos contribuyentes con actividad empresarial, que tributaban bajo el 
régimen general de ley, o algunos sectores del régimen simplificado) tenían derecho a 
restar el 10% Acreditable, que no era otra cosa que el 10% del Salario Mínimo 
elevado al año. 
A partir de la reforma se modificó el calculo, eliminando el 
acreditamiento del 10% del Salario Mínimo elevado al año, para aplicar en su lugar el 
Crédito al Salario, para el caso de los asalariados y a partir de 1994 el Crédito General 
para las demás personas que no fueran asalariadas pero que anteriormente se les venía 
restando el 10% Acreditable. 
Es decir que actualmente hay dos tipos de créditos, el del salario, que se 
aplica sólo a asalariados y el general que se aplica a quienes no son asalariados. 
Una de las principales diferencia que existen entre uno y otros, consiste 
en que el crédito al salario es más ventajoso para aquellos trabajadores asalariados que 
perciben poco sueldo, en cambio el crédito general es igual, independientemente de 
que sean muchos o pocos los ingresos que haya obtenido el contribuyente. 
Por lo tanto los patrones al momento de calcular el monto de la 
retención a sus trabajadores, deben de aplicar el crédito al salario y no deben de restar 
el crédito general ya que éste último es para quienes no perciben ingresos por salarios. 
De tal forma se puede presentar un supuesto en el que un trabajador con 
un salario bajo, haya sido objeto de retención aplicándose a su cálculo el crédito al 
salario, por lo que resulta una retención de muy baja cuantía, ya que el crédito al 
salario que se le resta, es mayor que el que se le resta a trabajadores con salarios 
elevados Pero si al momento de presentar la declaración anual, resulta que el 
trabajador de este supuesto, le presentó a su empleador una carta donde señala que va 
a presentar su declaración anual por sí mismo, ya que tiene deducciones personales 
que hacer valer, puede resultar que al momento de hacer el cálculo de su impuesto, 
aún incluyendo sus deducciones personales, obtenga un saldo a cargo mayor o un 
saldo a favor menor, del que le hubiera resultado, si no hubiera hecho su declaración 
anual por sí mismo, sino que se la hubiera hecho su patrón, ya que el patrón sí le 
hubiera calculado el impuesto, restándole el crédito al salario anual (aunque no le 
hubiera restado las deducciones personales), en cambio, haciendo el trabajador su 
declaración anual, no podrá restar el crédito al salario, sino el crédito general, y puede 
ocurrir que el beneficio de las deducciones personales se vea desvanecido y anulado, 
por no poder restar el crédito al salario. 
Y es que no hay que olvidar que las retenciones que se le hicieron al 
trabajador se le hicieron conforme al crédito al salario, por lo que al aplicar en la 
declaración anual el crédito general, es muy probable que resulte que las retenciones 
que se hicieron debieron de ser mayores a las practicadas, por lo que puede resultar 
hasta un saldo a cargo más elevado de lo que se pudiera pensar. 
De lo anterior se desprende, que el cálculo del impuesto de un 
trabajador en ocasiones varía dependiendo de quién realice el cálculo, si lo hace el 
patrón aplica el crédito al salario anual, pero si lo hace el propio trabajador deberá 
aplicar el crédito general anual. 
Esto es a todas luces injusto e ilegal, aún estando en la ley, esta 
disposición sería inconstitucional, por lo tanto con mayor razón será inconstitucional 
esta regla general, que ni siquiera es ley. 
En ninguna parte del artículo 82 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
se mencionan a las reglas de carácter general, por lo mismo esta regla, en su último 
párrafo, nace sin sustento en ley, y modifica el cálculo del impuesto ya que si no se 
hubiera dicho nada, lo más lógico hubiera sido pensar que esos casos se aplicará el 
crédito al salario, pero de una forma arbitraria, ilegal e inconstitucional, la Secretaría 
establece que lo que se debe de restar es el Crédito General anual, peijudicando así a 
muchos trabajadores. 
La consecuencia que se obtiene de esto, consiste en que los trabajadores 
ya no van a querer restar sus deducciones personales, ya que si de por sí existe la 
carga de presentar la declaración anual, por otra parte no es seguro que sus 
deducciones personales, les vayan a servir para reducir su impuesto, salvo que sean 
muy cuantiosas. 
Con el análisis expuesto anteriormente, respecto de algunas regla de 
carácter general, queda demostrada, la inconstitucional i dad de algunas reglas de 
carácter general y a la vez se muestran algunos ejemplos de reglas que cuentan con 
apoyo en ley y de reglas que no cuentan con ningún apoyo legislativo, igualmente se 
ofrecen ejemplos de reglas que crean derechos para los contribuyentes y reglas que 
imponen obligaciones a los mismos contribuyentes. 
Se considera innecesario continuar con el análisis de otras reglas de 
carácter general, ya que con las analizadas en este tema, más las analizadas y 
comentadas en temas anteriores, se ofrece al lector los elementos suficientes para 
formarse una opinión al respecto y además porque con el análisis de estas pocas reglas 
de carácter general queda comprobada la hipótesis planteada en la presente 
investigación, consistente en que "La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
mediante las Reglas de Carácter General, publicadas en 1995, ha estado invadiendo 
funciones que le corresponden al poder legislativo, en perjuicio de los 
contribuyentes." 
No cabe duda de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, ha 
estado realizando funciones materialmente legislativas, violentando así el principio de 
división de poderes consagrado en la Constitución. 
En algunas ocasiones, el mismo poder legislativo a instado a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público ha realizar una función legislativa, prueba 
de ello son todos aquellos artículos de la ley, que se refieren a las reglas de carácter 
general. 
Pero por otra parte hay reglas de carácter general que ha elaborado la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público sin contar con el apoyo del legislador, sin ir 
más lejos, del análisis de algunas reglas de carácter general se pudo demostrar 
fácilmente como en ocasiones las disposiciones establecidas en estas reglas, son 
contrarias a lo establecido por el legislador. (Ver análisis de la regla 19) 
Ahora se analizará en el tema siguiente, la seriedad y la responsabilidad 
con la que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público está tomando esta función 
legislativa que indebidamente está ejerciendo. 
4. RESPONSABILIDAD CON LA QUE LA SECRETARÍA DE 
HACIENDA Y C R É D I T O PUBLICO HA PUBLICADO LAS REGLAS 
DE C A R Á C T E R GENERAL. 
La práctica de nuestro tiempo ( no el derecho ni la constitución) le han 
ido otorgando a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, una facultad legislativa, 
que le corresponde al Poder Legislativo. Tal vez se podría pensar que el dejar legislar 
a las autoridades administrativas es lo más conveniente cuando ejercen esta función 
con responsabilidad y seriedad, es decir cuando cumplen con esta función de una 
forma mas eficaz de como podria hacerlo el propio poder legislativo. 
Independientemente que fuera cierto que la autoridad administrativa, 
legisle mejor que el propio poder legislativo, no me es posible compartir la opinión de 
que en esos casos quien deba de legislar sea el poder Ejecutivo por conducto de sus 
secretarías, ya que el principio de división de poderes tiene ima razón de ser, ya que 
permite un equilibrio entre las fuerzas que componen el poder público, evitando así 
caer en un super poder, que sólo mediante la fuerza se pueda derrocar. 
Ir mermando las facultades fundamentales de un poder, para robustecer 
a otro poder, puede ser a un mediano plazo, verdaderamente peligroso. 
No obstante lo anterior, el propósito de este tema pretende demostrar, 
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público no ha hecho uso de esta función de 
una forma responsable y seria. 
Para demostrar lo anterior, bastará con los siguientes ejemplos: 
4.1. Conflicto de Reglas en el Tíempo.-
Desde 1991, se han estado publicando en el Diario Oficial de la 
Federación las llamadas "Facilidades Administrativas" las cuales se publican los 
últimos de marzo de cada año y tienen una vigencia anual, es decir, de abril a marzo 
del siguiente año. 
El 30 de marzo de 1993, se publicaron en el Diario Oficial de la 
Federación, las facilidades administrativas, que de acuerdo con dicha resolución 
estarían vigentes del 1 de abril de 1993 al 31 de marzo de 1994, sin embargo el 30 de 
marzo de 1994, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, una resolución que 
prorroga la vigencia de las facilidades administrativas publicadas el 30 de marzo de 
1993. 
La resolución publicada el 30 de marzo de 1994 textualmente dice así: 
"RESOLUCIÓN QUE PRORROGA LA VIGENCIA DELA QUE OTORGA 
FACILIDADES ADMINISTRATIVAS A LOS SECTORES DE CONTRIBUYENTES 
QUE EN LA MISMA SE SEÑALAN 
Con fundamento en los artículos 16 y 31 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, 33 fracción I inciso g) del Código Fiscal de la 
Federación, 5o. de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio de 1994, y 
6o. fracciones XXXIVy XXXV del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, y 
CONSIDERANDO 
Que con fecha 30 de marzo de 1993 se publicó en el Diario Oficial de 
la Federación la Resolución que otorga facilidades administrativas a los sectores de 
contribuyentes que en la misma se señalan. 
Que la citada Resolución contiene los tratamientos fiscales aplicables 
a todos y cada uno de los diversos sectores de contribuyentes que la integran, 
incluyendo disposiciones contenidas en las leyes y reglamentos fiscales vigentes en 
1993, así como las facilidades administrativas que para todos y cada uno de los 
sectores ha autorizado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, durante el año 
de 1993. 
Que la citada Resolución está vigente hasta el 31 de marzo de 1994. 
Que en virtud que ¡as reformas a las leyes fiscales para ¡994, derivan 
de los acuerdos de! Pacto para ¡a Estabilidad, ¡a Competitividad y el Empleo, no 
modifican de manera sustancial ¡as disposiciones aplicables a los sectores materia de 
¡a presente resolución, se considera conveniente prorrogar para el presente año su 
vigencia, con excepción del capitulo vigésimo segundo aplicable a ¡as sociedades 
cooperativas de producción, mismas que a partir del ejercicio en curso se incorporan 
al régimen general de Ley del Impuesto Sobre la Renta. 
Que no obstante lo dispuesto en el párrafo anterior y con el fin de 
facilitar su comprensión, resulta necesario actualizar algunas reglas de los diversos 
capítulos de ¡a mencionada Resolución por lo que, " 
"Esta Secretaría resuelve: 
la.- Cuando en las reglas contenidas en los capítulos cuya vigencia 
se prorroga, se haga referencia a fechas para el cumplimiento de obligaciones, 
estas se entenderán referidas al presente ejercicio. Tratándose de obligaciones que 
deban cumplirse en el siguiente, se entenderán referidas a 1995, 
2a.- Las personas morales que tributen conforme a ¡as facilidades 
administrativas a que se refiere esta resolución, para la determinación del impuesto 
sobre la renta de 1994, aplicarán la tasa del 34%. 
3a.- Las personas físicas que tributen conforme a las facilidades 
administrativas a que se refiere esta resolución, para la determinación del impuesto 
sobre la renta de ¡994, en lugar de aplicar el acreditamiento del ¡0% del salario 
mínimo, acreditarán el crédito general a que se refiere el artículo 141-B de ¡a Ley de 
la materia. Asimismo podrán acreditar contra dicho impuesto, la diferencia que en 
su caso resulte de comparar el impuesto determinado conforme al artículo 141 de la 
citada Ley, y la cantidad qué resulte de aplicar a la base del impuesto ¡a tasa del 
34%, cuando el primero sea mayor que el segundo. 
Lo dispuesto en esta regla no será aplicable a las personas físicas a 
que se refieren los capítulos quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, ya que ¡as 
mismas calculan su impuesto sobre la renta de acuerdo con las tablas que publica la 
Secretaría de Hacienda en las que ya se incluye el acreditamiento mencionado en el 
párrafo anterior. 
4a. - Los contribuyentes contemplados en la resolución cuya vigencia se 
prorroga, con excepción de los comprendidos en el capítulo décimo séptimo podrán 
considerar como salida las cantidades efectivamente enteradas a los trabajadores por 
concepto de diferencias a su favor derivadas del crédito al salario. Para que 
procedan como salidas las erogaciones por concepto de salarios, los contribuyentes 
deberán cumplir con las obligaciones a que se refieren los artículos 83 fracción I y 
83-A de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 
5a.- Los contribuyentes de los sectores agrícola, ganadero, silvícola y 
de pesca, a partir de 1994 deberán presentar en forma trimestral sus pagos 
provisionales, inclusive del impuesto al activo. Las personas jisicas de los sectores 
agrícola y ganadero no tendrán obligación de presentar pagos provisionales de este 
impuesto. 
Atentamente: 
Sufragio Efectivo. No Reelección. " 
De la lectura de la resolución anteriormente transcrita se desprende 
claramente que la vigencia de la resolución publicada en 1993, se prorrogó por un año 
más, es decir se prorrogó hasta marzo de 1995. Y aunque en los considerandos que 
sirven como antecedentes de dicha resolución se señala que "se considera 
conveniente prorrogar para el presente año su vigencia," en la parte resolutiva no se 
dice nada al respecto y por el contrario hay indicios (que son las partes que se 
resaltaron en negritas) que nos hacen pensar que la vigencia se prorrogó hasta el 31 de 
marzo de 1995, además no debemos de olvidar que la anualidad de las reglas de 
carácter general, especialmente la de facilidades administrativas, inicia el 1 de abril de 
cada año y termina el 31 de marzo del siguiente año, es decir que la anualidad de estas 
disposiciones, si bien si se refiere a doce meses, estos doce meses no coinciden con 
los del año de calendario. 
Sin embargo lo importante aquí es señalar, que en marzo de 1995 los 
contribuyentes se quedaron esperando la resolución que otorgara facilidades 
administrativas a partir de abril del 95 hasta marzo del 96 y literalmente "se quedaron 
esperando" porque la resolución que otorga facilidades administrativas, no salió 
publicada sino hasta el 28 de abril de 1995, lo que implica que durante el mes de abril, 
no hubo facilidad administrativa alguna, (y si se considerara que la vigencia de la 
prórroga a que nos hemos referido anteriormente terminó en 1994, pues entonces se 
estría hablando de cuatro meses en que no hubo facilidades administrativas). 
Y no conforme con lo anterior, la Secretaría despliega una 
irresponsabilidad y falta de técnica jurídica tremenda al establecer en sus 
considerandos lo siguiente: 
" Que para mayor claridad y comprensión de las facilidades 
administrativas que se han otorgado a estos sectores de contribuyentes, se consideró 
conveniente darlas a conocer a partir del año de 1991 a través de a Resolución que 
Otorga Facilidades Administrativas a los Sectores de Contribuyentes que en ¡a misma 
se señalan; y que las correspondientes a 1993, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación del 30 de marzo de dicho año y prorrogadas mediante el mismo órgano 
oficial con fecha 30 de marzo de 1994, tuvieron vigencia hasta el 31 de diciembre de 
1994." 
Y consagra su falta de técnica jurídica y legislativa al establecer en su 
artículo primero transitorio lo siguiente: 
"ARTÍCULO PRIMERO.- La vigencia de la presente Resolución 
surtirá efectos a partir del lo. de enero de 1995 y esta no excederá del 31 de 
marzo de 1996." 
Como se puede apreciar de lo anterior, se presenta la retroactividad de 
disposiciones fiscales, y se hace uso de las reglas de carácter general de una forma 
desorganizada e irresponsable, ya que suponiendo sin conceder que la vigencia de la 
prórroga publicada en 1994 hubiera finalizado en 1994, pues entonces se debieron de 
publicar las nuevas facilidades administrativas a más tardar el 31 de Diciembre de 
1994 y considerando como se considera en la presente investigación, que la vigencia 
de dicha prórroga culminó el 31 de marzo de 1995 pues entonces a más tardar en esa 
fecha se debieron de publicar las facilidades administrativas que deberían de tener una 
vigencia anual, partiendo del 1 de abril de 1995, hasta el 31 de marzo de 1996. Pero 
de acuerdo con lo establecido por la Secretaria, resulta que por primera vez existe un 
cuerpo completo de reglas de carácter general que tienen una vigencia de 15 meses, de 
enero del 95 a marzo del 96. 
Lo anterior evidencia sin lugar a dudas, la falta de técnica jurídica, de 
organización y por lo mismo de responsabilidad y de seriedad por parte de la 
Secretaría al publicar las reglas de carácter general. 
4.2.- Cambio de Tarifas sin explicación alguna.-
E1 día dos de diciembre de 1994, salió publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el anexo 23 de la resolución que establece para 1994 reglas de carácter 
general aplicables a los impuestos y derechos federales excepto a los relacionados con 
el comercio exterior. 
En dicho anexo se publicaron las tarifas para el cálculo del impuesto 
correspondiente al ejercicio de 1994, es decir que para calcular el impuesto anual de 
1994, se tenían que aplicar las tarifas y las tablas publicadas el 2 de diciembre de 
1994. 
Sin embargo el día 1 de febrero de 1995, se publicaron en el Diario 
Oficial de la Federación, tarifas y tablas para el cálculo del impuesto correspondiente 
al ejercicio de 1994 y dichas tarifas, son distintas a las publicadas el dos de diciembre 
del 94. 
El Diario Oficial de la Federación del 1 de febrero, no hace alusión a las 
tarifas publicadas el dos de diciembre, no señala ningún tipo de aclaración ni 
corrección, por lo que surge la duda de qué tabla y tarifa es la que se debe o debió de 
utilizar, si la del dos de diciembre o la del 1 de febrero. 
Si la Secretaría hubiera ejercido su función con responsabilidad, sólo 
hubiera publicado una tabla y tarifa y si hubiera cometido un error, entonces lo 
hubiera corregido publicando una nueva tabla y tarifa y aclarando que la anterior no 
es la aplicable sino la nueva, pero no fue así, por lo tanto la autoridad en vez de 
facilitar al contribuyente el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, confundió a los 
contribuyentes que querían hacer su declaración anual del ejercicio de 1994. 
4.3. Compensación incompensable. 
El 28 de marzo de 1994, se publicó la resolución que establece para 
1994, reglas de carácter general aplicables a los impuestos y derechos federales, 
excepto a los relacionados con el comercio exterior, en donde se establecieron en el 
capítulo II, los requisitos que se deberían de cumplir para efectuar devoluciones y 
compensaciones y curiosamente a diferencia de años anteriores no se estableció la 
obligación de los contribuyentes que compensaran impuestos, de presentar un aviso a 
la Administración Local de Recaudación dentro de los cinco días siguientes, tal y 
como se exigía anteriormente, por lo tanto era posible efectuar la compensación de un 
impuesto contra el mismo impuesto ( ISR. contra 1SR, IVA contra IVA, etc.) sin 
necesidad de presentar ningún tipo de aviso especial, distinto a la declaración 
mediante la cual se hace la compensación. 
Sin embargo dicha situación no duró mucho tiempo ya que la Secretaría 
al percatarse de dicha omisión, publicó en el Diario Oficial de la Federación de fecha 
6 de Junio de 1994 la regla 13-A que establece que: 
"13-A. Los contribuyentes que opten por compensar contribuciones que 
tengan a su favor, presentarán ante la Administración Local de Recaudación 
correspondiente a su domicilio fiscal, dentro de los cinco días siguientes a la 
presentación de la declaración donde hubieran efectuado la compensación relativa, 
aviso de compensación utilizando para ello las formas oficiales H-IVA 3 y los anexos 
de la forma 32 o H1SR-15, así como, en su caso, la información que señala la regla 15 
de esta Resolución, o bien, mediante escrito libre tratándose de compensación del 
impuesto al activo, especial sobre producción y servicio o compensación del crédito al 
salario." 
Lo anterior nos podría hacer pensar que las compensaciones efectuadas 
incluso el dia 6 de junio de 1994 eran válidas aunque no se presentara el aviso 
respectivo ya que dicha regla adicionada entraba en vigor a partir del día siguiente de 
su publicación, sin embargo esto no es así ya que el artículo tercero transitorio de la 
referida resolución establece que: 
"ARTÍCULO TERCERO.- Los contribuyentes que en el período 
comprendido del lo . de abril y la entrada en vigor de la presente Resolución, hubieran 
compensado saldos a favor por impuestos federales, deberán presentar los avisos a 
que se refiere la regla 13-A, dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigor 
de esta Resolución. 
Atentamente 
Sufragio Efectivo, No Reelección. 
México, D.F. a 3 de junio de 1994.- En ausencia del C. Secretario de 
Hacienda y Crédito Público y del C. Subsecretario del Ramo, con apoyo en lo 
dispuesto por el artículo 124 del Reglamento Interior de esta Secretaría. El 
Subsecretar io de ingresos , Ismael Gómez Gordillo.- Rúbrica" 
Como se puede observar de lo anterior, una compensación 
perfectamente válida realizada de abril a mayo de 1994, puede dejar de serlo 
posteriormente por no observar lo dispuesto en la regla 13-A y el artículo tercero 
transitorio publicado el 6 de junio de 1994. 
Lo anterior sólo confirma una falta de atención y de responsabilidad al 
elaborar las reglas de carácter general y un desconocimiento de principios 
fundamentales del derecho como es el de que a ninguna ley se le debe de dar efecto 
retroactivo en perjuicio de persona alguna. Principio este que no sólo esta en la 
doctrina sino en la misma Constitución y aunque ya quedó claro, de acuerdo con lo 
estudiado en los primeros temas de esta investigación ,que las reglas de carácter 
general no son ley, ya que no se forman conforme al procedimiento legislativo 
previsto en la Constitución, también quedó establecido que las reglas de carácter 
general son actos materialmente legislativos y por lo mismo no deben aplicarse 
retroactivamente en perjuicio de persona alguna. 
Con este tipo de proceder la Secretaría de Hacienda y Crédito Publico 
en vez de facilitarle al contribuyente el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, 
crea trampas y confusión en los contribuyentes lo que se traduce en inseguridad 
jurídica 
4.4. Firma en ausencia del Secretario.-
A1 expedir reglas de carácter general, la Administración Pública está 
ejerciendo funciones materialmente legislativas, función que en principio le 
corresponde al Poder Legislativo y que podrá realizar el Poder Ejecutivo por medio de 
su titular ( Presidente de la República) o por alguno de sus órganos ( Secretarias de 
Estado) en las casos y con las condiciones que se establezcan en la Constitución. 
En ninguna parte de la Constitución se establece la facultad de la 
Administración Pública de expedir reglas de carácter general, sin embargo la 
elaboración de estas reglas es una práctica constante en nuestro sistema, que se ha 
venido haciendo con fundamento en leyes y reglamentos. 
Por tratarse de una función de gran importancia, se ha interpretado que 
nuestra Constitución autoriza al Presidente de la República a realizar actos 
materialmente legislativos, mediante el Reglamento, desprendiendo dicha facultad del 
artículo 89 fracción 1. constitucional. 
Con fundamento en dicha facultad el Presidente de la República elaboró 
el Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en donde se 
establece en su artículo 6 lo siguiente: 
"Artículo 6.- El Secretario tendrá las siguientes facultades no 
delega bles: 
XXXIV.- Ejercer las facultades que las leyes y demás 
disposiciones legales confieran a la Secretaria, para dictar reglas de carácter 
general en las materias competencia de la misma. 
XXXV " 
De lo anterior se desprende que la facultad de expedir realas de carácter 
general es una atribución que de acuerdo con el Reglamento Interior de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público corresponde únicamente al Secretario de Hacienda y 
Crédito Público, por lo que dicha facultad es indelegable lo que significa que sólo el 
Secretario puede ejercer dicha facultad y nadie más de acuerdo con lo establecido por 
el art. 6 del R.I.S.H.C.P. 
Lo anterior demuestra la importancia que tienen las reglas de carácter 
general en nuestro sistema, ya que el Presidente de la República señala como facultad 
indelegable del Secretario de Hacienda el dictar dichas reglas. Firmar la resolución 
mediante la cual se establezcan reglas de carácter general, es una responsabilidad que 
el Presidente ha querido que recaiga en el titular de la Secretaría. 
¿Pero que es lo que ha sucedido en la práctica? 
Resulta que el Secretario de Hacienda y Crédito Público no ha firmado 
ni una sola resolución que de a conocer reglas de carácter general, cuando menos no 
lo ha hecho desde 1992. No ha firmado tampoco ninguna reforma, modificación, 
derogación a adición a ninguna regla de carácter general. 
Deliberadamente se transcribió en este trabajo de investigación no sólo 
el artículo tercero transitorio publicado el 6 de junio de 1994, sino también la parte 
final de dicha publicación, en donde se consigna la f u m a del funcionario responsable 
de la publicación. Dicha resolución establece al final: 
"Atentamente 
Sufragio Efectivo, No Reelección. 
México, D.F. a 3 de junio de 1994.- En ausencia del C. Secretario de 
Hacienda y Crédito Público y del C. Subsecretario del Ramo, con apoyo en lo 
dispuesto por el artículo 124 del Reglamento Interior de esta Secretaría. El 
Subsecretario de ingresos , Ismael Gómez Gordillo.- Rúbrica" 
Si examinamos la última parte de la resolución que establece para 1995 
reglas de carácter general aplicables a los impuestos y derechos federales, excepto a 
los relacionados con el comercio exterior, dice: 
" México, Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de marzo de 
mil novecientos noventa y cinco - En ausencia del C. Secretario de Hacienda y 
Crédito Público y del C. Subsecretario del Ramo, con apoyo en lo dispuesto en el 
artículo 124 del Reglamento Interior de esta Secretaría, el Subsecretario de 
Ingresos Pedro Noyola.- Rúbrica." 
Lo mismo dice la resolución que establece para 1995 reglas de carácter 
general relacionadas con el comercio exterior y también firma el subsecretario de 
Ingresos, la resolución que otorga facilidades administrativas a los sectores de 
contribuyentes que en la misma se señalan con apoyo en el artículo 124 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
¿Qué es lo que dice el artículo 124 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público? ¿Por qué la Secretaría de Hacienda se ha 
apoyado tanto en dicho artículo? (En forma de broma se podría decir que la Secretaría 
no se ha apoyado en el artículo 124, sino que se ha acostado en el). 
Artículo 124 del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Publico.- " El Secretario de Hacienda y Crédito Público será suplido en sus 
ausencias por los Subsecretarios de Hacienda y Crédito Público, de Ingresos, de 
Egresos, o por el Oficial Mayor, en el orden indicado. En los juicios de amparo en 
De este artículo se puede observar claramente, que para que proceda una 
suplencia será necesario que este A U S E N T E el titular a quien se va a suplir, de lo 
contrario no sería procedente la suplencia. 
La institución de la suplencia es justificable ya que no es conveniente 
para la administración pública el tener que depender de una sola persona física para 
realizar ciertos actos, ya que las personas físicas pueden ausentarse de sus labores por 
muchas razones, desde motivos laborales hasta motivos de salud. 
Sin embargo la Secretaría no sólo a usado la institución de la suplencia, 
sino que ha abusado de ella. 
Verdaderamente es difícil de creer que el Secretario de Hacienda y 
Crédito Público, y el Subsecretario de Hacienda y Crédito Público hayan estado 
ausentes para no poder firmar las reglas de carácter general desde 1992 o antes, 
hasta la fecha. Es mucha coincidencia que el que siempre las firme sea el 
Subsecretario de Ingresos. 
O el Secretario y Subsecretario de Hacienda nunca están y el 
Subsecretario de Ingresos es muy trabajador, o se ha acostumbrado por el Secretario 
de Hacienda el delegar dicha facultad al Subsecretario de Ingresos, facultad 
indelegable de acuerdo con el artículo 6 del propio reglamento interior. (Al parecer la 
segunda opción es la más aceptable) 
Al parecer el Secretario de Hacienda no ha tomado conciencia de la 
importancia que tiene el dictar este tipo de reglas de carácter general o puede ser que 
conozca la trascendencia de dictar dichas reglas y no ha querido contraer dicha 
responsabilidad delegándosela a un inferior jerárquico. 
Se ha disfrazado durante años una delegación con la máscara de la 
suplencia, pero tanto se ha usado esa máscara, que actualmente está corroída y 
apolillada y ya no engaña a nadie. 
El hecho es que quien debe firmar las reglas de carácter general no lo ha 
hecho realmente y se ha pretextado durante años su ausencia para no firmar, por lo 
tanto dichas reglas son ilegales y violatorias del reglamento interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
Con estos ejemplos queda demostrado fehacientemente que la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público no ha ejercido con la responsabilidad y seriedad 
debida el ejercicio de la facultad legal, pero inconstitucional, de dictar reglas de 
carácter general. 
5. MEDIOS DE DEFENSA CONTRA LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL 
En nuestro sistema legal, se ofrece al contribuyente la posibilidad de 
iniciar un juicio, que le permita defenderse y protegerse de las reglas de carácter 
general, que de una u otra manera infringen a nuestra Carta Magna. 
Este juicio es el llamado "Juicio de Amparo" y su regulación está 
prevista en la propia Constitución en los artículos 103 y 107, así como en la ley 
reglamentaria de dichos artículos y que lo es la Ley de Amparo. 
El artículo 103 constitucional establece que: 
"Artículo 103.- Los tribunales de la Federación resolverán 
toda controversia que se suscite: 
I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías 
individuales, 
II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 
restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencia del Distrito 
Federal, y 
III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del 
Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal." 
Como se puede apreciar el artículo 103 constitucional consagra 
expresamente que el "Juicio de Amparo o Juicio de Garantías" procede contra leyes 
ya que aimque las leyes son actos de autoridad, no siempre se reconoció la 
procedencia del Amparo en contra de este tipo especial de acto de autoridad 
denominado Ley. 
Al respecto el maestro Ignacio Burgoa señala: 
"....en los albores del juicio constitucional (entendiendo éste como el 
conjunto de medios o sistemas de protección al régimen jurídico supremo y 
fundamental del Estado) la preservación se refería exclusivamente a los actos 
emanados de aquella autoridad a la que se consideraba como depositaría de la 
función ejecutiva o administrativa. Más tarde, se fue ensanchando hasta comprender a 
las mismas autoridades judiciales, contra cuyos actos violatorios de la Constitución, 
procedía el recurso (lato sensu) tutelar; sin embargo, siempre se observaba cierta 
reticencia en cuanto a hacerlo extensivo a la protección contra verdaderas normas 
jurídicas como tales, o sea, no ya en contra del acto aplicativo respectivo, tal vez por 
estimarse, erróneamente, que el supremo poder de un Estado era aquel que estaba 
encargado de su estructuración jurídica, mediante la expedición de leyes, es decir, el 
Poder Legislativo. 
Esta idea, que constituía el punto de partida para negar la procedencia 
del medio jurídico de control constitucional contra leyes, es absolutamente falsa. No 
es verdad que el Poder Legislativo sea el poder supremo del Estado, pues no hay nada 
que supere, jurídicamente, a la potestad popular cristalizada en la Constitución, 
dentro de cuyo régimen todas las autoridades, todos los poderes, a virtud de ser 
creados por ella, le están supeditados. Todos, enteramente todos sus actos, bien 
consistan en hechos de perfiles concretos o en reglas generales, abstractas e 
impersonales (leyes) deben sumisión a la Ley Suprema. Siendo inherente a la índole 
de toda constitución su supremacía respecto de las leyes ordinarias, por un lado, y su 
imperatividad sobre los actos no legislativos de las autoridades del Estado por otro, 
sería absurdo permitir la existencia de un poder al cual se reputara como omnímodo 
capaz de vulnerar y hasta de subvenir el propio orden constitucional, dentro del cual 
deben funcionar todos los órganos estatales. Si lo que se pretende es hacer que impere 
en la realidad el principio de la supremacía constitucional en todos sus aspectos, 
¿cómo se va a lograr esta pretensión si se excluye de la esfera de protección del medio 
jurídico respectivo a los actos normativos de un poder?"56 
Para robustecer la afirmación de que el Juicio de Amparo procede en 
contra de leyes, basta ver lo establecido por la Constitución en su Artículo 107 
fracción Vil. 
Ignacio Burgoa O. "El Juicio de Amparo" págs. 214 y 215 
- N 
ARTÍCULO 107.- Todas las controversias de que habla el 
artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que 
determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes: 
....Fracción Vil.- El amparo contra actos enjuicio, fuera de juicio 
o después de concluido o que afecten a personas extrañas ajuicio, contra leyes o 
contra actos de autoridad administrativa, se interpondrá ante el juez de Distrito 
bajo cuya jurisdicción se encuentre el lugar en el que el acto reclamado se ejecute 
o trate de ejecutarse 
Habiendo quedado claro que el Juicio de Amparo procede contra leyes, 
es oportuno relacionar esto con las reglas de carácter general, ya que no debemos de 
olvidar que las reglas de carácter general no son leyes propiamente dichas, aunque si 
son actos materialmente legislativos, por lo tanto para que el Juicio de Garantías sea 
procedente en contra de las reglas de carácter general será necesario determinar que es 
lo que se entiende por "leyes" para efectos del Amparo. 
Para resolver esta cuestión partiremos del artículo 114 de la Ley de 
Amparo, que regula los casos de procedencia del amparo ante los jueces de Distrito 
(Amparo Indirecto) ya que el artículo 107 constitucional expresamente establece que 
el amparo contra leyes se interpondrá ante el juez de Distrito. 
"ARTÍCULO 114.- El amparo se pedirá ente el juez de 
Distrito: 
1. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, 
reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la 
fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos 
por los gobernadores de los estados, y otros reglamentos, decretos, o acuerdos 
de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del 
primer acto de aplicación, causen peijuicios al quejoso; " 
\ 
De la lectura de este artículo se aprecia claramente, que por "leyes" se 
debe entender, no sólo los actos material y formalmente legislativos, sino también a 
los actos que son sólo materialmente legislativos aunque formalmente sean 
administrativos, como por ejemplo los reglamentos. 
Las reglas de carácter general, tal como ya se ha indicado anteriormente 
no son ni leyes propiamente dichas, ni reglamentos, ni decretos, ni acuerdos, sin 
embargo si son actos materialmente legislativos que por su sola entrada en vigor o con 
motivo del primer acto de aplicación, causan perjuicio a los contribuyentes, por lo 
tanto debe considerarse procedente el amparo en contra de dichas reglas de carácter 
general. 
Y aún suponiendo sin conceder, que no se considere como leyes a las 
reglas de carácter general para los efectos del amparo, no se debe de olvidar que el 
amparo procede contra "leyes o actos de autoridad" y tanto las reglas de carácter 
general como las leyes y reglamentos son actos de autoridad. 
De la lectura de la fracción I del artículo 114, también se observa que el 
amparo indirecto será procedente en contra de resoluciones materialmente legislativas 
que por su sola entrada en vigor o con motivo de su primer acto de aplicación, causen 
perjuicio a al quejoso, es decir, que dicha fracción se esta refiriendo principalmente a 
las leyes autoaplicativas o sea las que causan agravio desde su entrada en vigor. 
La fracción II del mismo artículo 114 sirve de fundamento también para 
atacar a las leyes o resoluciones de autoridad, pero más específicamente a las 
heteroapl i cativas, es decir a aquellas que no causan agravio por su sola entrada en 
vigor, sino que requieren de un acto de aplicación por parte de la autoridad. 
"ARTÍCULO 114.- El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito: 
Fracción II. Contra actos que no provengan de tribunales 
judiciales, administrativos o del trabajo. 
En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento 
seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución 
definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el 
procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o 
privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea 
promovido por persona extraña a la controversia. 
Para efectos de la presente investigación sólo interesa comentar el 
primer párrafo de dicha fracción, ya que el proceso de creación de las reglas de 
carácter general, no es seguido en forma de juicio. 
Con relación al primer párrafo de la fracción II del artículo en comento 
Alberto del Castillo del Valle señala que: 
"Esta hipótesis de procedencia del juicio de amparo bi-instancial es 
amplísima, comprendiéndose en ella todos aquellos actos de autoridad administrativa, 
así como a las leyes heteroaplicativas, ya que las leyes que por su sola entrada en 
vigor causen perjuicio a los gobernados, denominadas leyes autoaplicativas, se les 
ataca con fundamento en la fracción anterior. 
En efecto, si el acto de autoridad reclamado es una ley que por su sola 
entrada en vigencia causa agravios al quejoso ( l e y autoaplicativa ), la procedencia del 
juicio de amparo se establece en la fracción anteriormente estudiada, mientras que las 
leyes que requieren de un acto concreto de aplicación, posterior a la fecha de entrada 
en vigor, para que produzcan la afectación en la esfera jurídica del quejoso (leyes 
heteroaplicativas), se impugnan mediante la acción constitucional con base en esta 
fracción legal 
Las dos hipótesis de procedencia del amparo bi-instancial o 
indirecto que se han estudiado hasta el momento, deben relacionarse totalmente, en 
virtud de que ambas aluden al amparo contra leyes; efectivamente, la fracción I de 
este artículo da la procedencia del amparo cuando el acto reclamado sea una ley 
autoaplicativa, mientras que esta fracción II establece la existencia del amparo ante el 
juez de Distrito para la observancia general que para afectar a un gobernado requiere 
forzosa e indefectiblemente la existencia de su aplicación en forma posterior a su 
entrada en vigor a través de un acto concreto. Así pues en estas dos fracciones se 
contiene la procedencia de la acción de amparo contra leyes, entendiendo por leyes, 
junto con el criterio de la Suprema Corte de Justicia, a todo acto de autoridad que sea 
de observancia general v que tenga como características la impersonalidad y la 
abstracción, lo que se da tratándose de tratados internacionales y de los reglamentos 
federales y locales; todos ellos son actos que guardan similitud en su conformación, 
por lo que la jurisprudencia emanada del máximo tribunal mexicano los ha 
identificado y equiparado desde hace mucho tiempo. 
Ahora bien, independientemente que se trate de dos tipos distintos de 
leyes (autoapl i cativas y heteroaplicativas), las reglas imperantes en caso de 
tramitación del amparo son aplicables para ambos tipos de juicios. Esta situación se 
debe primordialmente a la naturaleza del acto reclamado, pues además de ser actos 
que emanan de un órgano del Estado v que tienen como características la 
unilateralidad. la imperatividad v la coercitividad. coinciden en otra trilogía de 
aspectos, a saber, la abstracción, la generalidad v la impersonalidad que los 
diferencian de los actos administrativos v jurisdiccionales, ya que estos son actos 
concretos, particulares o particularizados y personales. De ahí proviene precisamente 
la identidad entre la tramitación del juicio de garantías que se entabla contra una ley 
autoapli cativa como del que se promueve para impugnar una ley heteroapl i cativa. 
La única distinción entre ambos tipos de juicios constitucionales radica 
tan sólo en la posibilidad de promover el amparo contra una ley autoaplicativa desde 
el momento en que ésta entra en vigencia, lo cual obedece a que desde ese momento 
el acto reclamado estará ocasionando agravios personales y directos ( necesarios para 
la procedencia del amparo) en la esfera jurídica del quejoso en el juicio. 
Por lo demás, en ambos casos el amparo se tramitará bajo las mismas 
disposiciones procedimentales 1,57 
Muy interesante y útil resulta el comentario que hace Alberto del 
Castillo del Valle, de la fracción II del artículo 114, sin embargo hay un punto con el 
que no es posible estar de acuerdo con el citado autor ya que señala que la fracción I 
del artículo 114 sólo se refiere a leyes autoapl icati vas y que la fracción II es la que se 
refiere a las leyes heteroaplicativas y esto no es totalmente cierto ya que la fracción I 
se refiere a ambas, al señalar que procede el amparo contra aquellas leyes que por su 
sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al 
quejoso, es decir que se refiere al principio a las autoapli cativas al señalar "por su sola 
entrada en vigor" y hace referencia a las heteroaplicativas al establecer " o con motivo 
del primer acto de aplicación causen perjuicios al quejoso". 
Alberto del Castillo del Valle. "Ley de Amparo Comentada"pág. 150 
Por lo demás es de compartirse la opinión del citado autor, ya que 
brillantemente explica las razones por las que el amparo contra leyes procede en 
contra de otros actos que no son en sentido estricto leyes como lo son los reglamentos, 
por lo que sólo cabría agregar, las reglas de carácter general que sin ser reglamentos, 
sí comparten con los reglamentos las características apuntadas por Alberto del Castillo 
y por la Suprema Corte de Justicia, ya que a fin de cuentas son actos formalmente 
administrativos y materialmente legislativos. 
De todo lo anterior se puede concluir, que contra las reglas de carácter 
general que son inconstitucionales, cabe el amparo indirecto contra leyes de acuerdo 
con lo establecido por el artículo 114 fracciones I y II de la Ley de Amparo, pero 
surge ahora la siguiente cuestión ¿Sólo mediante el amparo indirecto se puede 
combatir la inconstitucionalidad de las reglas de carácter general? 
La respuesta a esta cuestión es NO, ya que el amparo contra leyes 
también se puede solicitar mediante el amparo directo, cuando en el transcurso de un 
juicio o en la sentencia surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre 
la constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, esto de acuerdo 
con lo establecido por el artículo 158 de la Ley de Amparo, específicamente su último 
párrafo que señala que: 
"Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible 
reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, 
sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia 
definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio." 
Por lo tanto la inconstitucionalidad de las leyes, reglamentos y demás 
actos materialmente legislativos, como las reglas de carácter general, podrán ser 
impugnadas por medio del amparo indirecto y por el amparo directo. 
En el supuesto de que se dicte una sentencia por el Juez de Distrito en el 
amparo indirecto, o por el Tribunal Colegiado de Circuito en el amparo directo, con la 
cual el gobernado, no esté de acuerdo, entonces procede el recurso de revisión en 
contra de dichas sentencias de conformidad con lo establecido por el artículo 83 de la 
Ley de Amparo que establece que: 
"ARTÍCULO 83.- Procede el recurso de revisión: 
Fracción I 
Fracción II. Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del 
superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: 
a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva; 
b) Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la 
suspensión definitiva; y 
c) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso 
anterior;.... 
Fracción V. Contra las resoluciones que en materia de amparo directo 
pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la 
constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos 
expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 
89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de 
los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la 
Constitución. 
La materia del recurso se limitará, exclusivamente, a la decisión de las 
cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras " 
No es extraño el que proceda el recurso de revisión en contra del 
amparo indirecto o bi-instancial ya que su nombre mismo indica que hay dos 
instancias, lo interesante es que el recurso procede también en contra de la sentencia 
del amparo directo y es que la regla general es que este amparo es uni-instancial, es 
decir que contra su resolución no cabe ningún recurso o medio de defensa, sin 
embargo la excepción a esta regla general la encontramos precisamente en este caso 
de Amparo contra leyes. 
Ahora bien ¿Que autoridad es competente para conocer del recurso de 
revisión en el amparo contra leyes? 
De acuerdo con la Ley Orgánica Del Poder Judicial de la Federación, 
será competente para conocer de la revisión de actos formal y materialmente 
legislativos la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno. En cambio, de Ja 
revisión de actos que son solo materialmente legislativos será competente para 
conocer la Sala respectiva de acuerdo con su materia. (La segunda sala es la que se 
ocupa de los asuntos administrativos). 
"ARTICULO 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando 
en Pleno: 
....Fracción II. Del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas 
en la audiencia constitucional por los jueces de distrito o los tribunales unitarios de 
circuito, en los siguientes casos: 
a) Cuando subsista en el recurso el problema de constitucionalidad de 
normas generales, si en la demanda de amparo se hubiese impugnado una ley federal, 
local, del Distrito Federal, o un tratado internacional, por estimarlos directamente 
violatorios de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 
... Fracción III. Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo 
directo pronuncien los tribunales colegiados de circuito, cuando habiéndose 
impugnado la inconstitucionalidad de una ley federal, local, del Distrito Federal, o un 
tratado internacional, o cuando en los conceptos de violación se haya planteado la 
interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, dichas sentencias decidan u omitan decidir sobre tales materias, debiendo 
limitarse en estos casos la materia del recurso a la decisión de las cuestiones 
propiamente constitucionales...."58 
"ARTÍCULO 21.- Corresponde conocer a las Salas: 
... Fracción II. Del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas 
en la audiencia constitucional por los jueces de distrito o los tribunales unitarios de 
circuito, en los siguientes casos: 
Ley Oigánica del Poder Judicial de la Federación D.O. F. 26 de Mayo de 1995. 
a) Cuando subsista en el recurso el problema de constitucionalidad de 
normas generales, si en la demanda de amparo se hubiese impugnado un reglamento 
federal expedido por el Presidente de la República, o reglamentos expedidos por el 
gobernador de un Estado o por el jefe del Distrito Federal, por estimarlos 
directamente violatorios de un precepto de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, o si en la sentencia se establece la interpretación directa de un 
precepto de la misma en estas materias, y; 
....Fracción III. Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo 
directo pronuncien los tribunales colegiados de circuito: 
a) Cuando habiéndose impugnado la inconstitucionalidad de un 
reglamento federal expedido por el Presidente de la República, o reglamentos 
expedidos por el gobernador de un Estado o por el jefe del Distrito Federal, o en los 
conceptos de violación se haya planteado la interpretación directa de un precepto de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en estas materias, se haya 
decidido o se omita decidir sobre la misma inconstitucionalidad o interpretación 
constitucional; y "59 
Es importante señalar que aunque estos artículos no se refieren 
expresamente a reglas de carácter general, deben interpretarse en el sentido de que de 
la revisión de los actos formalmente administrativos, pero materialmente legislativos, 
es competencia de las salas, en este caso concretamente de la segunda sala, ya que por 
ejemplo no cabe duda de que la revisión procede contra las sentencias que se refieren 
a decretos y acuerdos, actos estos que no se mencionan en dichos artículos, pero que 
sí se mencionan en el artículo 114 fracción I de la Ley de Amparo, por lo tanto es de 
considerarse que procede también la revisión contra las sentencias que se refieran a la 
constitucionalidad de las reglas de carácter general. 
No obstante lo anterior sería conveniente que en la Ley de Amparo y en 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación se aclarara que el amparo contra 
leyes procede contra todos aquellos actos de autoridad que son materialmente 
legislativos. 
Ley Oigánica del Poder Judicial de la Federación D O. F. 26 de Mayo de 1995. 
5.1. Extensión protectora del Juicio de Amparo 
¿El Juicio de Garantías será procedente únicamente cuando por medio 
de las reglas de carácter general se violen garantías individuales o se invadan esferas 
competenciales de la Federación a los Estados y Distiito Federal o de estos últimos a 
la Federación? ¿O será procedente también el Juicio de Amparo contra cualquier acto 
de autoridad que infrinja cualquier precepto de la Constitución? 
En principio se ha respondido a estas preguntas en el sentido de que el 
Juicio de Amparo, sólo procede en los casos previstos por el artículo 103 
Constitucional, por lo que resulta que el Juicio de Amparo no es un medio de control 
constitucional de toda la Constitución sino sólo de una parte de ella. 
Aceptar lo anterior desnaturaliza la Institución del Amparo, como medio 
de control constitucional ya que quedarían fuera de su alcance y, por lo mismo 
impunes, una gran cantidad de actos de autoridad que podrían ser violatorios de la 
Constitución, como por ejemplo el caso de invasión de esferas competenciales que se 
puede dar y que se da de hecho entre los poderes de la misma Federación. El caso 
precisamente de que se ocupa esta investigación se refiere a una invasión de esferas 
competenciales, pero no de las autoridades federales sobre las estatales, sino de 
autoridades federales (Secretaría de Hacienda y Crédito Público) sobre autoridades 
también federales ( Poder Legislativo ). El no estar previsto este supuesto, como 
algunos otros, en el artículo 103 constitucional trae consigo un control constitucional 
muy deficiente. 
Considerando todo lo anterior el maestro Burgoa señala que : 
" La restricción practicada por los legisladores de 57 y 17 en lo 
concerniente al juicio de amparo viene a desnaturalizar el alcance propio y substancial 
del mismo, ya que aquél, por esencia, debe ser un medio de control de toda la 
Constitución y no sólo, como sucede en nuestro actual y próximo pasado régimen 
constitucional, de determinados preceptos, circunstancias por lo demás histórica y 
jurídicamente inexplicables, ya que nadie, ni la Constitución americana está en parte 
tutelada por los medio respectivos, ni el juicio de amparo creado por Manuel C. Rejón 
se ciicnnseribía a una protección constitucional parcial, sino que abarcaba toda la 
Constitución. 
Sin embargo, no obstante que el artículo 103 de la Constitución 
establece limitativamente la procedencia del juicio de amparo, la extensión de éste es 
mucho más amplia de lo que aparentemente se ostenta, atendiendo al alcance propio 
de los derechos consignados en las garantías individuales, particularmente en las 
consagradas por los artículos 14 y 16 constitucionales, como ya veremos. 
Percatados del indebido cercenamiento practicado por los 
Constituyentes de 57, que fueron secundados en este punto por los de 17, acerca de la 
teleología natural del juicio de amparo, en el sentido de reputar a éste como un medio 
de tutela parcial del orden constitucional, varios jurisconsultos mexicanos insignes, 
entre ellos principalmente Rabasa y Vallaría, han elaborado argumentos 
interpretativos para ensanchar su extensión, así como propuesto algunas reformas 
tendientes a restituirle su auténtica finalidad, consistente en ser un conducto de tutela 
integral de la Constitución. 
Quimón de don Emilio Rabasa. -
Don Emilio Rabasa, en su obra intitulada " El juicio constitucional " , 
analizando el artículo 101 de la Constitución de 57 (103 de la de 17), deduce que 
muchos casos de violaciones constitucionales, dentro de los que señala el relativo a 
las prohibiciones que la Ley Fundamental impone a las entidades federativas, se 
encuentran íuera de la protección de la Justicia Federal, precisamente porque el juicio 
de amparo es improcedente respecto de ellas. 
Dice sobre el particular el citado autor: "Algo se habría ganado en la 
amplitud del juicio en favor de la inviolabilidad de la Ley Suprema, si se hubiese 
añadido una fracción más al artículo 101 para comprender los casos en que un poder, 
traspasando sus límites constitucionales, invade la jurisdicción de otro; pues además 
de protegerse así mayor número de derechos personales, se habría dado al Poder 
Judicial su facultad equilibradora; pero aún con esto hubieran quedado fuera del 
alcance del amparo los casos en que la violación ni recae sobre garantía individual, ni 
produce invasión de esferas federal o local, ni usurpación de facultades de otro."60 
Rabasa reconoce que para alcanzar un protección total de la 
Constitución sería necesario agregar más fracciones al artículo 101 ( que corresponde 
al 103 de nuestra Constitución actual), lo que equivaldría a elaborar un artículo 
constitucional complejo y casuístico, por lo que propone que "En vez de tres, 
fracciones en un artículo complejo, habría bastado con una expresión general que 
diera competencia a la Justicia Federal para conocer de toda controversia que se 
suscite por leyes o actos de cualquier autoridad que violen un precepto de la 
Constitución, con perjuicio del derecho personal de un individuo." 
Opinión de don Ignacio L. Vallaría.' 
Vallaría, preocupado por ampliar la protección del juicio de amparo, 
sustenta una interpretación extensiva de la fracción I del artículo 101 de la 
Constitución del 57 (103 de la del 17), al través de el concepto de garantías 
individuales, las que según el referido autor deberían de llamarse derechos del 
gobernado. Vallaría afirmó que las garantías individuales o derechos del gobernado no 
deberían circunscribirse a los veintinueve primeros artículos de la Ley Fundamental, 
sino que dichos conceptos podían hacerse extensivos a otros preceptos que, si 
directamente no los consignan, cuando menos vienen a explicarlos, ampliarlos, 
reglamentarlos o detallarlos, por ejemplo para saber si con el nombre de un impuesto 
se puede arrebatar de determinadas personas la propiedad que garantiza el artículo 27, 
será preciso tomar en consideración el artículo 31, que ordena que la contribución sea 
proporcional y equitativa. 
"En consecuencia, pues, de acuerdo con esta doctrina de la ampliación 
de las garantías individuales, el juicio de amparo ya no se constreñiría a proteger a los 
veintinueve primeros artículos constitucionales a través de la fracción 1 del artículo 
103 ó 101 de la Constitución de 17 y 57, respectivamente, sino que se haría 
procedente aun por violaciones cometidas a disposiciones no incluidas dentro de los 
preceptos mencionados, siempre y cuando éstas consignen una explicación, 
reglamentación, limitación o ampliación de las garantías individuales propiamente 
dichas."61 
Ignacio BurgoaO. "El Juicio de Amparo" pág. 253 
Extensión protectora del juicio de amparo a través de! concepto 
autoridad competente del artículo 16 constitucional 
Por autoridad competente de acuerdo con lo establecido por el artículo 
16 constitucional, se debe entender aquella que conforme a la Ley Fundamental está 
facultada para ejecutar tal o cual acto o expedir determinada ley y no tiene prohibición 
expresa para el efecto. 
"A través del concepto de "autoridad competente" a que se refiere el 
artículo 16 constitucional, la extensión protectora legal del juicio de amparo se puede 
ampliar considerablemente. En efecto, cuando dicho precepto establece que "Nadie 
puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 
virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa 
legal del procedimiento", se está refiriendo a la necesidad de que la autoridad emisora 
de dichos actos de molestia esté expresamente facultada para ello y que no exista 
prohibición constitucional para el efecto, en una palabra, que tenga competencia a 
virtud de la Constitución. En consecuencia si cualquier autoridad ordena un acto, que 
produzca las consecuencias, que el mismo artículo 16 señala, fuera de su competencia 
constitucional, con violación de los artículos que la fijan y que origine un agravio 
personal, surge la posibilidad de que el agraviado deduzca la acción de amparo, la 
que como se puede ver, tiende a proteger no sólo el mencionado artículo 16, sino 
también aquellos que se infringieron por la autoridad responsable al no haberse 
ceñido a la competencia que le fijan o extralimitarse de la que le atribuyen 
Pero no solamente quedan bajo dicha función de control todos 
aquellos artículos que fijan o interdicen alguna competencia a una autoridad, 
sino que a través del artículo 16 constitucional se puede impugnar la práctica viciosa 
de conceder las llamadas "facultades extraordinarias" al Poder Ejecutivo por el 
Legislativo, fuera naturalmente de los casos previstos en los artículos 29 y 131. En 
efecto, cuando el Ejecutivo expide, verbigracia, una ley a virtud de "facultades 
extraordinarias", y su aplicación ocasiona una molestia o perturbación a los bienes 
jurídicos señalados en el artículo 16, el agraviado puede evidentemente intentar el 
juicio de amparo y pedir la protección de la Justicia Federal, en atención a que el 
Ejecutivo no es la autoridad competente para expedir la ley reclamada. Sin embargo, 
en la práctica, no obstante que este criterio nos parece perfectamente jurídico, por 
desgracia a nadie se le ocurre ya provocar un juicio de amparo en estar circunstancias, 
tal vez porque en esta forma se vería impugnada parte de nuestros cuerpos legales, 
que nacieron por obra de las famosas "facultades extraordinarias", las que, 
afortunadamente, ya no son concebibles por prohibición expresa constitucional, 
inserta como adición en el artículo 49 y que dice: "En ningún otro caso fuera de los 
señalados en el artículo 29 ( y 131) se otorgarán al Ejecutivo facultades para 
legislar"."62 
Extensión protectora del juicio de amparo de acuerdo con los párrafos 
tercero y cuarto del artículo 14 Constitucional.-
Mediante los párrafos tercero y cuarto del artículo 14 constitucional se 
ha extendido la procedencia del juicio de amparo, revelándose éste ya no sólo como 
un medio de control constitucional sino también como un medio extraordinario de 
control de legalidad. 
Aunque dichos preceptos de la Constitución se contraen a los asuntos 
penales y civiles respectivamente, por analogía se han incluido los administrativos, 
mercantiles y del trabajo. 
Extensión protectora del juicio de amparo a través del concepto "causa 
le sal" del artículo 16 Constitucional. -
"El concepto más útil para concebir el juicio de amparo como medio 
tutelar del régimen jurídico íntegro, o sea, tanto de los preceptos constitucionales, 
como de la legislación ordinaria, hasta de los ínfimos reglamentos que tienen el 
carácter de leyes desde el punto de vista material, es el contenido en el artículo 16, es 
decir el de causa legal 
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En efecto, para que una autoridad pueda, sin violar el artículo 16 
constitucional, causar una molestia a una persona, se requiere, entre otras condiciones, 
que obre no sólo de acuerdo con una ley (fundamentación de su procedimiento), sino 
que en el caso concreto, hacia el cual va encaminada su actuación se encuentren los 
extremos previstos o contenidos en aquella ( motivación del procedimiento). De esta 
manera el juicio de amparo tiene como finalidad proteger toda la legislación 
mexicana, cuando las autoridades estatales no ciñen su conducta a alguna disposición 
legal, sea de la naturaleza y categoría que fuere, obligación que se constata como 
consecuencia directa o necesaria del principio de legalidad y que ha confirmado la 
jurisprudencia de la Suprema Corte en los siguientes términos: "l,as autoridades sólo 
pueden hacer lo que la ley los permite.Por mayoría de razón o a mayor 
abundamiento, si la Constitución, es la ley suprema del país, nuestro medio de control 
también protege a ésta íntegramente, ya que a ella debe sujetarse, sin excepción, la 
actuación de todos los poderes y autoridades, por lo que, cuando estos no observan los 
mandatos constitucionales, bien sea tratándose de actos aislados (strictu sensu) que 
afecten a situaciones particulares en concreto o de expedición y promulgación de 
leyes, decretos, reglamentos, etc., que produzcan semejante consecuencia, surge la 
posibilidad para el afectado de promover el juicio de amparo, de acuerdo con el 
artículo 103 fracción I, de la Constitución, por violación evidente del artículo 16 
constitucional, al fallar, en las hipótesis apuntadas, el requisito de la causa legal."64 
Con lo anterior queda demostrado plenamente que la extensión 
protectora del juicio de amparo, es mucho más amplia de lo que se puede pensar al 
leer por primera vez el artículo 103 constitucional, sin embargo dicho artículo sigue 
limitando la protección del orden constitucional en su totalidad, ya que para que sea 
procedente se requiere, o que las autoridades federales vulneren o restrinjan la 
soberanía de los Estados y del Distrito Federal, o que éstos vulneren o restrinjan la 
soberanía de la Federación, o que la autoridad viole las garantías individuales. Y 
aunque se ha interpretado que la fracción I del artículo 103 que es la que se refiere a 
la violación de garantías individuales, es muy extensa gracias a los artículos 14 y 16 
constitucionales, también es cierto que para que se inflinjan dichas garantías en 
necesario que haya actos de privación o de molestia, respectivamente, ya que de io 
contrario no se podrán considerar como violadas las citadas garantías que consagran el 
principio de legalidad. 
Apéndice ai Tomo CXVIIl, tesis No. 166, correspondiente a las tesis 47 de la 
Compilación 1917-1965 y 46 del Apéndice 1975, Materia General. (Tesis 68 del Apéndice 1995) 
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Por lo anterior es de considerarse que hubiera sido mejor aceptar la 
fórmula general propuesta por Don Emilio Rabasa, en el sentido de que se establezca 
en el artículo 103 la procedencia del juicio de amparo contra toda ley o acto de 
cualquier autoridad que viole cualquier precepto constitucional, siempre y cuando 
dicha violación se resuelva en un agravio personal. 
5.2. Algunos principios fundamentales que deben de tomarse en cuenta 
en el Juicio de Amparo. 
El propósito del presente apartado consiste en hacer mención de algunos 
de los principios fundamentales que deben de tomarse en cuenta en los juicios de 
amparo, por lo que es importante hacer la aclaración de que sólo se comentarán 
brevemente algunos (no todos) los principios del Juicio de Amparo, procurando 
enfocarlos a la materia administrativa. 
Los principios que se explicarán en los siguientes puntos son: El 
principio de Iniciativa o Instancia de paite, el principio de existencia del agravio 
personal y directo, el principio de la relatividad de las sentencia de amparo y el 
principio de definí ti vidad, para exponer los siguientes puntos, es de considerarse 
conveniente el tomar como referencia los apuntes de las clases de Derecho de 
Amparo impartidas por el Catedrático Adolfo Ramos Maldonado en la Facultad de 
Jurisprudencia de la Universidad Autónoma de Coahuila. 
5.2.1. Principio de Iniciativa o Instancia de Parte. 
Este principio está consagrado en la fracción I del artículo 107 
constitucional y se repite en el artículo 4 de la ley de Amparo. 
ARTÍCULO 107.- Todas las controversias de que habla el artículo 103 
se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de 
acuerdo a las bases siguientes: 
Fracción I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte 
agraviada; 
' 
ARTICULO 4.- El juicio de amparo únicamente puede promoverse, 
por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o 
cualquier otro acto que se reclame, 
Esto significa que el Juicio de amparo se inicia siempre a través de la 
presentación de una demanda formulada ante el órgano de defensa constitucional. 
El juicio de amparo en consecuencia no puede iniciarse oficiosamente, 
así que el Poder Judicial Federal no puede realizar por sí mismo la actividad de 
control constitucional, porque requiere siempre de la petición de un gobernado. 
5.2.2. Principio de la existencia del Agravio Personal y Directo. 
El fundamento de este principio esta en la fracción I del artículo 107 
constitucional y en el artículo 4 de la Ley de amparo. 
Concepto de Agravio.- El agravio es el menoscabo que a consecuencia 
de una ley o de un acto de autoridad (strictu sensu) sufre un gobernado en alguno de 
los derechos que la Constitución le otorga. 
Menoscabo.- Daño y Perjuicio. 
Pero por daño y perjuicio para los efectos del amparo no vamos a 
entender lo que tales términos significan en materia civil. 
Daño en materia civil es una pérdida patrimonial derivada del 
incumplimiento de la obligación. 
Perjuicio en materia civil son las ganancias lícitas dejadas de percibir 
con motivo del incumplimiento de la obligación. 
La Constitución consagra los derechos públicos subjetivos y algunos de 
ellos tienen contenido patrimonial como es la propiedad (artículos 14 y 27 
constitucionales) pero hay otros que carecen de connotación patrimonial tales como 
las garantías de libertad, honor, igualdad etc.. no son patrimoniales y es por esto que 
la definición de daño y perjuicio civil no se aplica al amparo para definir al agravio. 
Entonces el agravio es la ofensa o lesión a un derecho 
constitucionalmente protegido. 
Las garantías se crean para proteger bienes jurídicos tutelados y el bien 
jurídico no siempre es patrimonial, por lo tanto de acuerdo con Burgoa el agravio 
debe tener básicamente dos elementos: 
1) Un elemento material u objetivo que consiste precisamente en el 
menoscabo de los derechos constitucionales; y 
2) Un elemento jurídico formal consistente en que el menoscabo se 
encuadre como violación de garantías individuales o como violación de esferas 
competenciales. (Artículo 103 constitucional). 
Naturaleza del Agravio.- Para los efectos del amparo el agravio debe 
ser personal y directo. Personal porque debe inferírsele precisamente al titular de los 
derechos afectados por el acto de autoridad, ya que la titularidad es la que genera el 
interés jurídico para los efectos procesales. Personal también porque no debe ser 
general ni abstracto sino que el agravio debe haberse individualizado. 
El agravio debe ser personal porque sólo así surge el interés jurídico en 
que a través del amparo se le restituya en el goce de los derechos violados, pero 
además el agravio debe de ser directo. La Corte confunde lo directo con lo personal. 
El carácter directo se exige como punto de referencia porque no existe agravio 
cuando sólo se afectan intereses indirectos como sucede en los llamados "derechos 
reflejos" que son los que se derivan de situaciones de terceros que sí están 
jurídicamente tituladas. Hay casos en que un acto de autoridad afecta derechos 
jurídicamente protegidos pertenecientes a la esfera de cierta persona y al mismo 
tiempo afecta intereses o situaciones de privilegio o provecho que terceros recibían 
derivados de aquél derecho. Hay supuestos en que el acto de autoridad incide sobre la 
esfera jurídica de una persona y simultánea y concomitantemente repercute en la 
esfera jurídica de otros sin que el acto de autoridad tenga como destinatarios a esos 
terceros. (Un ejemplo de agravio personal pero no directo puede consistir en un acto 
de autoridad que se dirija a una sociedad anónima, la cual es una persona moral, y 
dicho acto de autoridad afecta los intereses de los accionistas pero no directamente 
hacia ellos sino a la persona moral). 
Tesis 29 pág.. 53 de la 8 parte. Rubro.- EL AGRAVIO INDIRECTO.-
No da ningún derecho al que lo sufre para recurrir al juicio de amparo. 
Con relación a todo esto Octavio A. Hernández dice que el agravio 
tiene tres características: Personal, Directo y Objetivo. 
Objetivo porque debe ser real, los derechos tienen existencia y la ofensa 
a los derechos también. 
5.2.3. Principio de ¡a Relatividad de las Sentencias de Amparo. 
Este principio es la aplicación de la cosa juzgada al amparo. Los 
órganos jurisdiccionales aplican la ley, es decir que transforman lo abstracto y general 
a lo concreto y particular. 
La cosa juzgada es la individualización de la ley al caso concreto y es 
intocable. 
La cosa juzgada tiene dos límites el subjetivo y el objetivo: 
Límite Subjetivo.- La cosa juzgada sólo afecta a los que intervinieron en el juicio. 
Límite Objetivo.- Es la verdad para el supuesto fáctico al que se aplica 
la ley pero no opera para todas las situaciones similares o idénticas. 
Un acto jurídico sólo surte efectos entre quienes lo celebraron, este 
principio es del derecho sustantivo, pero si aplicamos este principio en el derecho 
procesal da como resultado la cosa juzgada. 
El principio de definitividad lo encontramos en la fracción II del artículo 
107 constitucional que establece que: "La sentencia será siempre tal, que sólo se 
ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso 
especial sobre el que verse la queja sin hacer una declaración general respecto de la 
ley o acto que la motivare." 
Existe una tendencia a derogar este principio de definitividad, pero el 
inconveniente de su derogación implicaría que el Poder Judicial se convirtiera en un 
super poder, ya que podría derogar a la ley al declararla inconstitucional, motivo por 
el cual este principio no se ha derogado y sigue vigente. 
5.2.4. Principio de Definitividad 
El principio de definitividad consiste en conservar el carácter extraordinario del 
amparo. El amparo es la extrema ratio. 
Asá como el principio de relatividad tiene que ver con la sentencia, el principio 
de definitividad tiene que ver con el acto reclamado. Es decir que el acto reclamado debe ser 
definitivo y será definitivo cuando no es ya susceptible legalmente de ser impugnado mediante, 
recursos, medios de defensa o juicios a través de los cuales puede obtenerse su revocación, 
modificación o anulación. 
El artículo 107 constitucional establece en su fracción III inciso a) que el 
amparo sólo procederá cuando se reclamen actos de tribunales judiciales administrativos o del 
trabajo, contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, 
respecto de las cuales no proceda ningún recurso oidinario por el que puedan ser modificadas 
o reformadas 
Por otra parte el mismo artículo 107 constitucional, en su fracción IV establece 
que: "En materia administrativa el amparo procede, además, contra resoluciones que causen 
agravio no reparable mediante algún recurso, juicio o medio de defensa legal. No será 
necesario agotar éstos cuando la ley que los establezca exija, para otorgar la suspención del 
acto reclamado, mayores requisitos que los que la Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo 
requiera como condición para decretar esa suspensión,...." 
Como se puede observar en materia administrativa, no sólo hay que agotar, los 
recursos, sino también los medios de defensa o juicios, antes de acudir al amparo. ¿Qué 
diferencia existe entre un recurso y un medio de defensa? 
En sentido amplio el recurso es un medio de defensa pero en sentido estricto el 
recurso es un medio de impugnación que tiene por objeto que el acto de autoridad sea 
revisado por la propia autoridad que lo emitió o por un superior jerárquico a efecto de obtener 
la revocación o modificación. 
El medio de defensa también es un proceso de impugnación PERO SÓLO DE 
ACTOS NO RESOLUTIVOS (ejem. contra actos del secretario o del actuario) en cambio el 
recurso sólo revisa actos resolutivos. 
El principio de definitividad también está reglamentado en la ley de amparo en 
el artículo 73 en las fracciones de la XII a la XV. 
Ahora vamos a ver que requisitos debe reunir o satisfacer el recurso ordinario 
para que exista la obligación de agotarlo: 
1) Que su procedencia y tramitación esté regulada por la ley que rige el acto 
reclamado ( ley de la materia) Además no basta que se mencione el recurso por su nombre 
pues también debe decir como se debe de tramitar. 
2) El recurso debe tener por efecto la revocación, modificación o anulación del 
acto reclamado de que se trate pues de lo contrario no existe la obligación de agotarlo 
3) Debe darse una relación de idoneidad entre el recurso y el acto reclamado, 
en otras palabras, el recurso debe estar expresamente establecido para combatir precisamente 
el acto de que se trate. La procedencia del recurso no debe sacarse de manera forzada 
mediante interpretación analógica nada más porque procede contra actos de características 
similares. 
La consecuencia jurídica de la inobservancia del principio de definitividad 
consiste en la improcedencia del amparo por lo cual se sobresee el juicio, de acuerdo con los 
artículos 73 y 74 de la ley de Amparo. 
5.2.4.1. Excepciones al Principio de Definitividad en materia 
A dministrativa.. -
1) Cuando el recurso no esta consagrado expresamente en la ley la 
autoridad administrativa puede desecharlo de plano y la interposición del recurso no 
interrumpe el término para la presentación de la demanda de amparo. Esto se presenta 
concretamente con el llamado recurso de reconsideración el cual no esta previsto por 
algunas leyes y en estos casos el quejoso no tiene que agotarlo.65 
2) Cuando el acto reclamado es susceptible de impugnarse a través de 
dos o más recursos, no es indispensable agotarlos todos antes de ocurrir al amparo, 
bastará entonces con que se ejercite uno de ellos.66 
3) Cuando el acto administrativo carece de fundamentación legal no hay 
obligación de agotar recursos ordinarios aunque realmente si estén previstos por la ley 
de la materia.67 
4) El caso en que la ley que regula el acto administrativo reclamado, 
exige para la suspención del mismo mayores requisitos que los establecidos por la 
propia ley de amparo.68 
Tesis Jurisprudencial # 398 Apéndice del 85 tercera parte de la segunda Sala. 
Tesis Jurisprudencial # 399 Apéndice del 85 tercera parte de la segunda Sala. 
Último párrafo de la fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo. 
Art. 107 fracción IV constitucional y art. 73 fracc. XV de la Ley de Amparo. 
5) Esta excepción ha sido establecida por la jurisprudencia de los 
Tribunales Colegiados del Primer y Tercer circuito en materia administrativa, 
estableciendo el primero que cuando en la demanda el quejoso reclame un acto 
administrativo por violaciones directas a la Constitución, no existe obligación de 
agotar los recursos ordinarios. Se entiende por violación directa aquélla en que la 
inconstitucionalidad no depende de la infracción a leyes o normas secundarias. 
Burgo a critica esta tesis porque señala que no basta con que se exprese 
que hay violación directa a la Constitución ya que esto lo tiene que confirmar el 
tribunal. 
Entonces el tercer tribunal de circuito enmienda el error, al decir que si 
en la misma demanda se alega violaciones de leyes secundarias esos implica que el 
quejoso debe ir a agotar el recurso ordinario. 
6) Esta excepción al principio de definitividad no es exclusiva de la 
materia administrativa sino que es común a todas las materias y la encontramos 
consagrada en el artículo 73 fracción XII en donde en su tercer párrafo se establece 
que cuando contra el primer acto de aplicación de una ley proceda algún recurso o 
medio de defensa legal, será optativo para el quejoso interponerlo o promover 
inmediatamente el amparo. Es decir que en el amparo contra leyes no opera el 
principio de definitividad. 
Con lo anterior se puede tener ya una visión más o menos general de los 
principales principios que rigen el juicio de amparo en materia administrativa, sin 
embargo el estudio de este tema requiere de una mayor profundidad y de un estudio 
especial por lo que, es de considerarse este tema para otra investigación ya que el 
entrar a su estudio, nos desviaría del tema central que se trata en este estudio, por lo 
que se deja la puerta abierta y la inquietud para que se profundice y se analice este 
punto del cual en este trabajo sólo se han dado unas breves referencias que son útiles 
para conocer los medios de defensa que tiene el contribuyente en contra de las reglas 
de carácter general que infringen nuestra Carta Magna. 
Otra cuestión sobre la cual también se sugiere se realice una 
investigación aparte, consiste en determinar cuándo las reglas de carácter general 
pueden ser consideradas como autoaplicativas o como heteroaplicativas, ya que la 
determinación de estos conceptos es básica para determinar el tiempo que se tiene 
para interponer la demanda de amparo ya que tratándose de disposiciones 
autoaplicativas, el contribuyente tiene la oportunidad de impugnarla , vía juicio de 
amparo, en tres momentos distintos. "Dichos momentos son los siguientes: 
a) Dentro de los treinta días siguientes a aquel en que entre en vigor tal 
acto de autoridad, pues desde entonces está causando agravios al gobernado; este 
término lo señala el artículo 22 de la misma Ley de Amparo,.... 
b) Cuando no se impugna con dicho término con base para interponer la 
demanda, el gobernado puede ejercitar la acción de amparo dentro de los quince días 
siguientes a aquel en que se haya aplicado por vez primera la ley; es decir, contra el 
primer acto concreto de aplicación de la ley autoaplicativa, el gobernado tiene quince 
días para atacar el acto mismo, así como a la ley inconstitucional, en los términos del 
párrafo segundo de la fracción XVII del artículo 73 de la Ley de Amparo. 
c) Si la ley inconstitucional establece un recurso ordinario, a través del 
cual el gobernado puede impugnar el acto de aplicación de la misma y dicho 
gobernado opta por hacerlo valer, podrá atacar la ley autoaplicativa en amparo, pero 
únicamente si dentro de los quince días siguientes a la fecha en que se le notifique la 
resolución recaída al recurso, interpone la demanda de garantías en que impugne la 
ley misma, como lo sostiene el párrafo tercero de la fracción XVII del artículo 73 de 
la Ley de Amparo.69 
En cambio tratándose de disposiciones heteroaplicativas, éstas solo 
pueden ser atacadas de inconstitucionales, en base a las dos últimas oportunidades ya 
que la primera sólo esta reservada a las autoaplicativas ya que se considera que las 
heteroaplicativas, no causan ningún agravio por su sola entrada en vigor a diferencia 
de las autoaplicativas. 
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Estas y otras interrogantes relacionadas con la autoaplicabilidad o 
heteroaplicabilidad de las disposiciones legales, deben ser objeto de un estudio aparte. 
P° r lo anterior es conveniente señalar que con esto se concluye el 
análisis de los medios de defensa que se encuentran al alcance del contribuyente para 
protegerse de las reglas de carácter general que sean consideradas como 
inconstitucionales y también se concluye la exposición de los diversos temas que se 
refieren a las reglas de carácter general, por lo que siguiendo los pasos del método 
científico, es pertinente pasar a las conclusiones del presente trabajo de investigación 
y verificar si se comprobó o no la hipótesis planteada desde el principio de esta tesis. 
NOVENA PARTE 
C O N C L U S I O N E S 
P R I M E R A . - L a hipótesis planteada al principio de la presente tesis 
a quedado debidamente comprobada ya que de la investigación realizada se desprende 
que las reglas de carácter general que publicó la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público para mil novecientos noventa y cinco, perjudican al contribuyente, 
principalmente por invadir el Poder Ejecutivo, funciones que le corresponden al 
Poder Legislativo. (Ver conclusión segunda) 
S E G U N D A . - Las reglas de carácter general se pueden dividir en 
dos grupos: 
a) Aquéllas que facilitan al contribuyente el cumplimiento de sus 
obligaciones fiscales, mediante la explicación en términos sencillos de la voluntad 
expresada por el Legislador o por el Presidente de la República, en la ley o el 
reglamento respectivamente, sin alterar dichos preceptos, las cuales son perfectamente 
constitucionales ya que no representan invasión de esferas competenciales, por 
tratarse de actos formal y materialmente administrativos tendientes a facilitar al 
contribuyente el cumplimiento de sus obligaciones fiscales mediante la asistencia al 
contribuyente proporcionada en los términos previstos por el artículo 33 fracción I del 
Código Fiscal de la Federación; y 
b) Aquéllas que alteran obligaciones fiscales, creando, modificando o 
extinguiendo derechos y/o obligaciones fiscales, establecidas en leyes o reglamentos y 
que por ser actos materialmente legislativos y formalmente administrativos, resultan 
inconstitucionales. 
T E R C E R A . - Las reglas de carácter general que alteran 
obligaciones fiscales, se consideran inconstitucionales, además entre otras razones, 
porque no están previstas por la Constitución, es decir que hay actos formalmente 
administrativos y materialmente legislativos que son constitucionales ya que su 
existencia está prevista en la propia Ley Suprema, como ejemplo se pueden señalar las 
facultades extraordinarias que tiene el Ejecutivo en materia de comercio exterior, en 
los casos y con las condiciones señaladas en el artículo 131 de la Constitución, pero 
las reglas de carácter general no son consideradas por nuestra Carta Magna como 
excepciones al Principio de División de Poderes, por lo tanto la existencia de dichas 
reglas infringe el artículo 49 constitucional. 
"ARTICULO 49 - El Supremo Poder de la Federación, se divide para 
su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 
No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o 
corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades 
extraordinarias al Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto en el artículo 29, En 
ningún caso salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán 
facultades extraordinarias para legislar". 
C U A R T A . - También se consideran inconstitucionales las referidas 
reglas de carácter general, porque violan principios constitucional mente consagrados, 
como lo son los principios de legalidad, de preferencia de la ley y el de la reserva de 
ley. (Artículos 31 fracción IV y 72 inciso f) de la Constitución). 
Q U I N T A . - Las reglas de carácter general son ilegales y tienen un 
vicio importante de origen, ya que no son expedidas por el Secretario de Hacienda y 
Crédito Público, sino por el Subsecretario de Ingresos de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, violando así el artículo 6 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público que establece como facultad indelegable del Secretario de 
Hacienda y Crédito Público el dictar reglas de carácter general. 
Aunque el Subsecretario de Ingresos siempre a firmado la resolución 
mediante la cual se dictan las reglas de carácter general, con fundamento en el artículo 
124 del citado reglamento interior, considero que dicho fundamento es insuficiente ya 
que dicho artículo se refiere a la suplencia de funcionarios en caso de AUSENCIA , y 
francamente es difícil pensar que nunca estén presentes ni el Secretario de Hacienda y 
Crédito Público, ni el Subsecretario de Hacienda y Crédito Público, por lo tanto 
considero que pretextando una ausencia irreal, el Secretario de Hacienda ha delegado 
de hecho una facultad indelegable. 
El artículo 124 del referido reglamento es necesario en casos de 
ausencia real de el Secretario de Hacienda y Crédito Público, no en casos de 
ausencias ficticias. 
Este vicio de ilegalidad con el que cuentan las reglas de carácter 
general, representa una violación al principio de legalidad consagrado y protegido por 
nuestra Carta Magna. 
S E X T A . - Las disposiciones legales mediante las cuales el Poder 
Legislativo, se remite a las reglas de carácter general que expida la Secretaría de 
Hacienda para que ésta autoridad realice actos materialmente legislativos, son 
inconstitucionales ya que el Poder Legislativo no está facultado para delegar su 
función legislativa, más que en los casos expresamente autorizados por la 
Constitución. (Entre los cuales no se encuentran las reglas de carácter general). 
No se debe de olvidar que en nuestro sistema legal, las autoridades sólo 
pueden hacer lo que la ley les permite. 
Además es importante hacer mención de que sólo la Constitución puede 
crear excepciones a principios establecidos por la propia Ley Suprema. 
S É P T I M A . - Como consecuencia de la anterior conclusión, 
resultan igualmente inconstitucionales todas aquéllas reglas de carácter general que se 
emiten en cumplimiento de los artículos de la ley que se refieren a las reglas de 
carácter general, para completar los preceptos que indebidamente el legislador dejó 
inconclusos. 
O C T A V A . - Son inconstitucionales todas las reglas de carácter 
general materialmente legislativas. 
N O V E N A . - Es inconstitucional el artículo 35 del Código Fiscal de 
la Federación ya que al establecer que, de los criterios de los funcionarios fiscales 
debidamente facultados, pueden derivar derechos para los particulares cuando se 
publiquen en el Diario Oficial de la Federación, se están infringiendo los principios de 
división de poderes, de legalidad, de preferencia de la ley y de reserva de ley, 
principios todos constitucionales y por lo mismo jerárquicamente superiores al Código 
Fiscal de la Federación. 
D É C I M A . - Ni el Secretario de Hacienda, ni ningún otro 
funcionario de la Secretaría de Hacienda o de cualquier otra Secretaría de Estado, 
tienen facultad de modificar una sola coma de la ley, salvo casos excepcionalmente 
previstos por la Carta Magna. Por lo tanto dichas autoridades están 
constitucionalinente impedidas para crear, modificar o extinguir cualquier derecho u 
obligación del contribuyente, por insignificante que sea el derecho u obligación. 
D É C I M O P R I M E R A . - Para que una regla de carácter 
general sea constitucional, es necesario que además de que sea dictada por el propio 
Secretario de Hacienda y Crédito Público, cumpla con los siguientes requisitos: 
1) Las resoluciones de las disposiciones o reglas deben Publicarse en el 
Diario Oficial de la Federación. 
2) La Publicación debe de ser anual. 
3) Deben ser dictadas por autoridades fiscales. 
4) Deben de ser de carácter general, lo que implica que no pueden ser 
individuales o particulares. 
5) Deben de agruparse de manera que faciliten su conocimiento a los 
contribuyentes. 
6) Las reglas de carácter general deben de tener como finalidad el 
mejorar el cumplimiento de las facultades de las autoridades fiscales; y 
7) Las reglas de carácter general deben servir como medio para 
asistir al contribuyente en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 
* 
D E C I M O S E G U N D A . - Los objetivos planteados al principio 
de la presente investigación fueron alcanzados plenamente. 
D É C I M O T E R C E R A . - El primer objetivo de la presente tesis 
consistió en conocer qué son las reglas de carácter general. Dicho objetivo ha sido 
alcanzado ya que con base en lo asentado en los primeros temas se puede establecer 
que las reglas de carácter general, no son leyes, ni reglamentos, ni decretos, ni 
circulares, ni acuerdos. Una vez que se señaló lo que no son las reglas de carácter 
general ( Lo cual es importante ya que de esta forma se evita el confundirlas con las 
mencionadas disposiciones) se procedió a definirlas y a clasificarlas. 
DEFINICIONES: 
"En principio se puede decir que en términos generales las reglas de 
carácter general, son disposiciones generales que deben ser dictadas por el Secretario 
de Hacienda y Crédito Público. 
"Reglas de carácter general que explican aclaran o interpretan 
obligaciones fiscales.- Son aquellos actos formal y materialmente administrativos 
dictados por el Secretario de Hacienda y Crédito Público que tienen por objeto 
mejorar el cumplimiento de sus facultades fiscales a las autoridades, mediante la 
explicación, aclaración e interpretación a los contribuyentes de sus obligaciones 
fiscales, establecidas en ley." 
"Reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales.- Son 
aquellos actos formalmente administrativos y materialmente legislativos, dictados por 
el Secretario de Hacienda y Crédito Público, mediante los cuales se crean, modifican 
o extinguen obligaciones fiscales establecidas en ley." 
CLASIFICACIONES 
Existen tres clases de Reglas de Carácter General, que se clasifican 
atendiendo a el tema del que se ocupan: 
1) Las aplicables a los impuestos y derechos federales, excepto a los 
relacionados con el comercio exterior. (Publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 31 de Marzo de 1995), 
2) Las relacionadas con el comercio exterior. (Publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación el 31 de Marzo de 1995), y 
3) Las resoluciones que otorgan facilidades administrativas a los 
sectores de contribuyentes que en la misma se señalan. (Publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 28 de abril de 1995). 
Partiendo de sus elementos intrínsecos las reglas de carácter general 
también se pueden dividir de acuerdo con las siguientes categorías: 
1) Reglas de carácter general que explican aclaran o interpretan 
obligaciones fiscales. 
2) Reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales. 
Las reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales, se 
pueden dividir a su vez en dos subgrupos. 
a) Reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales con 
apoyo en la ley. 
b) Reglas de carácter general que alteran obligaciones fiscales sin apoyo 
en la ley. 
D É C I M O C U A R T A.- El segundo objetivo de la presente 
investigación consistió en determinar si las reglas de carácter general forman parte o 
110 del derecho tributario, a lo que se puede contestar de acuerdo con todo lo expuesto 
anteriormente, que dichas reglas sí forman parte del derecho tributario, ya que 
interpretan, modifican, crean, alteran y extinguen derechos y obligaciones 
establecidos en ley; y aunque desde un punto de vista juridico-constitucional cualquier 
alteración de la ley por medios distintos a los previstos por la constitución es 
inconstitucional, no se puede dejar de reconocer que "de hecho" (no de derecho) las 
reglas de carácter general forman parte del derecho tributario. 
D E C I M O Q U I N T A . - Mediante la presente investigación, 
también se alcanzó el objetivo de determinar que, la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público al expedir las reglas de carácter general, esta invadiendo esferas 
competenciales y/o funciones que originalmente le corresponden al Poder Legislativo, 
igualmente se puede llegar a la conclusión de que dicha invasión de esferas 
competenciales no está autorizada por la Constitución por lo que se causa grave 
perjuicio a los contribuyentes y gobernados de este país al no respetarse nuestra Caita 
Magna. 
D É C I M O S E X T A . - Mediante la expedición de reglas de 
carácter general, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en vez de aclarar las 
disposiciones fiscales establecidas legal y constitucionalmente; ha creado confusión 
ya que algunas de estas reglas no son lo suficientemente claras y en múltiples 
ocasiones, ya sea por el lugar en el que se ubican o por que a veces son claramente 
contrarias a la ley, se desorienta al contribuyente lo cual le genera perjuicio ya que a 
fin de cuentas el contribuyente no sabe como debe cumplir debidamente con sus 
obligaciones fiscales. ( Ver análisis a las reglas 8, 15 y 19). 
D É C I M O S É M P T I M A . - También existen algunas reglas de 
carácter general que son legales (excepto porque no están firmadas por el Secretario 
de Hacienda) y constitucionales, ya que sin alterar la ley, le explican al contribuyente 
de una forma relativamente sencilla, la manera de cumplir con sus obligaciones 
fiscales. (Ver análisis de la regla 9). 
D É C I M O O C T A V A . - La autoridad administrativa, por 
medio de reglas de carácter general puede explicar al contribuyente, el sentido de 
alguna disposición fiscal mediante la interpretación. Dicha interpretación se debe 
considerar como pública por dos razones: 
a) Porque deriva de una autoridad, en ejercicio de sus funciones 
publicas, y 
b) Porque se publica en el Diario Oficial de la Federación. 
f 
No obstante lo anterior, dicha interpretación no es obligatoria para el 
contribuyente ya que no es ni auténtica ni judicial. 
r 
D E C I M O N O V E N A . - Considerando que hay un gran número 
de reglas de carácter general que infringen la Constitución, se puede decir que en 
México existe un medio de defensa jurídico al alcance del contribuyente y del 
gobernado para combatir legalmente dichas reglas. El instrumento jurídico mediante el 
cual se puede impugnar la inconstitucionalidad de las reglas de carácter general es el 
"Juicio de Amparo." 
w 
V I G E S I M A . - E l Juicio de Amparo que procede en contra de estas 
reglas de carácter general, es el llamado "Amparo contra Leyes" ya que aunque las 
reglas de carácter general no son leyes propiamente dichas (Por no ser obra del Poder 
Legislativo de acuerdo con el procedimiento establecido en el articulo 72 
constitucional), sí son actos materialmente legislativos, ya que son generales, 
abstractas e impersonales. 
V I G É S I M O P R I M E R A . - Contra las reglas de carácter 
general procede el Amparo Indirecto y el Amparo Directo. (Ver artículo 114 
fracciones I y II y artículo 158 último párrafo de la Ley de Amparo). 
V I G É S I M O S E G U N D A . - Contra la sentencia de primera 
instancia del Amparo Indirecto o contra la sentencia del Amparo Directo, que 
resuelvan o hayan dejado de resolver sobre la constitucionalidad de las reglas de 
carácter general, es procedente el recurso de revisión ante la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y será competente para conocer del recurso de revisión la 
Segunda Sala, que es la que se ocupa de los asuntos en materia administrativa. (Ver 
artículo 83 de la Ley de Amparo y artículo 21 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación). 
V I G É S I M O T E R C E R A . - La Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público no ha publicado las reglas de carácter general de una manera 
responsable y ordenada ya que ha cometido serios errores técnicos, como por ejemplo 
el pretender aplicar retroactivamente reglas de carácter general en perjuicio de los 
contribuyentes. (Ver puntos 4.1. y 4.3.). 
V I G É S I M O C U A R T A . - Es conveniente que se sigan 
publicando en el Diario Oficial de la Federación las reglas de carácter general que son 
formal y materialmente administrativas, es decir aquellas que reúnen los requisitos 
establecidos en el artículo 33 fracción I del Código Fiscal de la Federación, ya que 
dichas disposiciones facilitan al contribuyente el cumplimiento de sus obligaciones 
fiscales, lo que trae como consecuencia una mayor y más justa recaudación de las 
contribuciones, seguridad jurídica y se facilita a las autoridades el cumplimiento de 
sus propias facultades y obligaciones, sin embargo dichas reglas de carácter general 
deberán de ser firmadas por el Secretario de Hacienda y Crédito Público y de ninguna 
manera podrán alterar ni crear derechos y obligaciones. 
"V 
V I G É S I M O Q U I N T A . - Se propone también una reforma al 
artículo 33 fracción I, inciso g) del Código Fiscal de la Federación para que se aclare 
que las reglas de carácter general (las formal y materialmente administrativas) deberán 
de ser dictadas por el Secretario de Hacienda y Crédito Público, con el fin de que esta 
disposición sea congruente con el artículo 6 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público que establece esta facultad como indelegable para 
dicho funcionario. (Actualmente dicho artículo dice "autoridades fiscales" se propone 
que diga Secretario de Hacienda y Crédito Público). 
V I G É S I M O S E X T A.- No deben de dictarse y mucho menos 
publicarse, las reglas de carácter general que son materialmente legislativas, ya que su 
existencia representa una merma al sistema de División de Poderes, además de no 
estar contempladas en nuestra Carta Magna, en su lugar se propone que la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público elabore proyectos que deberán someterse a la 
aprobación del Poder Legislativo, para que en caso de ser aprobados tengan el carácter 
de ley, pero desde un punto de vista formal y material. 
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V I G E S I M O S E P T I M A . - Tomando en consideración que 
la materia fiscal es muy dinámica, especialmente en estos tiempos de cambios tan 
vertiginosos, y que el procedimiento legislativo no es lo suficientemente rápido, como 
para poder hacer frente a algunas situaciones que se pueden presentar; especialmente 
en materia aduanera, y que requieren de una solución más inmediata; se propone que 
la Secretaria de Hacienda y Crédito Público elabore los proyectos de las disposiciones 
respectivas y que los ponga a consideración del Presidente de la República para que 
una vez que éste los apruebe puedan ser publicadas las citadas disposiciones, pero no 
como reglas de carácter general, sino como reglamentos del Ejecutivo. 
V I G É S I M O O C T A V A . - Como consecuencia de la 
propuesta anterior y con el fin de hacer concordar dicha propuesta con nuestro sistema 
constitucional y con lo expuesto en la presente investigación, es imprescindible que se 
reforme o adicione el artículo 89 de la Constitución para que de una vez por todas se 
establezca claramente como facultad del Presidente de la República, el expedir 
Reglamentos ya que aunque actualmente poco se discute sobre dicha cuestión, ( ya 
que es una facultad que de hecho siempre ha tenido el Ejecutivo y siempre la ha 
ejercido, aunque de derecho se ha cuestionado su procedencia desde la Constitución 
del 57) es indispensable que una facultad tan importante del Ejecutivo como es la de 
expedir reglamentos (actos materialmente legislativos) no se infiera de la Constitución 
mediante una interpretación tan forzada como actualmente sucede, sino que de una 
manera expresa que no deje lugar a dudas, se establezca en la Ley Suprema dicha 
facultad y los límites a los que debe de estar sujeta. 
V I G É S I M O N O V E N A.- Se propone que el Poder Judicial, 
especialmente la Suprema Coite de Justicia de la Nación, como interprete de la 
Constitución que es, establezca jurisprudencia en la que declare la 
inconstitucionalidad de los derechos y obligaciones creados, modificados o 
extinguidos por reglas de carácter general, ya que mientras el Poder Judicial continúe 
solapando este tipo de disposiciones inconstitucionales, será muy difícil que sean 
erradicadas. No debe olvidarse que el efecto que tienen las sentencias del Poder 
Judicial no son erga omnes ya que existe el principio de la relatividad de la sentencia 
de ainpaio y hasta se podría afirmar que ni la misma jurisprudencia tiene efectos erga 
omnes ya que sólo obliga a los tribunales inferiores a aplicar el criterio jurisprudencial 
a las controversias que se les presenten, por lo que no se podría afirmar que la 
jursipiudeneia tenga efectos para todo el mundo. 
Ahora bien, en caso de que se considere equitativo el resolver en favor 
del contribuyente, obligando a la autoridad a respetar los derechos que adquirió el 
contribuyente con base en las reglas de carácter general, es aconsejable que se 
resuelva en favor del contribuyente aclarando que se resuelve conforme a la equidad 
más no conforme a justicia ya que la justicia es legal y conforme a justicia el derecho 
establecido en reglas de carácter general es inconstitucional, pero siendo la equidad la 
justicia del caso concreto, entonces sí se puede resolver en favor del contribuyente 
pero haciendo la aclaración anteriormente expuesta. 
T R I G E S I M A . - También se propone que se reforme la fracción 1 
del artículo 114 de la Ley de Amparo, para que en vez de enumerar los actos 
legislativos contra los cuales procede el amparo, se establezca su procedencia contra 
todo acto materialmente legislativo. Dicho artículo enumera una serie de actos 
legislativos lanío federales como locales, encabezando dicha enumeración la ley, 
seguida de reglamentos, decretos u acuerdos, pero no menciona a las reglas de 
carácter general y por lo mismo se propone una fórmula que sea más general, que no 
sea tan casuística ya que además de las disposiciones enumeradas en dicho artículo y 
de las reglas de carácter general, podrían existir otro tipo de disposiciones que fueran 
materialmente legislativas y por lo mismo es aconsejable el dejar bien claro que el 
amparo procede contra todos estos actos. 
T R I G É S I M O P R I M E R A . - En relación con la anterior 
conclusión, se propone también una reforma al artículo 21 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, en el sentido de que el recurso de revisión es 
competencia de las Salas cuando se trate de actos formalmente administrativos pero 
materialmente legislativos, ya que en los términos en que está redactado dicho 
precepto sólo se hace mención de los reglamentos, omitiendo referirse a los decretos, 
acuerdos, reglas de carácter general y demás actos que pudieran ser materialmente 
legislativos. 
Aunque en la práctica se acepta la procedencia del recurso de revisión 
en contia de estos actos materialmente legislativos, es importante que así se establezca 
en la ley, en aras de la seguridad jurídica. 
T R I G É S I M O S E G U N D A . - Lo señalado en la conclusión 
anterior también es aplicable al artículo 83 de la Ley de Amparo, por lo que se sugiere 
su reforma en los términos expuestos anteriormente, aclarando la procedencia del 
recurso de revisión en contra de todo acto materialmente legislativo. 
T R I G É S I M O T E R C E R A . - Sobre este tema todavía hay 
mucho que investigar, por lo tanto se deja la puerta abierta para todos aquellos que 
estén interesados en investigar sobre la materia fiscal y sobre las reglas de carácter 
general, por lo pronto en esta investigación se proponen como temas para posteriores 
consultas: 
a) La existencia o inexistencia de las lagunas en la legislación fiscal, y 
en su caso la forma de colmarlas. 
b) Principios fundamentales que rigen el Juicio de Amparo en materia 
fiscal. 
c) Heteroaplicabilidad o autoaplicabilidad de las reglas de carácter 
geneial. 
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